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PRESUPUESTO NACIONAL PERÍODO 2015 - 2019 


Reunión celebrada el día 10 de setiembre de 2015 


(Sesión del día 10 de setiembre de 2015) 


(Asiste una delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto) 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 17) 


La Comisión, y personalmente quien habla, recibimos con muchísimo gusto, a la delegación del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, integrada por el señor Ministro, maestro Murro; por la Directora 
General de Secretaría, doctora Ana Santestevan; por la Adscripta a la Dirección General, doctora Laura 
Bajac; por el Inspector General de Trabajo, señor Gerardo Rey y por el Adscripto al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y a Dinatra, señora Cristina Fernández; y a la delegación de la OPP-MEF, integrada por las 
asesoras contadoras Andrea Peralta, Nancy Clavijo, por la Licenciada Virginia Maruri y por la asesora 
Técnica en Administración, señora Susana Yakes. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Antes que nada, quiero agradecer esta 
invitación para compartir temas del presupuesto nacional para el próximo quinquenio. 


En primer lugar, queremos aprovechar para destacar que hoy, 10 setiembre, se cumple el bicentenario del 
Reglamento Provisorio de Tierras para el Fomento de la Campaña y Seguridad de sus Hacendados, que es un 
hito histórico en el Uruguay, una página excelente de la historia nacional para el país y el mundo, en lo que 
significa justicia social, trabajo, redistribución de la riqueza, soberanía. Nos pareció que al estar discutiendo 
un tema trascendente para el país como es el presupuesto, no podíamos dejar de recordar estos doscientos 
años que hoy se cumplen y que unen a todos los uruguayos en su celebración. 


En segundo término, nosotros tratamos de enfocar el presupuesto en función del rol que tratamos de dar al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en esta etapa de gobierno y de acuerdo a las distintas realidades 
nacionales e internacionales que el país encara. 


Quiero agradecer el especial saludo que el presidente de la Comisión ha hecho a este Ministerio. 


Como decía, tratamos de enfocar el presupuesto quinquenal en función de la estrategia del Ministerio y 
obviamente, del Gobierno nacional. 


Nosotros hemos definido que queremos un Ministerio de Trabajo y Seguridad Social al servicio del país y, en 
particular, de su gente, de trabajadores y empresarios, más específicamente. En ese marco y de acuerdo con la 
realidad que queremos seguir transformando para mejorar en calidad de vida, en redistribución de la riqueza 
y en justicia social y, particularmente, en lo que nos compete en cuanto a la mejora de la gestión pública, 
vamos a tratar de ir gradualmente desarrollando un ministerio, como decíamos, al servicio del país, de su 
gente y de su estrategia principal, que hemos definido que es la cultura del trabajo para el desarrollo. 


En ese sentido, el Ministerio tiene un rol importante en las relaciones laborales, en la seguridad social, en la 
negociación colectiva, en la formación profesional, en las políticas de empleo; y entre sus cometidos 


específicos tiene el de promover el diálogo social y el cumplimiento de la normativa laboral, con derechos y 
obligaciones para todas las partes. 


En ese camino, como institución rectora, como parte del Poder Ejecutivo en esos aspectos, hemos definido 
que la estrategia principal del Ministerio es la cultura del trabajo para el desarrollo. Y es así que en el tiempo 
preparatorio, desde que fuimos anunciados como Ministro el 2 de diciembre hasta la asunción el 1” de marzo, 
elaboramos un documento, que fue publicado el 2 de marzo, llamado, como lo señalamos, Cultura del trabajo 
para el desarrollo. Ese documento público del 2 de marzo ha sido enriquecido con invariables aportes de 
empresarios, de trabajadores, de diversas instituciones y recientemente se ha definido el grupo asesor del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, integrado por primera vez por veinticinco referentes del mundo 
empresarial, sindical y académico, que definió una serie de medidas de implementación. Todo esto tiene que 
ver con el presupuesto quinquenal que estamos proponiendo. 


En primer lugar, definimos una estrategia. A partir de ella, tratamos de definir el presupuesto, analizando qué 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social necesitamos para la estrategia que hemos definido. Para nosotros es 
fundamental que esa estrategia haya sido consensuada -reitero- por un grupo asesor del Ministerio 
integrando, por primera vez, referentes del mundo empresarial y del mundo sindical y de organismos 
internacionales; unánimemente aprobaron este trabajo. 


También ocurre por primera vez que en los cuadros de dirección del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
aparecen integrándolos referentes del mundo empresarial y del mundo sindical. A vía de ejemplo, en esta 
delegación me acompañan el señor Gerardo Rey, quien fuera un destacado dirigente sindical de los 
trabajadores de UTE y delegado del PIT-CNT, y la señora Cristina Fernández, quien representó a ocho 
cámaras empresariales antes de asumir en la actual Dirección Nacional de Trabajo. 


Esta es una nueva política que estamos tratando de desarrollar para llevar adelante los objetivos estratégicos 
que nos fijamos. En ese marco, nos planteamos el análisis del presupuesto nacional y, en particular, el de 
nuestro Ministerio para este quinquenio. 


En ese camino, si definimos que el diálogo es una prioridad en nuestra actuación, debemos llevarlo adelante 
y, para hacerlo, debemos contar con los instrumentos necesarios, es decir, con los recursos, con las personas. 


Si definimos que la negociación colectiva es una prioridad, debo decir que nunca hubo tanta negociación 
colectiva en el Uruguay como en la actualidad. Uruguay se ubica en los primeros lugares de América Latina 
y del mundo en negociación colectiva en el sector privado y en el público. 


Entre los lineamientos que hemos acordado en el Poder Ejecutivo para esta etapa está previsto extender la 
negociación pública en aquellos organismos del sector público en los que hace falta. En ese proceso estamos. 
Por ejemplo, en las próximas semanas concurriremos al Congreso de Intendentes para promover la 
negociación colectiva en las intendencias. Queremos promoverla también en aquellos organismos del Estado 
que aún no tienen la negociación colectiva con suficiente grado de desarrollo. Para eso necesitamos contar 
con determinados recursos, con gente capacitada para esos fines y con recursos para lograrlo. 


Planteamos seguir mejorando el proceso de formalización en el país. Existen muy pocas experiencias en el 
mundo en las que en diez años se hayan incorporando, en un país de poco más de tres millones de habitantes, 
500.000 personas a la seguridad social, pero queremos seguir mejorando este logro que está siendo objeto de 
estudio en el mundo. Para ello, precisamos una mejor Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social 
que la que tenemos, requiriendo también gente y recursos para llevarlo adelante. 


Queremos seguir avanzando en todo lo que significa el Ministerio para todo el país. Tenemos carencias en el 
desarrollo del Ministerio en sus cuarenta y dos oficinas del interior del país. Estamos buscando cómo encarar 
y Superar esas carencias, dado el proceso de descentralización que se viene dando a través de políticas y, de 
hecho, en el Uruguay. Si tomáramos una foto de las inversiones productivas y de los conflictos, podríamos 
ver que, felizmente, también en este aspecto existe descentralización en el Uruguay. Las inversiones no se 
hacen solamente en el área metropolitana, así como tampoco los conflictos quedan delimitados en esa área, 
sino que se dan en todo el país. Esto implica un Ministerio desplegado a nivel nacional para desarrollar estos 
aspectos. 


Indudablemente, debemos seguir profundizando en la mejora de la gestión, continuando y profundizando lo 
que se ha hecho. Este es un Ministerio históricamente pobre, de los que tienen menos presupuesto nacional 
desde sus cincuenta años de existencia y queremos ir gradualmente mejorando como podamos esta situación 
que tenemos. En ese camino, entonces, es que ubicamos el proceso de presupuesto para este quinquenio. 


Los señores legisladores verán que hay iniciativas que apuntan a ver cómo mejoramos la situación de la 
Dirección Nacional de Trabajo, que es la encargada de las relaciones laborales, de la negociación colectiva y 
de la negociación individual. 


Somos un Ministerio que todos los días está lleno de gente en conflicto, en contraposición de intereses, y eso 
es lo que nos toca gestionar en beneficio del país. Ante eso, debemos tener una especial atención hacia los 
trabajadores del ministerio que, a diferencia de otros, tienen que trabajar, dialogar, mediar, e intervenir ante 
situaciones de conflicto, que no es lo mismo que intervenir ante un simple manejo de expedientes o de 
trámites. 


Esa es la razón de las modificaciones planteadas en la órbita de la Dirección Nacional de Trabajo. Lo mismo 
sucede en la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social. En el mundo y en Uruguay existen 
diferentes experiencias acerca de las inspecciones de las áreas de fiscalización: tributaria, seguridad social o 
normativa laboral. En nuestro país, tenemos creado históricamente un sistema donde la seguridad social tiene 
su área de fiscalización, la DGI tiene su área de fiscalización, y el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
la suya. Esta es la realidad que tenemos en Uruguay y, a partir de ella, debemos ver cómo mejoramos la 
coordinación entre las instituciones, lo que se ha venido haciendo sustantivamente en estos últimos diez años, 
como nunca y, al mismo tiempo, cómo mejoramos las condiciones de trabajo, de especialización y de 
exclusividad del área de fiscalización del Ministerio, del área de la Inspección del Trabajo y la Seguridad 
Social. Acá importa todo el proceso de formalización y, particularmente, las condiciones de salud y seguridad 
en el trabajo de los trabajadores y de los empresarios del país. 


En ese camino, estas dos áreas sustantivas del ministerio, la Dirección Nacional del Trabajo y la Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad Social, están particularmente atendidas en esta propuesta presupuestal. 


Por otro lado, como decíamos este es un ministerio que tiene que mejorar su gestión e infraestructura, a lo 
que planteamos darle una absoluta prioridad y ya estamos tratando de hacerlo con los escasos recursos 
existentes. 


En ese sentido, el Ministerio necesita un profundo empuje en lo relativo a su área informática. Nos estamos 
planteando cambios trascendentes; algunos que hemos iniciado, como es el decreto que ha creado el recibo 
electrónico de sueldos, que está funcionando y que fue un reclamo que tuvimos desde el sector empresarial y 
desde el de los trabajadores y que ya hemos llevado adelante. 


Sin embargo, hay otros cambios que tenemos que hacer como es, por ejemplo, la unificación de la planilla de 
trabajo del Ministerio y la nómina del Banco de Previsión Social, un reclamo histórico de trabajadores y 
empresarios que va a contribuir a una mejor seguridad, a un mejor acceso a la información y, por sobre todo, 
a muchísimo menor trabajo para las empresas, a un ahorro y, al mismo tiempo, mucho mayor seguridad para 
los trabajadores de tener en un solo instrumento los datos correspondientes a la nómina del Banco de 
Previsión Social y a la planilla del Ministerio. Esto no tiene ninguna razón de existir, pero es un aspecto 
histórico que debemos cambiar. Para eso, necesitamos informatizar adecuadamente el Ministerio. 


Estos son algunos de los aspectos que queríamos destacar y si el señor presidente y los señores legisladores lo 
permiten, nos gustaría dar la palabra a la directora Nacional de Secretaría, doctora Ana Santestevan, a los 
efectos de explicar algún detalle de puntos específicos de estos diez artículos de este inciso 13 del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social, que estamos proponiendo para el presupuesto quinquenal. 


SEÑORA SANTESTEVAN.- Buenos días a todos. 


Es un gusto estar aquí nuevamente desde otro rol, planteando, compartiendo y dando algunos fundamentos 
del articulado de lo que es tal vez la ley más importante que tenga cualquier gobierno una vez que asume, y 
que realmente pauta la proyección y el funcionamiento del país en torno al presupuesto Nacional. 


En ese sentido, agradezco al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, maestro Ernesto Murro, por haber 
integrado este excelente equipo con el que trabajamos en el Ministerio y, como él ya lo ha señalado, en los 
diez artículos que presenta el Ministerio se pretende fortalecer sustancialmente la capacidad de gestión de 
dicha cartera. 


Pasando específicamente al análisis de los artículos propuestos, como los señores legisladores ya conocen, el 
articulado referente al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se inicia en el artículo 445 del proyecto del 
Poder Ejecutivo. En ese primer artículo el Ministerio propone extender el régimen de exclusividad que, como 
también los señores legisladores saben, porque ha sido aprobado y discutido en esta misma sala, la 
exclusividad que tienen hoy los inspectores de trabajo de la Unidad Ejecutora 007 "Inspección General del 
Trabajo" fue implantada a partir de la Ley N” 18.172 del 31 de agosto de 2007 que estableció, como 
decíamos, el régimen de dedicación exclusiva a los inspectores de la Unidad Ejecutora 007. 


En esa oportunidad, en el año 2007, este régimen específico no alcanzaba a los profesionales del 
departamento jurídico de la inspección general, generando en el funcionamiento o dinámica interna una 
especie de desajuste entre la cantidad de inspectores que prestan esa función, que es un número muy 
importante de inspectores que rondan en este momento los casi 140 funcionarios, con relación a la tarea que 
cumple la jurídica de la inspección, en donde hay un número reducido de profesionales abogados. En este 
sentido, lo que se pretende es extender el mismo régimen, no solamente para acompañar la metodología y la 
dinámica de trabajo dentro de la Unidad Ejecutora, sino también para garantizar que los profesionales estén 
dedicados exclusivamente a esta tarea, que vayan acompañados de una retribución acorde que, de alguna 
manera, refleje el flujo de trabajo que se produce en la Inspección General del Trabajo, resolviendo algunos 
temas de embotellamiento, por decirlo de alguna manera, del trámite administrativo que implica la tarea 
inspectiva y luego, la resolución a través del trámite administrativo del análisis de cuál es la situación de las 
empresas o del régimen del cumplimiento de la normativa vigente en el país. Eso es lo que determina la 
propuesta del artículo 445, que consiste en extender el régimen de exclusividad a los abogados de la División 
Jurídica, con la limitación de que solamente abarca a los profesionales que a la fecha de vigencia de esta 
norma efectivamente estén cumpliendo funciones en esa área. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- A los efectos de no importunar la exposición del ministerio, consulto cuál 
es el criterio que vamos a seguir: si recibimos la fundamentación de todos los artículos y después 
hacemos las preguntas o si hacemos las consultas a medida que se fundamenta cada artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si están de acuerdo, para no esperar a que se termine de fundamentar los 
diez artículos y quede colgada alguna pregunta, podemos ir evacuando las dudas a medida que se 
analice cada uno de ellos, tal como lo hechos hecho hasta ahora. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Si bien son ustedes los que disponen, 
me permito insistir en el enfoque general que hemos tratado de dar. A partir de una estrategia del 
ministerio, hemos definido determinados artículos en el presupuesto y por tanto hay cuestiones que 
están interrelacionadas. Sin embargo, nos atenemos a lo que ustedes dispongan. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Propongo que si hay algún paquete de artículos que estén estrechamente 
vinculados, se expongan en conjunto y hagamos las preguntas correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El ministro hizo una sugerencia que debemos atender. Más allá de que la 
comisión al recibir los insumos quiere utilizar un método lo más práctico posible, si estamos de 
acuerdo, escuchamos la explicación de los diez artículos y, después, hacemos las preguntas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Cuando utilizamos el mecanismo propuesto inicialmente a veces nos 
desordenamos mucho porque las preguntas empiezan a saltar de un tema a otro. Entonces, podríamos 
dejar que el ministerio termine su exposición y, después, formularíamos las preguntas sobre el 
artículo 1”, luego, sobre el artículo 2”, y así sucesivamente. De lo contrario, las preguntas de los 
legisladores empiezan a saltearse y a entreverarse, y no terminamos más; ya nos ha pasado. 


Creo que el punto medio es que se termine todo y, luego, empecemos a preguntar por cada artículo; si no hay 
preguntas, seguimos avanzando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, procederemos tal como lo ha propuesto el señor 
diputado Gandini. 


(Apoyados) 


SEÑORA SANTESTEVAN (Ana).- El artículo 446 refiere a la asignación de una partida para que los 
funcionarios de la Dirección Nacional de Trabajo que cumplen funciones en el área de negociación 
colectiva perciban un 25% sobre las retribuciones sujetas a montepío. La intención es subsanar una 
inequidad que se había generado en esa dirección. El antecedente de esta norma es el artículo 216 de la 
Ley_N” 18.996, que establecía un porcentaje del 25% para todos los profesionales que prestaban 
funciones en esa dependencia; es decir que ese artículo tenía un contenido más amplio. Como aquella 
disposición establecía que solamente percibían el 25% los que efectivamente cumplían la función a la 
fecha de la norma referida, lo que pretende el artículo 446 es extender el beneficio a aquellos que 
ingresaron a posteriori y focalizar y priorizar el área de la negociación colectiva de la Dinatra. 


El artículo 447 también se refiere a la Dirección Nacional de Trabajo. Propone la asignación de una partida al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a los efectos de reconocer y de retribuir la mayor responsabilidad 
que tienen los presidentes de grupo del área de negociación colectiva. La responsabilidad que se asigna hoy 
en día a esos funcionarios no está asociada con ninguna retribución adicional. Entonces, lo que se pretende es 
reconocer esa mayor responsabilidad. 


El artículo 448 asigna una compensación especial a los profesionales y técnicos pertenecientes a los 
escalafones A y B que presten funciones en consultas y audiencias de conciliación de la Dirección Nacional 
de Trabajo. Precisamente, esto tiene que ver con la mirada integral a la que refería el ministro y con el 
fortalecimiento de las áreas consideradas estratégicas en nuestra cartera. Si bien los dos anteriores artículos se 
referían básicamente al área de negociación colectiva, el artículo 448 involucra a los profesionales y a los 
técnicos. Esta es una novedad en la normativa porque estamos contemplando no solamente a los 
profesionales abogados sino también a los técnicos, sobre todo, en relaciones laborales; existen varios 
especialistas que se desempeñan en estas áreas del ministerio. 


Aclaro que, por supuesto, cada artículo está relacionado con la fuente de financiamiento de los gastos. Como 
los legisladores pueden ver, en cada artículo se prevé cómo se financian estas iniciativas. 


El artículo 449 pretende resolver un problema estratégico que tiene el ministerio. A través de esta norma se 
crea un cargo de particular confianza que se denominará Subdirector Nacional de Trabajo. Hoy en día 
tenemos un director en la Dinatra pero no existe un cargo por debajo que ejerza las funciones que por la vía 
de los hechos hoy está cumpliendo la señora Cristina Fernández, que hoy nos acompaña. 


El artículo 450 refiere al intercambio de información entre las distintas instituciones públicas y propone 
sustituir la referencia que hacía inicialmente el artículo 4” de la Ley N* 16.869, que establecía que 
organismos como el Banco de Previsión Social, la DGI o la Dirección Nacional de Aduanas podían 
intercambiar información exclusivamente con la Inspección General del Trabajo. A partir de esta norma, la 
referencia será más amplia: no involucrará solo a una unidad ejecutora del ministerio sino a todo el 
ministerio, a todas las unidades ejecutoras que tienen que ver con el intercambio de información. 


El artículo 451 refiere a la transformación de un cargo de subdirector de la Unidad Ejecutora 003, Dirección 
Nacional de Empleo, por un cargo de particular confianza. Estamos proponiendo que cuando el cargo -que 
hoy está ocupado por una funcionaria o funcionario- cese al vacar, se transforme en uno de particular 
confianza. Planteamos esto porque entendemos que, al igual que lo que ocurre en la Dirección Nacional de 
Trabajo, es absolutamente imprescindible contar no solamente con un referente, sino con dos referentes de 
confianza en esa función estratégica. 


Adelanto que vamos a acercar a la Mesa una modificación porque, por error, se incluyó una referencia al 
literal d) del artículo 9 de la Ley N* 15.809, pero, en realidad, corresponde que figure el literal c) y no el d). 


En el artículo 452 el objetivo de la propuesta es permitir la percepción de la partida alimentación a las 
personas que hoy cumplen las funciones vinculadas al escalafón de conducción. En el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social existen solamente cinco funcionarios que cumplen esta tarea y por razones de equidad - 


todos los funcionarios del ministerio perciben una compensación por partida de alimentación- estamos 
habilitando esta extensión. 


El artículo 453 hace referencia a un aspecto muy puntual vinculado al aumento de la partida prevista en el 
artículo 58 de la Ley N* 18.719 que refiere a los adscriptos del ministro. Todos los ministerios tienen esta 
partida asociada a los adscriptos del ministro; la idea es equilibrar y que este ministerio tenga la misma 
partida que los otros. 


El artículo 454 -el último que aparece en la propuesta normativa de la ley de presupuesto para el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social- refiere a la estratégica función que cumplen -como ya lo ha señalado el 
ministro- los técnicos del área de tecnología de la información, especialmente los expertos en la parte 
informática. En el marco de lo que es un plan director de la reforma de todo el sistema informático se prevé 
una partida para compensar la retribución del equipo informático. 


Me señala la adscripta que tenemos otra modificación para acercar a la Mesa en el artículo 448. En el cuadro 
donde figura que se financia esta partida, en el primer inciso se hace referencia a la vacante que existe en la 
Unidad Ejecutora 1, escalafón C, Grado 6, porque corresponde a una vacante de la Unidad Ejecutora 1, 
Dirección General. 


Quiero señalar que las dos modificaciones -la de los artículos 448 y 451- ya están costeados y solamente se 
trató de un error de tipeo. Les acercaremos las dos modificaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por favor ¿podría aclararnos la modificación que planteó en el artículo 448? 


SEÑORA SANTESTEVAN (Ana).- El primer renglón del cuadro refiere a la Unidad Ejecutora 7 y 
debe decir 1. Todos los demás corresponden a vacantes de las otras unidades ejecutoras. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida al señor ministro y a los demás jerarcas que lo 
acompañan. 


Vamos a hacer algunas preguntas, pero como introducción quiero dejar una constancia. Desde la Comisión de 
Legislación del Trabajo, junto al diputado Wilson Ezquerra, hemos visto esta nueva etapa del ministerio -a la 
que se refirió el señor ministro en su intervención inicial- con mucha expectativa. Como consta en la versión 
taquigráfica de la comisión del día 28 de abril, encontramos un nivel de coincidencia importante, por lo 
menos, desde el punto de vista conceptual, con el documento al que el ministro hacía referencia y que 
contiene los principios rectores que la actual Administración se propone llevar adelante en términos de 
relaciones laborales, lo cual no quita que tengamos diferencias puntuales en los más diversos asuntos. Pero, 
en cuanto a la orientación general, diría que encontramos un nivel de coincidencia muy satisfactorio. Me 
parece que ha sido muy novedosa y provechosa la idea de integrar en los cuadros ministeriales y en las 
distintas direcciones tanto a figuras con trayectoria sindical como empresarial. Me parece que eso coadyuva 
en el sentido de la generación de un clima en el mercado de trabajo y de las relaciones laborales que es el 
necesario y el que óptimamente es razonable procurar encontrar. Creo que hemos inaugurado con el ministro 
una etapa de relacionamiento institucional auspicioso entre el ministerio y el Parlamento. Hace pocos días, el 
ministro tuvo la deferencia de recibirnos junto con el diputado Mario Ayala. Fuimos a plantearle una serie de 
preocupaciones, particularmente, vinculadas al departamento de Artigas, a la situación de los trabajadores de 
Greenfrozen, y me parece bueno destacarlo ahora. 


Creo que deberíamos trabajar en algo que nos habíamos comprometido hacer y no hemos logrado a 
satisfacción. Me refiero a la presencia del ministro en la Comisión de Legislación del Trabajo en forma más 
regular. Cuando él compareció el 28 de abril, acordamos una suerte de presencia bimensual -él mismo nos la 
propuso- y, sin embargo, durante estos seis meses que han transcurrido solo lo tuvimos en esa oportunidad. 
Con esto no pretendo extraer ninguna inferencia; simplemente estoy constatando un hecho, y me parece 
bueno que trabajemos en el sentido... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme, señor diputado, pero quienes participamos de la Comisión de 
Legislación del Trabajo, tenemos una opinión diferente. Diría que nos remitamos a considerar el orden 
del día... 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Yo me voy a remitir a las preguntas, pero si usted me deja llegar a ellas. 
Simplemente, estoy haciendo una introducción de carácter general... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero le aclaro... 
SEÑOR ABDALA (Pablo).- Le pido que no coarte mi derecho a dar una opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Yo no lo coarto. Usted sabe que eso es lo que menos hago. Para ordenar la 
discusión tratemos de no incorporar temas que son de otra comisión... 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Ya lo dije -usted no lo pudo evitar- que en seis meses el ministro vino una 
vez a la Comisión de Legislación del Trabajo y que, simplemente, esperamos que venga con mayor 
asiduidad. 


Dicho esto, vamos a hacer una primera consulta con relación al artículo 445 -que es el que la señora directora 
general acaba de explicar- en cuanto al régimen de dedicación exclusiva que se propone para los 
profesionales abogados de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social. En principio, la 
solución a nosotros nos parece bien; la compartimos, va en línea con lo que ya se hizo con los inspectores 
generales. Yo quisiera saber si esto fue negociado o conversado con los trabajadores interesados, en el marco 
de la ley de negociación colectiva del sector público. Me interesa saberlo, particularmente, por un aspecto 
que sé que ha sido motivo de controversia, por lo menos con los inspectores -creo que es una controversia 
que todavía no se ha saldado-, y tiene que ver -este es un artículo que tiene muchos incisos- con el inciso que 
hace referencia específicamente al régimen de ocho horas diarias con permanencia a la orden y con las demás 
obligaciones que allí se describen. Los inspectores de trabajo sostienen que el régimen de dedicación 
exclusiva que determina una retribución y una remuneración especial -como es obvio- está referido 
específicamente a esa actividad, pero no necesariamente eso debe incidir en el régimen de limitación de la 
jornada laboral y que la permanencia a la orden en principio -esta es la interpretación que sé que los 
inspectores han planteado en el ámbito del ministerio- estaría referida a un concepto diferente, de la misma 
forma que las horas extras también están referidas a un concepto diferente más allá de la dedicación 
exclusiva. Pregunto esto porque quiero saber si este es un tema que fue acordado con estos funcionarios, ya 
que esto es una modificación de las condiciones de trabajo. Además, querría saber cómo se llega a este 
artículo, o cuáles son los antecedentes que, en tal caso, derivaron en esta solución que implica un cambio en 
el régimen de trabajo de enorme importancia. Este es un aspecto que me preocupa. 


Esto también se vincula con la circunstancia de que la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad 
Social -aprovechamos para preguntarlo- está en proceso de designar nuevos inspectores de trabajo. Tengo 
entendido que en este momento hay ciento veinte -este es un tema presupuestal- y me interesaría saber si, 
efectivamente, estamos en camino de designar nuevos inspectores de trabajo, particularmente para el área 
relativa a condiciones generales de trabajo. Según tengo entendido los ciento veinte que hay hoy son 
francamente insuficientes para atender toda la demanda que existe en materia de condiciones de trabajo, entre 
otras cosas por el aumento de la tasa de empleo en los últimos años, más allá del retroceso que se produjo al 
respecto en los últimos meses. Ya que estamos hablando de la inspección aprovecho para agregar esta otra 
consulta. 


Gracias, señor presidente, por su comprensión y su solidaridad. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No lo comprendí, ni fui solidario. 


Voy a pedir al señor ministro y a su equipo que respondan lo relativo a los artículos del proyecto de 
presupuesto para no ingresar en temas específicos de la Comisión de Legislación del Trabajo. Los temas de 
esa comisión deben responderse en ese ámbito. Aquí estamos recibiendo insumos acerca del articulado. Por 
lo tanto, pido disculpas al señor ministro, pero quisiera que nos centráramos en el articulado. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Gracias, señor presidente, pero con el 
mayor respeto que usted me merece no voy a aceptar la sugerencia. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Creo que la sugerencia del señor presidente es adecuada para el trabajo de 
la comisión. 


(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que si no hacemos lo sugerido nos vamos a desviar del trabajo que, por 
otra parte, está muy acotado ya que tenemos pocos días. Por eso propongo que nos dediquemos al 
trabajo exclusivo de esta comisión. 


Vuelvo a sugerir al señor ministro que el tema al que se hizo referencia sea dejado para la próxima 
convocatoria a la Comisión de Legislación del Trabajo en la que participe -allí podrá contestar todo lo que 
quiera preguntar el señor diputado Abdala- y que nos dediquemos al tema por el cual hemos sido convocados. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Voy a hacer una referencia filosófica. 


Muchas actividades de la vida son de a dos. Entonces, uno va a un lado si lo invitan o convocan, por interés 
personal o institucional, o no va. Creo que estas cosas son de ida y vuelta. Nosotros estamos 
permanentemente dispuestos a ir a todos los lugares a los que se nos convoque porque somos partidarios del 
diálogo en general. Esta es la reflexión filosófica es la que me permito hacer, querido compañero presidente 
de la comisión. 


Refiriéndome al tema que se plantea y antes de que haga uso de la palabra el inspector general, que podrá 
contestar con mucha mayor precisión la inquietud del señor diputado Abdala, permítaseme agradecer sus 
expresiones en relación al equipo del ministerio y su estrategia. Creo que corresponde que lo haga. Quiero 
destacar que tenemos un permanente ámbito de diálogo y negociación con la asociación de funcionarios del 
ministerio -Afmit- y la asociación de inspectores, AITU. Permanentemente se ha estado trabajando en todos 
los temas que hacen al quehacer cotidiano del ministerio ya que este es un ministerio de diálogo. 


A vía de ejemplo -no tengo datos de otros directores del ministerio- puedo decir que quien les habla en los 
primeros cinco meses tuvo quinientas reuniones con empresarios, trabajadores y otros sectores de la sociedad 
-además de las que ha tenido cada uno de los directores-, y también a la interna con los trabajadores y los 
sindicatos que existen en el ministerio. Además, hemos tenido permanentes reuniones con cada uno de los 
trabajadores del ministerio de cada una de las unidades ejecutoras; nos hemos reunido y lo seguimos 
haciendo. Esta semana, por ejemplo, estuvimos reunidos con los trabajadores de la Dinatra para agradecerles 
y reconocerles el importantísimo trabajo que hacen en medio de las fuertes tensiones en las cuales deben 
desempeñarse. 


En particular, con respecto a la pregunta formulada por el señor diputado Abdala en relación al artículo 445 
debemos decir que se ha conversado, dialogado, trabajado y acordado. 


El señor Inspector General del Trabajo y de la Seguridad Social podrá brindar más detalles. 


SEÑOR REY (Gerardo).- La reestructura que estamos llevando adelante implica negociaciones con 
dos gremios que integran COFE pero tienen estructuras distintas. Uno de ellos se llama AITU y nuclea, 
esencialmente, a los inspectores de trabajo, y el otro se llama Afmit e incluye a la totalidad de los 
funcionarios del ministerio, entre ellos los profesionales del área jurídica a los que el artículo 445 se 
refiere. 


Quisiera explicar cuál es el concepto planteado para que los señores legisladores tengan una idea más 
acabada en cuanto a la importancia de la modificación que proponemos. Analizado el proceso inspectivo, 
nosotros encontramos que en el año 2007 el Parlamento resolvió -como bien planteaba la Directora General 
de Secretaría- la exclusividad para el cuerpo inspectivo. Ese cuerpo arma lo que se llama un acta de hechos, 
que luego pasa a ser analizada por un departamento jurídico que con ese informe eleva al inspector general 
una sugerencia relativa, por ejemplo, a una sanción, una intimación, una multa, o a las múltiples 
consecuencias que puede tener la infracción a la normativa laboral, tanto en condiciones generales como 
ambientales de trabajo. Entendimos que en esta etapa era importante priorizar y llevar el régimen de 
exclusividad también a los abogados. 


Quisiera explicar brindando algún ejemplo. Un Inspector General de Trabajo, por el régimen establecido por 
el Parlamento, no puede realizar ninguna otra tarea remunerada salvo la docencia -en ese caso debe 
comunicar previamente al inspector general para que se verifique que esas horas no interfieran con la labor 
principal, que es la inspección-, y queremos que los abogados lleguen a este mismo régimen para que todo el 
proceso inspectivo tenga este tratamiento. Además, trátese de entender cuál sería, posiblemente, la actividad 
que hoy deberían realizar para mejorar sus ingresos los abogados de la Inspección General del Trabajo y de la 
Seguridad Social, ya que por su natural experiencia podrían, por ejemplo, asesorar empresas o sindicatos. 
Queremos evitar que eso suceda dando un régimen de exclusividad -reitero- que hoy también tienen los 
inspectores de trabajo. 


En la negociación establecimos llevar a los abogados al mismo régimen también en las remuneraciones. El 
articulado que los señores legisladores tienen a consideración integra los mismos conceptos para los 
abogados que, en su momento, se establecieron en la ley de 2007 para los inspectores. Por lo tanto, estamos 
equiparando el régimen de trabajo y las remuneraciones de los abogados a la de los inspectores. 


En el caso de los abogados, colocamos el salario del abogado como el máximo del escalafón del inspector. 
Esto se debe a que son una menor cantidad de funcionarios y porque la carrera funcional es menos atractiva. 
Eso nos pareció importante como un estímulo para el pasaje voluntario. Si esta normativa es aprobada por el 
Parlamento, los abogados de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social podrán optar por este 
régimen. Eso fue lo mismo que establecieron los señores diputados para los inspectores en 2007. 


Desde el punto de vista de las remuneraciones, en la negociación llegamos prácticamente al máximo del tope. 
Me voy a explicar con un ejemplo bien sencillo. 


El cargo de subdirector de la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social es de designación del 
señor ministro pero entre los funcionarios del ministerio; esa es la condición que pone la normativa. 
Entonces, colocamos ese cargo como el techo; no podíamos poner a los funcionarios a cargo nuestro por 
encima de ese tipo de remuneraciones. Establecimos una diferencia mínima entre el máximo de la carrera 
actual y la remuneración que establecimos. El máximo de la carrera actual en términos nominales es 

$ 92.000; estamos proponiendo que la exclusividad de los abogados llegue a $ 86.000. Se puede ver que hay 
un esfuerzo muy importante por contemplar al máximo todos los aspectos, dentro de la normativa de un 
ministerio con las características que el señor ministro describió. Aspiramos a que la inmensa mayoría de los 
muy buenos profesionales que tiene el ministerio opten por la exclusividad. No obstante eso, también como 
parte de la negociación colectiva, implementamos un ámbito para, una vez que el Parlamento apruebe esta 
norma -si es que ello sucede- y se pase al régimen de exclusividad, analizar el destino que puedan tener los 
funcionarios de la División Jurídica que no opten -reitero: el artículo plantea que el abogado puede optar- por 
este sistema. En ese caso, tendremos que discutir su redistribución dentro del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


En cuanto a la pregunta sobre la cantidad de inspectores, las condiciones generales del trabajo y el régimen 
de permanencia, esto es, cuando a las personas se les encomienda una tarea en el interior, hay dos respuestas. 
Primero, en esta oportunidad, el ministerio plantea hacer un esfuerzo dedicado al área prioritaria a resolver. 
No estamos proponiendo el ideal sino, dentro de las restricciones presupuestales, ajustes para poder realizar 
un gasto moderado, priorizando el área jurídica. Esto tiene una fundamentación que tiene que ver con el 
proceso. 


Si nosotros aumentáramos la cantidad de inspectores y no la cantidad de abogados dedicados en forma 
exclusiva, no lograríamos la eficacia necesaria, entre otras cosas, porque hoy tenemos un desbalance entre la 
cantidad de inspecciones que realizamos y nuestra capacidad para procesar esa información. El cuello de 
botella lo tenemos en el área jurídica. Por lo tanto, nuestra propuesta tiene que ver con potenciar el área 
jurídica para poder hacer algo más efectivo. Queremos que cuando detectemos una irregularidad y la 
intentemos corregir con el cumplimiento de todas las garantías, los plazos se achiquen sustancialmente. La 
idea de tener una política más justa desde la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social lleva a 
priorizar a los abogados en esta etapa 


En cuanto al número de inspectores -puedo decir que habrá que hacer llamados a concurso por algunas 
vacantes que se han generado por jubilación-, pensamos quedarnos con unos ciento treinta y siete 
inspectores, distribuidos de la siguiente manera. En acuerdo con AITU, por concurso, vamos a establecer los 
cargos de coordinadores para las dos direcciones que tienen que ver con las Condiciones Ambientales de 


Trabajo -CAT- y con las Condiciones Generales de Trabajo, CGT. Cada una de las divisiones va a tener cinco 
coordinadores de equipos de inspectores. Esos equipos de inspectores tendrán sesenta en la CGT y sesenta en 
la CAT. Eso da una plantilla de unos ciento treinta y siete inspectores. Creemos que estos inspectores, más los 
dieciocho abogados en régimen de dedicación exclusiva, pueden dar una fortaleza y eficacia mayores a la 
labor inspectiva. A modo de información, podemos decir que estamos haciendo alrededor de veinte mil 
actuaciones inspectivas por año; es una cifra importante para un país con las dimensiones de Uruguay. 


Como la normativa establece en la exclusividad que la remuneración es por todo concepto, las idas al interior 
las compensamos a través de un acuerdo celebrado en el período pasado. Sabemos que ese convenio estuvo a 
punto de revisarse y que ahora está a la espera de la firma del señor ministro; estamos en plena negociación 
pero llegamos a un muy buen acuerdo, donde se establece la compensación en días. Al no poder remunerarse, 
compensamos en días los sistemas de guardias. Todos los inspectores tienen una guardia. Por ejemplo, si se 
da un accidente fatal que debe ser investigado, concurre una guardia del ministerio y, por esa tarea, se 
compensa con días ya que la ley establece que la remuneración no puede ir más allá porque la exclusividad es 
por todo concepto; eso fue lo que recogió el acuerdo con AITU. Sé que es bastante complejo entender que 
hay dos gremios de COFE, uno de inspectores y otro de abogados. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Compartimos este artículo porque creemos que se tiende a una 
equiparación que va a suponer una mejor profesionalización de la gestión del ministerio; son 
absolutamente atendibles los fundamentos que se dieron por parte del señor Inspector General del 
Trabajo y de la Seguridad Social y del señor ministro. 


Mi consulta tiene que ver con la estructura del artículo. 


La primera parte del artículo define las condiciones para acceder al régimen de dedicación exclusiva. En la 
segunda parte se establece un nivel de remuneraciones. Ahora bien, este nivel de remuneraciones que se 
establece aquí -si mal no entiendo- refiere a quienes opten por el régimen de dedicación exclusiva. Por lo 
tanto -cuando consideremos este artículo-, sería oportuno tener presente que al establecer la estructura de la 
División Jurídica, eventualmente, podrá existir abogados que no hayan accedido al régimen de dedicación 
exclusiva. Entonces, cuando hablemos de las remuneraciones que percibirán los profesionales abogados 
pertenecientes al Escalafón A, deberemos hacer especial referencia a los que hayan optado por el régimen de 
dedicación exclusiva. De lo contrario, parecería que esta estructura que estamos definiendo para la División 
Jurídica refiere a toda la División pero, en realidad, solo tiene que ver con el régimen de dedicación 
exclusiva. 


Esa era la salvedad que tenía que ver con el Inciso y que hace referencia a la estructura. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Una de las preguntas por las que me había anotado ya fue respondida 
eficientemente por el Inspector General del Trabajo, que era si el régimen de los abogados, tal como 
está establecido en la norma, era exactamente igual al de los inspectores, a lo que se contestó que sí. 


La otra tiene que ver con la función de conducción de dirección. Según se comentó, hay 14 cargos de 
profesionales abogados con determinada retribución, 2 cargos con otra, y una función de conducción de 
dirección, a su vez, con una retribución diferente. ¿Esto refiere a la subdirección de la Inspección? 


Respecto a lo que planteó el señor diputado Posada, quiero señalar que me parece que los que no acepten la 
dedicación exclusiva tendrán otro destino dentro del Ministerio, pero no esta sección. 


SEÑOR REY (Gerardo).- Respecto a la última consulta, debo decir que refiere exclusivamente al área 
jurídica. Se respeta íntegramente la actual estructura: tiene una directora de división, dos cargos 
intermedios y los abogados restantes tienen exactamente la misma jerarquía. Reitero, esa estructura es 
distinta a la de los inspectores, porque tiene una menor cantidad de cargos. Quiero hacer un agregado 
para que se entienda cuál es el funcionamiento que estamos planteando. 


Cuando expliqué la cantidad de coordinadores de los inspectores, dije que iba a haber 10. Entonces, esto nos 
permitiría que de esos 14 que hay en esas tres escalitas que figuran en el articulado, haya 10 abogados que 
coordinen cada uno de los equipos. Es decir que habría un ensamble entre las inspecciones que supervisa un 


coordinador de los inspectores con un abogado referente, para tener mayor eficiencia en nuestro trabajo. Hoy 
en día, con los pocos recursos que hay, la directora del área jurídica intenta distribuir de la mejor manera 
posible la cantidad de expedientes que están en tramitación, que son muchos, miles. Entonces, con esta 
estructura intentamos ordenarlos de una forma distinta. 


Asimismo, de aprobarse esta estructura, en el Ministerio tendremos unos cuatro o cinco abogados dedicados 
exclusiva o prioritariamente a derechos fundamentales; cuando digo "derechos fundamentales", me refiero a 
acoso sexual, represión sindical, acoso moral, que viene creciendo. Entonces, tendríamos 10 abogados 
coordinando cada uno con los equipos de inspectores, más 4 o 5 dedicados a derechos fundamentales. 
Siempre pensamos que uno de los dos que hay debajo de la subdirección tiene que encargarse, por ejemplo, 
de elaborar la opinión de la Inspección General del Trabajo cuando esta es requerida por el Parlamento, lo 
que sucede con frecuencia. Tiene que haber un abogado al que se le entregue el estudio de una ley en 
particular o los distintos proyectos que surjan con relación a esta temática. 


Esta es la estructura que tenemos en esa propuesta, pero aclaro que no se trata de cargos de confianza 
política, sino que en su totalidad son cargos de carrera ocupados por concurso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los diputados me permiten, haré una pregunta sin abandonar la 
presidencia, para acelerar el procedimiento. 


(Apoyados) 


Comparto estas mejoras, pero a su vez el Inspector ha mencionado algunas dificultades con algunos 
temas específicos que mencionó. Yo quisiera saber si esto, que seguramente aprobaremos con mucho gusto 
cuando hagamos la discusión, ayudará también al departamento inspectivo, por ejemplo, cuando haya 
notorias violaciones a los convenios colectivos firmados, los cuales requieren inspecciones, para que estas 
sean más efectivas. Estoy pensando en un caso muy específico vinculado al transporte en el interior ya que el 
cumplimiento del convenio colectivo no fue efectivo, y prácticamente está por vencer, si no venció ya. 


Yo interpreto que con esta modificación también podemos hacer un esfuerzo en ese sentido, y quisiera saber 
si esto es así. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Pero eso es para la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy haciendo un planteamiento con este artículo en particular y sus 
consecuencias respecto a un tema para el que, además, el Inspector me dio pie cuando mencionó 
algunos temas específicos. 


(Interrupciones del señor representante Pablo Abdala) 
———El presidente soy yo y usted es un delegado de sector que, con todo gusto, puede hacer la pregunta 
correspondiente, pero acá el que dirige la reunión soy yo y estoy preguntando por un artículo específico y por 


la trascendencia que puede tener; nada que ver... 


(Interrupción del señor representante Pablo Abdala) ...nada que ver con la pregunta que usted hizo al inicio. 
Terminado el tema... 


(Interrupción del señor representante Pablo Abdala) 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué? 
Bueno, adelante, señor Rey. 


SEÑOR REY (Gerardo).- La respuesta es sí. La idea es que esto contribuya a achicar los plazos, 
porque forma parte de una reestructura. En el caso de los inspectores, la reestructura no lleva ley 
porque lo haremos con otra ya aprobada por el Parlamento, que supone la transformación de cargos. 


Además, quiero señalar que no es solo con este artículo, sino con los otros que expuso la delegación aquí 
presente. Por ejemplo, el artículo sobre intercambio de información es de capital importancia para lograr ese 
objetivo, al igual que lo que tiene que ver con el Plan Director Informático. En la Inspección General del 
Trabajo impacta directamente lo que el ministro planteó como mejora de la gestión en el sector informático 
porque hoy los señores inspectores concurren con una planilla de papel y con lápiz, y aspiramos a que puedan 
contar con toda la documentación a través de una herramienta informática. De esa manera, podrán preparar la 
inspección que van a realizar con mayor calidad, gracias a ese intercambio de información que aspiramos a 
mejorar con esas herramientas informáticas que es imprescindible desarrollar en el Ministerio. Me refiero a 
una netbook o a una tablet que cargue toda la información para realizar la inspección que va a desarrollarse y 
que en el propio instante se pueda entregar a ambas partes, al sector empleador y al representante de los 
trabajadores, un acta labrada ya en un formato electrónico. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Quiero hacer una consulta sobre la dedicación horaria de los 
abogados. El artículo respectivo habla de un mínimo de cuarenta horas semanales de labor, con 
permanencia a la orden y obligación de concurrir al interior. Tengo dos preguntas al respecto. Una 
tiene que ver con cuál es actualmente la dedicación horaria que tienen los abogados, para saber cuánto 
más deberían estar a la orden del Ministerio. 


La otra pregunta está vinculada a si cuando se va al interior a acompañar al cuerpo inspectivo tienen algún 
tipo de dieta o de viáticos diferenciados del sueldo. 


SEÑOR REY (Gerardo).- El régimen actual es de treinta horas semanales y se pasa a cuarenta horas. 
Reitero, el articulado es una copia de las mismas condiciones que se aprobaron para los inspectores. 
Por lo tanto, cuando salen al interior, se lleva el viático correspondiente fijado para todos los 
trabajadores de todos los ministerios; o sea, se ha unificado. Eso sí es adicional; lo que no es adicional 
es la permanencia a la orden pero, reitero, estamos próximos a firmar con el señor ministro una 
compensación en días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 446. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero hacer una pregunta muy concreta y específica relacionada con el 
inciso que hace referencia la reasignación de recursos para atender el pago de esta compensación. 


En este caso -como ocurre también en el artículo 447, en el que también hay una reasignación de recursos-, a 
la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social se dispone que reasigne determinadas partidas 
anuales por $ 1.189.000 y en el caso del artículo 447, por $ 80.000 anuales. Parecería que esta partida es 
significativa. El señor ministro dijo al principio -y es verdad- que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
es pobre o, por lo menos, un ministerio al que los recursos no le sobran y, en particular a la Inspección 
General del Trabajo y la Seguridad Social, que me consta que es así; por su enorme responsabilidad y 
competencia territorial, los recursos suelen ser insuficientes y las necesidades ilimitadas. 


Quisiera saber a qué estaban dedicados estos recursos con anterioridad en la Inspección y en qué medida esta 
puede prescindir de ellos para financiar otros destinos. La pregunta no conlleva una descalificación de la 
solución, sino simplemente un pedido de información por las razones que expresé. 


SEÑORA SANTESTEVAN (Ana).- Es muy sencilla la respuesta. 


Como bien lo señala el señor diputado Pablo Abdala, tanto en el artículo 446 como en el artículo 447, tal 
como se establece en el último inciso, se reasigna con destino a financiar lo dispuesto en este artículo del 
Objeto del Gasto 092.000, "Partidas globales a distribuir", al Objeto del Gasto de la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social por un monto de $ 8.000.000. O sea que no es que estamos resignando de la 
Inspección al Objeto del Gasto "Partida globales a distribuir", sino exactamente a la inversa. Como reflexión 
colectiva, quiero decirles a ustedes que en este contexto con las condiciones del presupuesto actual y con las 
pautas que hemos recibido, realmente es un trabajo casi de filigrana establecer de qué partidas salen los 
montos. De todas maneras he traído los créditos disponibles del Rubro 0, que están a disposición de la 
Comisión si quieren analizar algún detalle adicional. Claramente aquí se financia con partidas que salen del 


092.000, "Partidas globales a distribuir", y pasan al Objeto del Gasto, 042, que es el que beneficia a la 
Inspección, fortaleciendo este otro Objeto del Gasto, 042.520. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Tal vez que estoy leyendo mal, pero no entendí eso. 


El artículo 446 habla de una reasignación con destino a financiar lo que dispone el artículo 446, que no es la 
Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social. Se trata de una compensación para quienes presten 
funciones en el área de negociación individual y colectiva del 25%, que pertenece a un área distinta de la 
Inspección. Para eso se reasignan recursos de la Inspección, entre otros recursos de otras direcciones y 
reparticiones. Y lo mismo pasa con el artículo 447. Sé que esto no implica aumento del gasto, sino una 
reasignación. Ahora bien, reasignar implica dejar de gastar en otra cosa. Entonces, quisiera saber para qué 
estaba dedicado este dinero antes, yo no lo recuerdo. Tal vez, la información esté en los planillados. Deduzco 
que la Inspección estará en condiciones de prescindir de estos recursos. Esa es la pregunta concreta. 


SEÑORA SANTESTEVAN (Ana).- Pido disculpas porque me estaba refiriendo al artículo anterior. 


En este caso, precisamente, sale de esta partida global y está claro que el gasto está absolutamente 
equilibrado y el de la Unidad Ejecutora 007 no tenía un destino específico, sino que había disponibilidad en 
ese crédito; por lo tanto, por esta especie de trabajo de compensación que hemos elaborado queda 
absolutamente financiado y no es que estemos resignando gasto específico de la Inspección, sino que tuvimos 
que ver cuáles eran los créditos disponibles para financiar cada una de estas partidas. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- En este caso creo que la redacción es meridianamente clara en cuanto a 
que aquí se está disponiendo -creo que esto está plenamente justificado por las razones que expresó el 
señor ministro en su intervención inicial- una compensación especial para quince funcionarios 
dedicados a la tarea de los Consejos de Salarios. 


La pregunta concreta es: ¿cuántos funcionarios hay dedicados a esta tarea en el Ministerio, con habitualidad y 
permanencia, y con qué criterios -se me podrá decir, y podría ser una respuesta satisfactoria, en función de 
méritos, antecedentes, antigiledad- se va a realizar la elección de los quince, que efectivamente van a ser 
beneficiarios de esta compensación? Reitero, no estoy desconociendo que se justifique plenamente. 
Concretamente, quisiera saber si el ministerio tiene una idea de cuántos funcionarios hay dedicados a esta 
tarea y con qué criterios se va a hacer la selección de los quince que van a ser beneficiarios. 


SEÑORA FERNÁNDEZ (Cristina).- Actualmente, nosotros tenemos en colectiva 41 profesionales para 
atender los 24 grupos de negociación que están instalados en esa área. Entre esos 41, hay 15 que 
desempeñan la función de presidentes de los grupos. Los grupos se integran con un presidente y con 
dos delegados del Poder Ejecutivo. En algunos casos hemos puesto más porque son grupos que tienen 
muchas instancias de negociación y de audiencias. A esos 15 estamos asignándoles un porcentaje, 
porque lógicamente ven un incremento en su tarea con respecto al resto de los compañeros. Es decir, 
cumplen con la misma función de estar en las negociaciones, pero además, se les requiere más 
información, permanencia y que destinen más tiempo a la función que realizan. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- No es caprichoso. 


SEÑORA FERNÁNDEZ (Cristina).- No lo es. Realmente, asumen mayor responsabilidad. 


Se trata de quince personas que fueron seleccionadas para presidir los veinticuatro grupos; algunos solo se 
encargan de un grupo y otros, de más de uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 448. 


Si no hay comentarios, pasamos a considerar el artículo 449. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Aquí estamos frente a la creación de un cargo de particular confianza. 
Solicitamos al señor ministro alguna información adicional a la que esbozó la señora directora general. 


Con absoluta honestidad, en este caso, como en el artículo por el que se crea el cargo del subdirector nacional 
de empleo, no encontramos razones suficientes -por lo menos, que se hayan invocado hasta ahora- para 
adoptar este tipo de decisión. Si el propósito es coordinar la acción -propósito político legítimo- de estas 
reparticiones -la Dirección Nacional de Empleo y la Dirección Nacional de Trabajo- con las políticas del 
Ministerio, creo que está razonablemente resuelto con la situación actual, en la que tanto el cargo de director 
nacional de empleo como el de director nacional de trabajo son cargos de confianza. 


No me corresponde estar adivinando, pero la única razón que se me ocurre es la referencia que hizo el señor 
ministro al principio en cuanto a la composición bipartita: la representación de trabajadores y empresarios. 
No quiero estar infiriendo, por lo que pregunto si esos son los fundamentos, para poder aquilatarlos; llegado 
el momento, los legisladores deberemos tomar una decisión sobre la base de los fundamentos que se nos den. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor diputado Abdala preguntó con relación al artículo 449 y adelantó 
una pregunta que corresponde al artículo 451. Si no hay objeciones, ahora consideramos ambos 
artículos, sacándolo de la consideración posterior. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría que el Ministerio nos informara cuántos cargos de 
particular confianza existen en su Cartera, cuántos cargos en función de adscriptos y, si es posible -no 
hay problema que dejen la información por escrito; no es necesario que contesten verbalmente-, qué 
función cumple cada uno de ellos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- La respuesta a la pregunta del señor 
diputado Pablo Abdala es la que intuye y fue lo que fundamentamos en la exposición inicial. Nosotros 
estamos apuntando a una nueva forma de gestión pública con participación social del Ministerio. Esta 
es una innovación rara; algunos han dicho que muy atrevida, pero es lo que pensamos. Esta es la forma 
como consideramos debe funcionar el Ministerio. La satisfacción que tenemos de estos seis meses de 
gestión está explicada por la forma en que se ha compuesto el equipo del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Eso tiene relación con la pregunta que hizo el señor diputado Penadés, que mucho agradecemos. No se trata 
de creación de cargos, sino de una forma de gestión pública con participación social que pretendemos 
promover en la dirección del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Nosotros no hemos utilizado la partida de asistentes y de adscriptos que tiene asignada por ley el Ministerio 
para personal de secretaría, de portería o del ministro, sino que la hemos usado para cargos de representación 
de alto nivel para cargos profesionales. Por ejemplo, aquí, a mi lado, está la señora Cristina Fernández, que 
proviene del mundo empresarial, cuyo cargo se paga con esa partida; de hecho, oficia como la número dos de 
la Dirección Nacional de Trabajo. Se paga con la partida del ministro. Así ha pasado también con otros 
referentes empresariales y profesionales que hemos incorporado al Ministerio, para potenciar su pluralidad 
social, profesional y política. 


Por tanto, los planteos que han hecho los dos señores diputados articulan hacia la misma respuesta. Por eso 
planteamos la creación de estos cargos: para mejorar la gestión pública del Ministerio con participación de 
referentes provenientes del mundo social y profesional diferentes. Históricamente, el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social era un ministerio de abogados, pero hoy vemos que necesitamos saber de economía, de 
ingeniería industrial, de agronomía y de las más múltiples profesiones, a efectos de obtener un mejor proceso 
de negociación colectiva. No es lo mismo considerar las condiciones de trabajo en un sector conociendo la 
realidad industrial, agraria o sociológica que sin hacerlo. Este es el fundamento de lo que estamos 
planteando. 


Con mucho gusto haremos llegar al señor diputado Penadés la información que solicitó. En esa información 
podrá ver no solo cuántos son, sino quiénes son, que es lo que más nos importa. Lo que nos importa es 
quiénes integran el equipo del Ministerio cualitativamente, porque cuantitativamente no se ha aumentado. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Solo quiero dejar la siguiente constancia. 


Me parece que las preguntas han sido pertinentes, tanto la que formulamos nosotros como la que formuló el 
señor diputado Penadés, y valoro que las respuestas del ministro han sido satisfactorias, por lo menos en 
cuanto a que el ministro ha dado una explicación. 


No conocemos lo relativo a las adscripciones; el ministro acaba de asumir el compromiso de hacernos llegar 
la información, por lo que lo evaluaremos después. 


Sobre la creación de los cargos, es notorio que mi Partido ha sido durante todo este tiempo renuente a la 
creación de cargos de confianza, pero eso pertenece a otra discusión. Ahora, el ministro ha fundamentado esta 
solicitud sobre la base de una circunstancia que es real, y no tengo ningún empacho en dejarlo establecido. 
Mi Partido resolverá cómo vamos a votar, llegado el caso, cuando haya que considerar estos artículos; ni 
siquiera me corresponderá a mí hacerlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitamos al señor ministro que haga llegar la información a la Comisión, a los 
efectos de que sea distribuida a todos los señores legisladores. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El mismo fundamento de la 
modificación del artículo 450 corresponde al artículo 451. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Dentro del marco de competencias que tiene el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, quisiéramos saber cuál es el fundamento de este cambio que se pretende establecer, 
incluyendo a esta Cartera en el acceso a la información de los registros de empresas y de los montos 
imponibles de remuneraciones de los trabajadores. Es lógico que haya un intercambio entre el Banco 
de Previsión Social, la Dirección General Impositiva y la Dirección Nacional de Aduanas, porque 
estamos hablando de organismos recaudadores. Creemos que también se justifica que lo haya con el 
Banco de Seguros del Estado, habida cuenta de que tiene el monopolio en materia de seguros de 
accidentes de trabajo y, por tanto, esta es una información de carácter relevante para su actividad. 
Pero no vemos fundamentos -seguramente los habrá- para que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social acceda a una información que, desde nuestro punto de vista, está incluida dentro de la reserva 
tributaria. 


Por tanto, quisiéramos conocer cuáles son esos fundamentos. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Para nosotros, este es un aspecto de 
mucha trascendencia, de mucha importancia. 


En los últimos años, se ha avanzado sustantivamente en la coordinación de los organismos con relación al 
cumplimiento de los derechos y obligaciones de las normas laborales, de seguridad social y tributarias. Lo 
único que esta norma varía respecto a lo existente es que, en lugar de que acceda a esta información la 
Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social como hasta ahora, lo haga el Ministerio. Con 
relación a lo que plantea el señor diputado Posada en cuanto al resguardo de la información, de los datos y de 
los secretos -que compartimos-, está especialmente explicitado en el mismo artículo, y es como se ha venido 
operando. 


En nuestra exposición inicial señalamos la importancia de seguir mejorando los procesos de articulación, de 
cruce de información e, inclusive, de coordinación de acciones entre los distintos organismos del Estado, para 
avanzar en el mejor cumplimiento de los derechos y de las obligaciones. El Uruguay ha avanzado como 
nunca, incorporando 500.000 trabajadores a la seguridad social en diez años, merced al proceso que se ha 
venido dando, con el apoyo de empresarios, de trabajadores, de la sociedad, con las medidas que ha aprobado 
el Poder Legislativo y con las que ha promovido el Poder Ejecutivo, y queremos seguir avanzando. 


A vía de ejemplo, durante esta administración, luego de un acuerdo con las cámaras del transporte carretero y 
con el sindicato, hemos dictado un decreto referente al transporte de carga, a los camioneros, que ha sido de 
tremenda utilidad, por el que se puede retirar el permiso de circulación de un camión o de una empresa por 
incumplimiento de normas laborales, de seguridad social o tributarias. Eso ya ha sido aplicado exitosamente 


por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a través de su Inspección General, en coordinación con el 
Banco de Previsión Social, Aduana, la DGI y la Dirección Nacional de Transporte. Se ha actuado en cinco 
departamentos sobre quince empresas y se han encontrado importantes irregularidades. Este es otro ejemplo 
de diálogo social, que culminó con ese decreto que está inspirado en el artículo que hoy se pretende 
modificar levemente. 


En estos días, las cámaras y sindicatos del sector pesquero nos plantearon que apliquemos este artículo para 
el combate a la informalidad, a la evasión, a la competencia desleal en la zona portuaria 


Reitero que la única modificación es la sustitución de la Inspección General, que es una unidad ejecutora del 
Ministerio, por todo el Ministerio. Creemos que es lo que corresponde porque el organismo central es el 
Ministerio, no la Inspección. Está protegido el secreto tributario y los secretos personales, como lo dice el 
propio artículo. 

Consideramos que este es un avance en ese proceso que estamos haciendo hacia la unificación de planilla y 
nómina. Es una necesidad nacional la corrección de un retraso histórico que tenemos en Uruguay, donde por 


un lado, tenemos la nómina del Banco de Previsión Social y por otro, la planilla del Ministerio. Esto no 
solamente va a significar ahorro, sino seguridad y mejor información, y también es parte de este proceso. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- El artículo vigente hace referencia al intercambio de información sobre los 
registros de las empresas, esto es, la dirección de las empresas, sus titulares y el giro. Otro aspecto es el 
de los montos imponibles y las remuneraciones de los trabajadores, que deberían constar en las 
planillas de trabajo y en las declaraciones del Banco de Previsión Social. Entiendo que esa es la 
información que se va a intercambiar, de acuerdo con lo que establece el artículo. Quisiera saber si esta 
interpretación es correcta y, por lo tanto, no se altera ningún secreto empresarial. 


SEÑOR MINISTRO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Es correcto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 452. 


Si no se hace uso de la palabra, en discusión el artículo 453. 

Si no se hace uso de la palabra, en discusión el artículo 454. 

Hemos finalizado la consideración de los artículos relativos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
La Comisión agradece la presencia del señor ministro y de su equipo. 

(Se retira de sala la delegación del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 


(Ingresan a sala autoridades del INAU y del Sirpa) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación del INAU, integrada por la licenciada Marisa Lindner, 
presidenta; el magíster Fernando Rodríguez, director; el asistente social Dardo Rodríguez, director; la 
licenciada Isabel Soto, directora general; los licenciados Lucía Pierri y Jorge Camors, y el contador Gustavo 
Aguirre, asesores del Directorio; el contador Walter Cairo, director de Planeamiento y Presupuesto, y la 
contadora Alejandra Martínez, del Ministerio de Desarrollo Social. También tenemos el gusto de recibir a una 
delegación del Sirpa, integrada por la licenciada Gabriela Fulco, presidenta; el doctor Eduardo Katz, director, 
y la contadora Nora Medina, asesora. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Para el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay es un momento 
muy importante porque estamos analizando y discutiendo el presupuesto que va a asegurar la 
posibilidad de llevar a cabo las líneas de trabajo que hemos priorizado para este período. 


Hemos venido aquí junto con autoridades del Instituto, del Sirpa y asesores a presentar el producto de un 
largo trabajo de casi cinco meses en el que hemos recabado y analizado las necesidades institucionales, y 
definido aspectos vinculados con los ejes centrales que nuestro país requiere para lograr que la infancia y 
adolescencia de nuestro país tengan las oportunidades para su desarrollo e inclusión social. 


En ese sentido, queremos decir que desde la institucionalidad hay un punto de partida fundamental vinculado 
con que el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay tiene que tener una mirada sobre el conjunto de la 
infancia y la adolescencia de nuestro país. Estamos hablando de más de ochocientos mil niñas, niños y 
adolescentes que, de alguna manera, deben ocupar la mirada y los horizontes institucionales. Esto tiene que 
ver con los debates que necesita la sociedad uruguaya para colocar el tema que nos convoca, en un lugar 
central. 


Sin duda, el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay no está solo en el tema de la infancia y 
adolescencia. Hay un conjunto de instituciones que llevan a cabo políticas universales, como la educación o 
la salud. Por ejemplo, el Mides, trabaja a través de los programas sociales, pero también hay un conjunto de 
instituciones que tienen competencias en temas de la niñez y la adolescencia. 


A partir de los cometidos dados por la normativa nacional, en los parámetros de las normativas 
internacionales, nuestra institución debe posicionarse de manera de que seamos orientadores de las líneas de 
trabajo que deben permear las políticas públicas. Queremos presentar este presupuesto en función de la 
necesaria visión de lo que implica la niñez y la adolescencia. Consideramos que en este período debe ser un 
tema fundamental, entre otras razones, porque la Administración ha priorizado el tema de la primera infancia 
y la educación. Se trata de dos elementos centrales dentro de las prioridades programáticas de nuestro 
gobierno que deben expresarse en las líneas que nos estamos planteando llevar adelante. 


En este sentido, partiendo de la misión y visión de nuestro instituto, haremos una presentación de la realidad 
institucional actual, punto de partida para el desarrollo del trabajo en el próximo quinquenio. 


Hasta el 1? de mayo de 2015 nuestro instituto atendía una población de más de 80.000 niños, niñas y 
adolescentes, distribuidos en los ciclos vitales. En los últimos años ha habido un crecimiento importante en la 
primera infancia, pero también en la realidad de las otras etapas vitales, fundamentales en todo el desarrollo 
de la niñez y la adolescencia. 


Muchas veces, nuestra institución es conocida por las situaciones que se dan debido a la complejidad del 
trabajo con poblaciones de alta vulnerabilidad. Pero, debemos decir que se llevan adelante importantes 
programas de protección y promoción, delineados a partir de situaciones vinculadas a dos grandes 
agrupamientos que nosotros hacemos en los niveles de implementación. Hay niños, niñas y adolescentes que 
se encuentran en modalidades de atención de tiempo completo -como se suele decir-, pero son aquellos niños 
que están institucionalizados de forma permanente, porque su situación de vulnerabilidad y su problemática 
social hacen necesaria una cobertura total. Se trata de cifras muy importantes: más de 6.000 niñas, niños y 
adolescentes que están vinculados a distintas líneas programáticas de tiempo completo. Esta problemática 
representa un desafío para esta etapa. 


Como ustedes saben, Uruguay es observado por los mecanismos internacionales, y esto dará cuenta de lo que 
nos estamos planteando para el próximo período en cuanto a la cantidad de niños y adolescentes que están 
viviendo en situación de internación. Se trata de niños que llegan a nuestra institución a través de 
disposiciones judiciales que hacen que las responsabilidades institucionales tengan que dar cobertura dentro 
del marco de la protección integral. Estas cifras deben colocar también a la discusión parlamentaria en la 
perspectiva de desarrollar y ampliar aspectos que nosotros consideramos que están vinculados a elementos 
relacionados con la forma en que concebimos la realidad y el desarrollo de la infancia y la adolescencia en 
nuestro país. 


Nuestra institución tiene una cobertura muy importante en cuanto a la promoción y la protección. En este 
sentido, se llevan a cabo líneas de trabajo en el entorno comunitario. Entre ellas se encuentran los Caif - 
quizá, sean los más conocidos-, que son centros integrales de promoción y protección a la primera infancia. 
Pero también hay otras modalidades que se ocupan de la promoción de distintas etapas vitales, ya sea en la 
infancia o la adolescencia, a través de los clubes de niños, de los centros juveniles o del desarrollo de 
propuestas en la comunidad. Tal vez, sean las menos conocidas, pero son las que logran mayores 
consecuencias en la protección de la integralidad de los derechos, para que los niños no terminen en 
situaciones de internaciones o con mayores complejidades desde el punto de vista de sus derechos. En este 
marco general nosotros hemos definido para este presupuesto lo que llamamos nuestros principios 
organizadores. Cuando analicemos el articulado profundizaremos estos aspectos pero, en definitiva, 
consideramos que este presupuesto es estructurador de las líneas programáticas que necesariamente tenemos 
que proyectar para el próximo período. 


Hemos empezado con una discusión a nivel del INAU que tiene una base sustentada en aspectos que tienen 
que ver con efectivamente llevar adelante y profundizar los cometidos de integralidad de la protección a toda 
la infancia y la adolescencia, como decíamos al inicio. Nuestra meta para lograr niveles de mayor prevención 
y protección tiene que estar dirigida al conjunto de la infancia y la adolescencia sobre una base integradora e 
intergeneracional. ¿Por qué? Porque los niños y adolescentes viven en el contexto de sus familias, porque los 
adultos somos responsables y, por lo tanto, esas brechas intergeneracionales o la manera en que nosotros 
visibilizamos y colocamos a la infancia y a la adolescencia, resultan vitales para cualquier proyecto de país 
que nos desafíe al desarrollo. 


Nosotros tenemos una institución que, básicamente, tiene competencias muy importantes en los niveles de 
implementación de políticas. Nuestros programas están dirigidos a niños y se vinculan con niveles de 
implementación. No queremos renunciar -este también va a ser un desafío para este período de 
administración- al hecho de que efectivamente el INAU pueda colocarse como organismo rector y, por lo 
tanto, desarrollar algunos de los ejes de programas que, necesariamente, están vinculados con el conjunto de 
la infancia y la adolescencia. Este también tiene que ser un organismo que dé luz a las políticas en infancia y 
adolescencia de otras instituciones y que promueva la interinstitucionalidad y la integralidad del desarrollo de 
las políticas universales. 


En este sentido, consideramos fundamental la revisión de los modelos de atención en un marco que es central 
para la institución y es el de la unificación programática. Nosotros tenemos programas diferenciados para los 
niños que están en situación de internación, para los que están en situación de adopción y para los que están 
en distintos programas, pero la unificación como ciclo vital en el desarrollo de las políticas es central y, por 
lo tanto, va a ser un desafío llevar adelante las líneas que nos proponemos para este período. 


También debemos conjugar un aspecto central -lo podrán observar en el articulado y en el desarrollo 
incremental del presupuesto- que es una readecuación organizacional que, de alguna manera, avance en todo 
lo que se está llevando adelante en los últimos años dentro del INAU, a fin de lograr el fortalecimiento de las 
capacidades institucionales necesarias para desarrollar esos programas. Queremos una institución que, en 
definitiva, incida en el bienestar de los niños, niñas y adolescentes de todo el país y que dé repuestas de 
calidad a las necesidades sociales. En el desarrollo de las políticas también hay aspectos que están vinculados 
no solamente con las orientaciones generales sino también con la gestión, que debe ser oportuna y pertinente 
pero, además, eficiente. Por ese motivo, también hay elementos por los cuales ustedes podrán notar que 
nuestra propuesta de incremento presupuestal está basada en lograr mejorar las capacidades 
institucionalidades. 


La territorialización y la descentralización son principios, y lo sabemos, pero es importante ponerlos en 
práctica en el desarrollo de las políticas y hacerlos jugar en el territorio, que es donde están los niños, niñas y 
adolescentes. En este sentido, nuestra institución también tiene un desafío muy importante y esos principios 
orientadores de nuestro presupuesto tienen un eje fundamental en lograr fortalecer las capacidades de las 
direcciones departamentales de la institución para que, efectivamente, se puedan mejorar las políticas que se 
desarrollan en el territorio. 


Por último -ya lo hemos nombrado-, debemos considerar la interinstitucionalidad y la integralidad. Es 
imposible que el INAU como organismo rector, solo, pueda llevar adelante los niveles que tienen que ver con 
la vinculación de los desarrollos institucionales necesarios para que los niños, niñas y adolescentes tengan 
oportunidades para su desarrollo. Por ese motivo, cuando comenzamos esta discusión a fin de presentar hoy 
este presupuesto, que contiene los faros del próximo período, hemos definido seis grandes líneas estratégicas 
en el marco de todas las competencias institucionales a llevar adelante. Estas líneas estratégicas que 
presentaré mencionando su nombre van a ser desarrolladas por los distintos directores; las primeras cinco 
serán desarrolladas por los directores del INAU y la última, que tiene un desarrollo importante en este 
presupuesto quinquenal, por las autoridades del Sirpa. 


Básicamente, desde esos principios orientadores, nosotros hemos definido un tema que está en las prioridades 
de esta administración y que está centrado en la primera infancia. El primer principio refiere a la protección 
integral a la primera infancia y al Sistema Nacional de Cuidados. ¿Por qué lo colocamos allí? Porque 
consideramos fundamental que en el marco del desarrollo, en este período, de los cimientos para una nueva 
matriz de protección social coloquemos la integralidad de la primera infancia. Nosotros vamos a desarrollar 
el Sistema Nacional de Cuidados y compromete en un número trascendente a la institución. Seguramente, 


ustedes ya habrán analizado los números, pero efectivamente el INAU tiene casi el 40% de la ejecución del 
Sistema Nacional de Cuidados porque estamos planteando un aumento muy importante de la cobertura. Pero 
queremos hacerlo en el marco de aspectos que tienen que ver con la situación de la infancia y la adolescencia, 
porque también esos temas deben llevar a la unificación de los programas y de las acciones en los que 
tenemos niños en situación de internación, niños atendidos a través de programas de discapacidad, o niños 
atendidos por situaciones de alta vulnerabilidad de sus familias de origen. Por lo tanto, el hecho de llevar 
adelante la matriz del sistema de protección, a través del Sistema Nacional de Cuidados, también implica 
para nuestra institución oportunidades y desafíos que lleven a mejorar nuestras acciones en esta etapa vital 
tan trascendente. 


En segundo lugar, figura el derecho a la vida en familia y el fortalecimiento de las parentalidades. Como 
decíamos, nuestra institución tiene una responsabilidad muy importante y nosotros queremos que, 
efectivamente, la sociedad uruguaya debata y discuta qué quiere decir protección integral y cómo debe darse, 
porque hoy -nosotros lo notamos cada vez de manera más pronunciada- la respuesta a las situaciones de 
vulneración de derechos es la internación; cuando no podemos con los problemas, los encerramos. Este 
aspecto está centrado en uno de los ejes principales, es decir, la vida en familia y el fortalecimiento de las 
parentalidades. 


El tercer aspecto refiere a la vida libre de violencia. 


En los últimos años, se llevaron adelante distintas líneas de trabajo. Particularmente, nuestra institución 
desarrolló programas muy importantes relacionados con la atención al maltrato y al abuso a través del 
Sistema Integral de Protección a la Infancia y la Adolescencia, conocido como Sipiav. Se busca el desarrollo 
de programas referidos a la explotación sexual comercial y no comercial. 


Nosotros consideramos que este es un tema vital para la infancia y la adolescencia y que debe fortalecerse en 
el desarrollo de políticas. Por lo tanto, hay que incluir un aspecto por el que nuestra institución muchas veces 
es interpelada. Debe haber una mirada hacia adentro para saber cómo se llevan adelante las líneas de trabajo. 
Hay que considerar mecanismos de prevención, con herramientas para combatir la violencia institucional. 


El cuarto aspecto está vinculado con un elemento de sostén de todas estas políticas. Si nosotros no 
mejoramos las capacidades institucionales, si no llevamos adelante elementos que fortalezcan la 
institucionalidad, es muy difícil el desarrollo de las políticas que nos planteamos. Por lo tanto, el 
fortalecimiento de las capacidades institucionales es un tema que queremos desarrollar. 


En cuanto al acceso a los bienes culturales, a los espacios públicos y el derecho a la ciudad, hay un tema que 
queremos que tenga énfasis en el próximo período y que tenga expresión en los aspectos que nos planteamos 
desde el punto de vista del desarrollo de las políticas. 


Por último, la descentralización del Sistema de Responsabilidad Penal y Adolescente, sin duda, es un tema de 
preocupación del conjunto de la sociedad uruguaya. Sabemos que el Poder Legislativo tiene una 
responsabilidad bien importante en los próximos meses porque hay un acuerdo para llevar adelante el 
proceso de descentralización. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Fernando).- Como mencionaba la señora presidenta -junto con el director 
Dardo Rodríguez- vamos a detallar las cinco líneas de desarrollo estratégico del INAU para el próximo 
período. 


La primera línea tiene que ver con la protección integral de la infancia y la integración al Sistema Nacional 
de Cuidados. Hay tres grandes enfoques a desarrollar en esta línea estratégica que tiene que ver con la 
atención a la primera infancia. 


Como ustedes saben, en una articulación muy fluida con unas cuatrocientas organizaciones de la sociedad 
civil, el INAU desarrolla el plan CAIF como uno de los dispositivos de trabajo con niños de cero a tres años. 
En esta línea también tenemos los centros diurnos como dispositivos desarrollados por funcionarios del 
Instituto. En esa línea, queremos fortalecer el trabajo con la primera infancia, entendiendo el componente 
estratégico de atender la educación integral, el desarrollo integral de los niños y las niñas en esa franja etárea. 


En los veintisiete años de desarrollo del plan CAIF y de los centros diurnos -como instrumentos de atención 
directa en el organismo-, se demostró la posibilidad de desarrollar el crecimiento de los niños en forma 
integral, no solo atendiendo al niño en sí mismo sino haciéndolo en el contexto familiar y comunitario. Esta 
es una opción de principio pero también algo que se transforma en una herramienta metodológica, cuando los 
equipos de trabajo salen a la comunidad y toman contacto con los distintos servicios para facilitar el acceso 
de los niños y las niñas a los servicios de salud, de protección o de educación, después que egresan de los 
centros CATE. 


Es bueno remarcar el trabajo de llegada al contexto familiar, con las familias trabajando en actividades 
directas. El equipo de los centros de atención de la primera infancia trabajan en el mismo ámbito del 
desarrollo familiar, entre otras cosas, para fortalecer las capacidades familiares de modo que el niño se 
desarrolle sana y plenamente. Eso tiene que ver con una herramienta metodológica y también con un enfoque 
de principios, con un trabajo que está articulado con la segunda línea que va a presentar el señor Dardo 
Rodríguez, que tiene que ver con los cuidados parentales. 


En la medida en que tenemos acceso a un entorno al día de hoy de cerca de cincuenta mil familias - 
potencialmente, durante el transcurso del quinquenio se piensa llegar a más de setenta mil familias-, esa es 
una oportunidad y un deber de trabajar con todas las familias para evitar las disfuncionalidades y fortalecer 
su capacidad para que los niños tengan un desarrollo pleno. El componente de trabajo familiar es muy caro, 
alto, es un componente privilegiado en la primera infancia. No es posible trabajar con un niño de primera 
infancia sin contemplar el contexto familiar o comunitario. A la vez, es una gran oportunidad porque es en el 
ciclo vital donde la familia está más cerca del niño y es posible convocarla, que los equipos trabajen y que la 
comunidad fortalezca el vínculo familiar. 


Dentro de la línea de la primera infancia también tenemos el desafío de seguir articulando hasta la creación 
de un sistema único integral de atención que involucre a los CAIF, a los centros diurnos y a los dispositivos 
de adopción y de acogimiento familiar. En los casos en que la ruptura o las dificultades familiares no hagan 
posible sostener sanamente al niño -o pueda ser posible después de un trabajo de cierto tiempo con los 
equipos técnicos-, debemos tener dispositivos de acogimiento familiar. La idea es trabajar con el niño en una 
familia de acogimiento, preparándolo para el reintegro con la familia de origen, para un sistema de adopción 
o para ubicarlo en una familia de acogida con otro tipo de permanencia. Por lo tanto, queremos profundizar el 
trabajo con el niño durante los próximos cinco años, con la inclusión del contexto comunitario y familiar. 


La licenciada Marisa Linder decía que asumimos el gran desafío de incorporar una de las tres líneas del 
Sistema Nacional de Cuidados que, precisamente, tiene que ver con brindar una cobertura a niños de cero a 
dos años y poder manejar una cobertura superior, es decir, poder situarnos en metas de crecimiento en la línea 
de la primera infancia. Creemos que estamos tomando una opción estratégica para evitar situaciones en la 
adolescencia o en la infancia y que después sea dificultoso el trabajo con los niños porque llegamos tarde. La 
opción es llegar a esa franja etárea, trabajar con el contexto comunitario y acercarnos a las familias. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Dardo).- El segundo lineamiento estratégico que nos trazamos para este 
período refiere al derecho a la vida en familia y al fortalecimiento de las capacidades parentales. Este 
es un elemento central de la estrategia de trabajo del Instituto para este quinquenio en medio de un 
proceso de transición que está haciendo el país, con muchas dificultades, para pasar de un modelo 
fuertemente centrado en lo tutelar a construir colectivamente un modelo basado en los derechos. Para 
ello, tenemos un claro mandato legal a partir de la aprobación del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Tenemos un mandato ético en la medida que incorporamos estos principios en la vida 
cotidiana de nuestros centros. De todos modos, sabemos que cuesta que ese enfoque vaya haciéndose 
carne en la ciudadanía y en las instituciones. 


Por lo tanto, el Instituto tiene ahí un desafío doble, que es implementar una transformación cultural e 
institucional de un sistema que tiene más de ochenta años en el país -primero, el Consejo del Niño; luego, el 
Iname; ahora, INAU- y que está fuertemente basado en un modelo tutelar, en un modelo de derechos. Eso es 
un cambio muy profundo desde el punto de vista cultural que la sociedad todavía no ha terminado de 
procesar. Ese es el desafío que tenemos y este segundo lineamiento estratégico tiene mucho que ver con eso: 
es el derecho a la vida en familia y el fortalecimiento de las capacidades parentales. Para eso nos estamos 
planteando tres objetivos. 


Previamente, quiero decir que el Instituto ya viene trabajando hace más de dos años en una transformación 
progresiva de estos enfoques y lo que nos estamos planteando en este período es terminar de consolidar esa 
transformación a nivel institucional. 


El primer objetivo que nos estamos planteando es garantizar y restituir el derecho de los niños, niñas y 
adolescentes a crecer y a vivir en entornos familiares. Esto puede ser muy fácil de decir; creo que todos 
estamos de acuerdo en que los niños tienen derecho a vivir en un entorno familiar, que este entorno es el 
ámbito más natural y saludable para la crianza y el desarrollo de los niños y las niñas, pero en definitiva las 
cifras que dimos hoy indican que la tendencia es que cada vez que tenemos alguna dificultad, cada vez que 
hay una situación de crisis familiar -que en el país son de diversa naturaleza y orden-, en general, terminamos 
institucionalizando a los niños, es decir, quitándolos de un ambiente familiar, para incorporarlos a un 
ambiente institucional. Ese es un desafío enorme que tenemos por delante y en eso estamos poniendo foco en 
este período. 


El segundo objetivo es promover y fortalecer las funciones parentales y de cuidado del mundo adulto hacia 
los niños, niñas y adolescentes, en ámbitos familiares, comunitarios e institucionales, propendiendo al logro 
de una sociedad de cuidados. Lo que nos interesa acá es el cuidado de los niños en general, de todos los 
niños, cómo están operando las funciones parentales hoy en la sociedad y cuánto debemos colaborar con esas 
funciones, que en la mayoría de los casos pueden estar ejercidas por la madre o el padre, pero muchas veces 
son cumplidas por otras personas: un adulto significativo en la vida del niño, un familiar, una tía, una abuela, 
etcétera. Entonces, lo que intentamos es apoyar y fortalecer las funciones parentales con un conjunto de 
acciones destinadas a esos efectos. 


El tercer objetivo tiene que ver con consolidar un sistema de protección moderno y unificado desde el punto 
de vista programático, metodológico y administrativo a nivel del INAU. Hoy todavía coexisten en la 
institución diversos tipos de respuestas vinculadas a las situaciones de crisis familiar, y venimos en un 
proceso de unificación programática y también conceptual que debemos terminar de procesar en este período. 
Para eso nos estamos planteando algunas líneas específicas de acción. 


En primer lugar, apostamos a transformar progresivamente -se ha iniciado el proceso, pero hay que 
culminarlo- los centros de internación, los hogares residenciales de INAU de tiempo completo, de 24 horas, 
en centros de acogimiento familiar. La centralidad de la acción de la institución está orientada a la búsqueda 
de alternativas familiares para esos niños y niñas, y a que, en todo caso, la internación, el hogar de 24 horas, 
sea una última alternativa y por el menor tiempo posible. 


En segundo término, la idea es consolidar un sistema único de centros de puerta de entrada y de los centros 
de estudio y derivación a nivel de todo el país. Nosotros ya hemos iniciado un proceso que debemos finalizar 
en este período de tener centros de ingreso a la institución por edad. En el país, había uno en Montevideo y 
en los departamentos del interior tenemos sistemas de hogares infantiles y hogares de adolescentes, algunos 
mixtos y otros de mujeres o de varones. En el caso de los centros de entrada en Montevideo teníamos uno 
que iba a de cero a dieciocho años. Lo que estamos haciendo ahora es fraccionar esas edades, teniendo una 
atención mucho más especializada: de cero a siete, de siete a doce y de doce a dieciocho años. 


En tercer lugar, se trata de minimizar el tiempo de diagnóstico e internación residencial en el país, 
asegurando acciones protocolizadas y de calidad. Esta especialización en edades de los centros implica hacer 
un esfuerzo específico para una detección lo más rápido posible del diagnóstico y poder trabajar en un 
proyecto de inserción familiar para cada uno de esos niños que entran al sistema, tratando de evitar las 
internaciones prolongadas. 


En cuarto término, apuntamos a fortalecer las acciones de promoción, de autonomía y de egreso de los niños, 
niñas y adolescentes del sistema de protección de 24 horas, apoyando a los entornos familiares de origen y 
familias amigas, y generando condiciones para la inclusión social. El Instituto no solo da respuesta a las 
distintas situaciones de crisis familiar, sino que en aquellos casos, en general de adolescentes, en que existe 
un vínculo prolongado con la institución, se desarrollan acciones para apoyar la autonomía y la salida del 
sistema de los propios adolescentes. 


La tercera línea estratégica es una vida libre de violencia. El objetivo principal de esta acción es promover la 
prevención y erradicación de la violencia, maltrato, abuso sexual, explotación sexual y trata, que se produce 


en los ámbitos domésticos, no domésticos e institucionales, a través del fortalecimiento, ampliación e 
impulso de medidas legislativas, administrativas, sociales o educativas apropiadas. 


Ustedes ya conocerán por otras instancias en este recinto, básicamente, todo lo que tiene que ver con las 
respuestas y las acciones preventivas, y que una vez consumadas las acciones de violencia, las acciones 
reparadoras destinadas a los niños y a los adolescentes que se desarrollan desde el Instituto se canalizan a 
través de servicios públicos o servicios que la institución tiene por convenios, pero además de eso, en algunos 
casos, por mandato legal, el Instituto ha sido el que ha coordinado las acciones interinstitucionales de 
respuesta a estos distintos tipos de situaciones. 


Por lo tanto, lo que estamos planteando en este período es unificar algunas de las políticas que estamos 
desarrollando y ampliar la cobertura de atención y de acción en cada una de las áreas, ya que no es lo mismo 
la violencia que ocurre en un ámbito doméstico que la que se da en situaciones que involucran la trata, en la 
medida en que ahí hay otros actores que intervienen y la complejidad del fenómeno de la violencia es mucho 
mayor. En este sentido, nos estamos planteando seis líneas de acción. 


En primer lugar, el objetivo es avanzar hacia la unificación programática del diseño, ejecución y evaluación 
de las diferentes políticas de INAU para la prevención, atención, protección y reparación de niños, niñas y 
adolescentes en situación de maltrato, abuso sexual, explotación sexual y trata. Esto no tiene que ver con 
abandonar las especificidades de cada abordaje, sino con tener un marco conceptual unificado y común para 
las acciones que están destinadas a atender las situaciones de violencia en general. 


En segundo término, aspiramos aumentar la cobertura de atención en casos de maltrato y abuso sexual, 
explotación sexual comercial y no comercial, y trata. Hemos venido en los últimos tiempos agregando 
exponencialmente servicios destinados a la atención y reparación de los daños ocasionados por estas 
situaciones de violencia; y en el período intentamos consolidar un sistema en todo el territorio nacional, que 
no solo trabaje en los aspectos preventivos, que son tan importantes en estos casos, sino también en las 
acciones directas de apoyo cuando las situaciones lamentablemente son consumadas y los daños están allí 
presentes. 


En tercer término, nuestro propósito es promover la armonización de la legislación nacional con tratados y 
convenciones internacionales, avanzando hacia una legislación integral. Aquí, obviamente, el órgano 
principal es esta Casa. Lo que intentamos es tratar de colocar algunos temas arriba de la mesa, en el sentido 
de progresar en una legislación que armonice con las normas y recomendaciones internacionales en torno a 
estos temas. 


En cuarto lugar, intentaremos promover en el diseño y en la ejecución de las políticas públicas, así como de 
la sociedad en su conjunto, la incorporación de los principios de igualdad de género. En este sentido, 
sabemos que buena parte de las violencias que la sociedad expresa de distintas maneras tienen una fuente 
principal en la equidad de género y en el desequilibro de poder de cada uno de los géneros. Por lo tanto, esto 
que ha sido tantas veces tematizado, lo queremos incorporar como un enfoque transversal no solo de las 
políticas de INAU, sino del conjunto de las políticas de protección a la infancia. 


En quinto término, se procura prevenir, erradicar y sancionar las prácticas institucionales que constituyan 
vulneración de los derechos de niños, niñas y adolescentes. Si bien aquí hay que seguir trabajando en 
protocolos que ya están establecidos, el objetivo principal es la erradicación y la sanción de los casos de 
violencia que, efectivamente ocurran en la institución, es decir en el INAÚ. 


En sexto lugar, se promoverá la incorporación de la perspectiva de género como eje transversal y constitutivo 
de la metodología de intervención con operadores que dispongan de herramientas psicosociales y educativas. 
En el mismo sentido que decía anteriormente, estamos intentando que todas esas políticas que se desarrollan 
desde la institución, a las que se promueve internamente, y las que se realizan a través de terceros, tengan 
este enfoque de género incorporado como herramienta transversal. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Fernando).- Voy a presentarles la cuarta y la quinta líneas estratégicas. 


La cuarta línea se denomina fortalecimiento institucional. 


Claramente, para asumir los desafíos de transformación y los cambios metodológicos de atención a la 
diversidad de las situaciones de niños, niñas, adolescentes y familias, es necesario poner a la institución al 
servicio de estos cambios. Es necesario preparar a la institución, o seguir preparándola, para asumir estas 
transformaciones. Visualizamos dos grandes dimensiones de la necesaria preparación institucional para 
asumir estos desafíos, por un lado, todo lo que tiene que ver con el funcionamiento mismo de la institución, 
con todos los procesos burocráticos y administrativos, con todos los procesos vinculados a la selección de 
personal, al monitoreo, a la evaluación de los funcionarios. En ese sentido, retomamos y profundizamos un 
proceso iniciado en el período anterior, que se le llamó de readecuación institucional. No hablamos de 
transformación, de reestructura, sino de continuar un proceso tendiente a poner a la institución al servicio de 
su misión, de su visión y de sus valores y de la demanda y la exigencia que hoy tienen las situaciones de vida 
de los niños, las niñas, en las instituciones. Me estoy refiriendo a todo el sistema vinculado, por ejemplo, a 
fortalecer el acogimiento familiar, a tener la mayor cantidad de niños posible en entornos familiares y no en 
entornos de dispositivos de veinticuatro horas. Eso implica como meta en el período un relacionamiento con, 
aproximadamente, seiscientas familias, a las cuales tienen que llegarle un acompañamiento técnico y dinero. 
Entonces, no podemos utilizar procedimientos burocráticos, lentos, como puede ser el pago a un proveedor o, 
inclusive, la transferencia a una organización social, porque estamos hablando de familias que necesitan esa 
apoyatura en la cotidianeidad del trabajo de atención a estos niños. Por lo tanto, estos componentes de los 
procedimientos administrativos tienen que estar acordes, en sintonía, con la propuesta de un vínculo con un 
número tan importante de familias y de niños, niñas, que van a estar viviendo en un ámbito familiar. 


El otro gran componente del fortalecimiento institucional tiene que ver con fortalecer las capacidades 
técnico-profesionales de los funcionarios y de las funcionarias, partiendo de los sistemas de selección, que 
tiene que ser tan exigentes como lo son ahora y más rápidos, más acordes con las necesidades. Cuando surge 
una necesidad de incorporación de funcionarios o funcionarias, el sistema de selección de personal de 
desarrollo humano también tiene que estar acorde con esas necesidades. Las necesidades de incorporar 
técnicos, profesionales y educadores de distintos ámbitos es permanente y para ello se necesitan dispositivos 
hábiles, ágiles y suficientemente exigentes para que esa selección sea efectiva y podamos incorporar 
funcionarios con la más alta calidad posible desde el punto de vista técnico, profesional y humano. Se debe 
dar una formación y capacitación permanentes para que estos funcionarios incorporen las competencias 
necesarias, aquellas que hacen a la habilidad de trabajar, a la capacidad y a la posibilidad de que trabajen con 
las distintas situaciones, inclusive, con las de más alta complejidad, como puede ser el caso de niños que 
llegan a la institución porque han sido maltratados, explotados laboral o sexualmente, es decir, niños que han 
tenido un proceso de abandono o agresión del mundo adulto. Es necesario estar fuertemente preparado y 
tener competencias y habilidades concretas para el trabajo y la continentación de niños con estas situaciones 
sociales. O sea que el fortalecimiento de los procedimientos institucionales, organizacionales y el del carácter 
profesional y humanos de los funcionarios son dos de las grandes áreas por donde proponemos desarrollar el 
fortalecimiento de la institución para ponerla al servicio de los desafíos que nos planteamos. 


La quinta línea tiene que ver con un tema que vincula -también como otras- a todos los niños, niñas y 
adolescentes del país, y apunta como institución rectora, como institución de protección, a asumir el desafío y 
el rol de articulación de los distintos servicios, es decir, a articular los distintos servicios del Estado para 
proteger los derechos de los niños. Esto tiene que ver con el acceso a bienes culturales, a espacios públicos y 
el derecho a la ciudad, que internacionalmente está en construcción. Es fácilmente visible cuando una ciudad 
tiene elementos que protegen los derechos de los niños y cuando tiene elementos que los vulneran. Podemos 
hablar de cómo los niños tienen acceso a los bienes culturales, a los bienes recreativos y de cómo desde los 
espacios públicos, desde el tránsito, desde el transporte público cuidamos o no cuidamos a nuestros niños. En 
esta línea de trabajo INAU no va a desarrollar un dispositivo muy profundo desde el punto de vista de operar 
acciones concretas, pero convocará, por ejemplo, a las Intendencias departamentales. Estamos recorriendo los 
distintos departamentos del interior y Montevideo, convocando a las Intendencias a profundizar el enfoque en 
los derechos de los niños, en la planificación urbana de las ciudades, para ver cuánto podemos aportar al 
derecho de acceso a bienes culturales o a bienes recreativos, a la protección de los niños en el tránsito, en el 
transporte público, en la ciudad en general, con una lógica de diseño urbanístico que contemple el enfoque de 
los derechos de los niños. Es una línea estratégica en la cual vamos a estar convocando a una diversidad muy 
amplia de organizaciones de la sociedad civil, de gobiernos departamentales y organismos del Estado en 
general. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Queremos ceder la palabra a las autoridades del Sirpa básicamente en 
este eje, que de alguna manera sintetiza aspectos sustantivos de los planteos del próximo período, que 


están vinculados con la descentralización del sistema de atención de los adolescentes en conflicto con la 
ley penal. 


SEÑORA FULCO (Gabriela).- Es un gusto y un honor estar aquí participando y dirigiéndonos a este 
cuerpo legislativo. 


En primer lugar, quiero subrayar todo lo que han dicho los representantes del Directorio del INAU y expresar 
que sintonizo en todos sus términos con los principios fundamentales que hacen a la protección integral de 
niños, niñas y adolescentes, y a la importancia del fortalecimiento de estas políticas de infancia, así como 
también su ejecución, que están enmarcados en las directivas a nivel nacional e internacional de protección y 
que parten de la base de lo que establece la Convención sobe los Derechos del Niño. Digo esto porque la 
pérdida, ausencia o rotura de eslabones de protección y de prevención primaria contra lo que implica la 
violencia social, familiar e institucional está directamente relacionada con el volumen de casos que ingresan 
al Sirpa, de lo que dan cuenta sendas investigaciones. Se ha determinado que entre las múltiples causales de 
la delincuencia de los adolescentes que hoy están en el sistema y que tradicionalmente lo han atravesado 
están las carencias o lagunas que se han producido a lo largo de su infancia y adolescencia. 


En el caso del Sirpa, se suman todos los mecanismos de protección nacional e internacional previstos para la 
privación de libertad de los jóvenes que tienen entre trece y dieciocho años, de los cuales tenemos 
responsabilidad. 


En ese sentido, vamos a señalar -mirando un poco hacia atrás- que el Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente fue creado por la Ley_N* 18.771. Es un órgano desconcentrado del INAU que se encarga de todo 
lo relativo a la ejecución de las medidas socioeducativas dispuestas para adolescentes, respecto a los cuales 
haya recaído declaración de responsabilidad por sentencia ejecutoriada o medidas socioeducativas no 
privativas de libertad; así ha sido contemplado en el artículo 77 y siguientes del Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Su misión es asegurar el cumplimiento de las sanciones impuestas por la justicia a los y las 
adolescentes responsables de infracción, reconociéndolos como sujetos de derecho, promoviendo un proceso 
socioeducativo que favorezca la inserción social en forma responsable. Su visión es construir un sistema de 
responsabilidad penal adolescente en el marco de la doctrina de la protección integral y del paradigma de la 
justicia restaurativa mediante una gestión humana y profesional que contribuya a que la privación de libertad 
sea verdaderamente empleada como medida de último recurso. 


En las diapositivas que hemos traído podrán apreciar la cantidad de jóvenes que hoy alberga el Sistema de 
Responsabilidad Penal Adolescente, en los distintos centros de la capital. 


Nos proponemos crear un modelo integral de tratamiento que responda a las singularidades de cada 
adolescente y a sus necesidades. En esos términos, entendemos que es necesario utilizar algunos verbos que 
aluden a recimentar o refundar el sistema y crear, en definitiva, un modelo que pueda integrar, además, la 
atención de los adolescentes de todo el país en forma homogénea, lo que no pasa hoy. Para ello, sin duda, es 
una complicación, a la fecha, la dispersión de centros que existen para dar respuesta a la privación de 
libertad. Eso dificulta la gestión. Por eso, una de nuestras propuestas consiste en la creación de un centro 
modelo, conforme con la normativa nacional e internacional, utilizando los parámetros de buena práctica, que 
en la materia se ha comprobado que responden y que pueden ser eficaces durante el tiempo en el que se 
atiende y se previene la reincidencia. Este centro modelo nos permitirá barrer con algunas instalaciones que 
hoy no nos dejan trabajar en profundidad sobre distintos aspectos que componen la rehabilitación como tal; 
por el contrario, determinan la existencia de actividades inconexas y que no necesariamente responden a las 
necesidades particulares de cada uno de los adolescentes. 


Por otra parte, necesitamos reforzar las medidas no privativas de libertad. Ha sido suficientemente 
demostrado a nivel internacional, por distintas experiencias, que la posibilidad de una mejor rehabilitación 
está dada por el contacto con la sociedad, por la colaboración del núcleo familiar y por el despliegue de 
distintas actividades de inserción, de seguimiento y de control de esas actividades. En ese sentido, las 
investigaciones muestran que la baja en la reincidencia se apoya mucho más en las medidas no privativas de 
libertad que en las medidas privativas de libertad. 


Por lo tanto, para este camino de creación de un nuevo modelo, necesitamos hacer una reingeniería del 
sistema administrativo, a efectos de que vaya en consonancia con esta futura descentralización. El 


desprendimiento y la creación de nuevos servicios que hoy están bajo una misma égida, que es la del INAU, 
nos lleva al requerimiento de recursos que no solo van a ser de corte edilicio, sino de personal para esos 
servicios y de infraestructura. 


Se podrá apreciar en el organigrama que figura en el proyecto de ley que está a estudio que tenemos prevista 
la creación de una escuela de capacitación para funcionarios del INAU, elemento fundamental no solo para 
poder seguir procesos de selección de alta especialización, que es lo que requiere el trabajo con jóvenes 
privados de libertad y con medidas sustitutivas, sino también para lograr algo que es inexistente hoy en día: 
la formación específica para una tarea que demanda y exige otros niveles de capacitación y de formación. 


Estas son algunas de las líneas en las que vamos a trabajar. Como expresé al principio, se está trabajando en 
un modelo de corte integral que requerirá traer al campo de trabajo nuevos actores, con un compromiso de 
trabajo interinstitucional de políticas transversales que se están poniendo en marcha en este momento y, en 
definitiva, con la participación de toda la sociedad y de las familias, máxime cuando se está transitando un 
período de crianza dentro de una franja etaria específca y un período como la adolescencia, que es 
particularmente difícil, más cuando se agrega la privación de libertad. 


En este momento no vamos a ahondar en cuáles son las condiciones en las que está el sistema, porque han 
sido suficientemente expuestas al público. No solo estamos ante una situación de hacinamiento, sino que 
también se están viviendo situaciones que lindan con la falta de respeto de los individuos que están privados 
de libertad en tanto el sistema no puede brindarles cuestiones básicas, como la vestimenta y otros artículos 
que hacen a la necesidad del desarrollo de algunos de los tratamientos. 


Aquí estamos planteando aspectos relacionados principalmente con la infraestructura para este nuevo 
modelo, con la selección y la capacitación de nuevo personal para las distintas áreas del sistema, con el 
fortalecimiento de las medidas no privativas de libertad y en general con esta reingeniería en todos los 
ámbitos a efectos de cumplir con las tareas que hacen a la misión que tiene el sistema, que es la prevención 
de la reincidencia. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Quiero agradecer al señor presidente y a los señores legisladores y decir 
que es un gusto para mí estar hoy aquí. 


A la fecha, nosotros tenemos la visión de generar en este organismo, el Sistema de Responsabilidad Penal 
Adolescente, un cambio paulatino, gradual, pero estructural y conceptual. 


En lo conceptual, entendemos que para quienes de pronto están transitando por las medidas privativas de 
libertad hoy no se está pudiendo lograr la rehabilitación, por dificultades vinculadas a lo que ya se ha 
expuesto, es decir, a lo edilicio, a la falta de capacitación del personal, a las dificultades vinculadas a la 
claridad de conceptos, en cuanto a la visión que tenemos relativa a que quizás los chicos requieran otro tipo 
de asistencia, de atención o de tratamiento más individualizado, las dificultades para su clasificación y 
demás. 


Si nosotros no reformulamos el sistema, los chicos que están en conflicto con la ley y que hoy están 
transitando por las instalaciones del Sirpa, después van a ser usuarios del sistema de privación de libertad de 
adultos. A su vez, entre una instancia y otra, van a generar perjuicios importantes para la sociedad. 


En cuanto a las medidas no privativas o sustitutivas, las medidas alternativas que nosotros entendemos que 
deben ser las primeras, debemos contar con las herramientas como para que ese fortalecimiento sea lo 
suficientemente atractivo, para que los integrantes del Poder Judicial -los jueces- opten por estas medidas. 
Para eso, ellos tienen que ver que estas medidas son una opción real que no solo es aplicable, sino que se 
puede controlar. Esto puede existir no solo a nivel de la capital, sino que refiere a todo el país y su 
instrumentación y fortalecimiento es bien complejo. 


En cuanto a la reingeniería administrativa, podemos decir -como manifestó la presidenta- que va a haber una 
división, en la cual se va a separar, probablemente, el Sirpa del INAU y nosotros carecemos de muchas áreas 
que hoy se están viabilizando por vía INAU, que las vamos a tener que generar a modo de espejo para que 
ambos organismos funcionen en forma independiente. Esto, obviamente, va a requerir recursos y no se va a 
poder hacer en forma abrupta; va a llevar un proceso, para el cual ya estamos trabajando y hay una comisión 


que va a empezar a poner en marcha los mecanismos y demás. De todos modos, cuando empiecen a trabajar 
van a tener que contar con sus estructuras edilicias, su capital humano y su capacitación correspondiente, 
para que sea efectiva su función. 


Para que todo esto pueda funcionar, entendemos que tenemos que apostar a la capacitación de todo el 
personal, independientemente de las funciones que estén desempeñando actualmente. Hay que tratar de 
sensibilizar, persuadir y, de alguna forma, capacitar al personal que está en primera línea de atención directa, 
porque de alguna forma es el que está en contacto diario con los chicos y es su referente. También deberemos 
capacitar a los demás, hasta llegar a los directores y deberemos transversalizar las políticas educativas que 
generan desde el punto de vista técnico. 


Para eso se requiere también de nuevos objetivos a nivel de lo que es el cuerpo técnico que hoy opera, todo 
esto tendiente a que nosotros, por ley, tenemos que administrar las medidas privativas y no privativas. 
Cuando un adolescente en conflicto con la ley entra y está incluido dentro de lo que son nuestras 
responsabilidades, desde el primer día tenemos que estar pensando en el momento en que egrese, para poder 
devolverlo a la sociedad mejor de lo que ingresó y, si es posible, rehabilitado o habilitado para poder ser de 
su provecho. 


Muchas gracias. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- A nosotros nos gustaría conocer la dinámica de funcionamiento de la 
comisión, para poder comenzar a desarrollar lo que, supongo, es de mayor interés. Me refiero al 
articulado y asumo que nuestra propuesta está en poder de los legisladores. Hago esta consulta 
básicamente con un elemento que nos parece muy importante destacar. 


Nosotros llegamos a esta propuesta presupuestal, como decíamos, sobre la base de una discusión bien 
importante con las autoridades del Sirpa, pero también con las del Ministerio de Desarrollo Social y, en 
particular, en acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas. Es decir que venimos como Poder 
Ejecutivo, de alguna manera, a plantear aspectos que están vinculados al incremento presupuestal que 
estamos solicitando para el próximo quinquenio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Legisladoras y legisladores: creo que hemos recibido a lo largo de la 
presentación los objetivos de cada uno de los artículos. Por lo tanto, correspondería considerar artículo 
por artículo, hacer las preguntas correspondientes a cada uno y obtener, a la vez, la respuesta de la 
presidencia. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En la Comisión tenemos los dos articulados: el del Poder Ejecutivo y el 
que envió el organismo. 


Creí entender que había coincidencias. Sin embargo, me parece que no son exactamente iguales. El 
presupuesto del organismo tiene algún artículo más y algunas diferencias. Tenemos que tomar, en todo caso, 
un articulado para trabajar sobre él, sin perjuicio de que podamos considerar las diferencias después. Para 
ajustar el método de trabajo y si las autoridades del INAU no tienen inconveniente, sugeriría que se trabajara 
sobre el articulado del Poder Ejecutivo. Si tienen alguna diferencia que aportar a ese texto, porque puede 
haber algún cambio, sería bueno que se aclare en cada caso concreto, así trabajamos sobre un mismo texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos estamos refiriendo a los artículos 523 a 537. Entonces, empezaríamos a 
tratar el artículo 523 y sucesivamente los siguientes e iríamos analizando las respuestas de los 
invitados. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Coincido con lo que decía el señor diputado Gandini y quería 
agregar que la fundamentación que envió el INAU en su presupuesto difiere un poco de la presentación 
realizada. Eso también nos cambia un poco la óptica en el análisis. 


Respecto al artículo 523, queríamos saber sobre el aumento de las cuidadoras del 150% de las Bases de 
Prestaciones Contributivas. Deseamos conocer cuántas son, cuáles están incluidas y cuál es la definición de 


cuidadoras para el INAU. Asimismo, queremos saber si en están incluidas las cuidadoras de los hogares de 
acogimiento familiar y si están comprendidas en este aumento. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Desde hace unos cuantos años el INAU tiene un sistema de cuidadoras de 
alternativa familiar. Luego, se creó otro régimen de acogimiento familiar, que amplía la cobertura: 
pueden participar de este sistema familias extensas o ajenas. 


El artículo se refiere a las cuidadoras de alternativa familiar tradicionales, que reciben un porcentaje de BPC 
en el salario por cada chico que atienden. Hace unos años, la ley habilitó que se llegara al 150% de BPC por 
cada niño que atienden. Hoy, se está pagando el 120% de BPC por cada niño. 


En el artículo se prevé que el aumento sea progresivo: en enero de 2016 pasarían a percibir un 135% de BPC 
por cada chico atendido y, en 2017, alcanzarían el 150%. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- El artículo 523 establece una reasignación; es decir: no incrementa el 
costo presupuestal sino que modifica su destino. La reasignación prevé trasladar $ 100.000.000 del 
Fondo de Infraestructura Educativa al rubro Servicios Personales. A este respecto quiero hacer dos 
preguntas. 


Si no recuerdo mal, el Fondo de Infraestructura Educativa lo ejecuta en obras la Corporación Nacional para el 
Desarrollo. Es decir que se terceriza recursos del INAU para que la Corporación, mediante sus servicios y 
métodos, ejecute la obra. También hay un fondo educativo similar que ejecuta la ANEP y la Universidad. 
Entonces, lo primero que quiero saber es si verdaderamente se trata de este fondo. 


Por otra parte, quiero conocer la razón de esa medida, por qué se saca de ese fondo. En otros artículos se 
piden recursos para infraestructura y aquí se prescinde de una partida de $ 100.000.000. Creo que el total 
ascendía a algo así como $ 176.000.000; es decir que se saca una buena parte de lo que está dispuesto en ese 
fondo para reasignarlo a salarios. 


Consulto si esto no se necesita o si no se piensa utilizar ese mecanismo y el organismo prefiere hacer la obra 
a través de sus propios servicios y adjudicaciones directas y no mediante la Corporación. A lo mejor, esto 
tiene que ver con alguna evaluación del sistema que se creó con estos fondos para que sea la Corporación la 
que ejecute; tengo entendido que en otros organismos, como en la ANEP, la evaluación ha sido muy positiva. 
Después hablaremos de cuál es la evaluación que hace el organismo de las obras que ha encargado, hecho y 
adjudicado y cuál es su calidad y resultado; tengo entendido que se han hecho de modo directo. 


Entonces, consulto por qué razón se saca de este fondo ese volumen de dinero para trasladarlo a servicios 
personales. Su destino puede estar justificado pero el origen a lo mejor abre algunas dudas. 


SEÑOR CARDOSO (Germán).- El destino de la partida establecida en el artículo 523 está especificado 
claramente: incremento de incentivos, nocturnidad, aumento cuidadoras, incremento asistentes 
directorio y secretaría general, complemento de partidas variables. Esto tendría un costo de 
$ 100.000.000. No me queda claro si es anual o solo para el ejercicio 2016. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Este es un tema más bien técnico. 


El presupuesto está compuesto por la línea base -que viene del presupuesto anterior- y por las partidas que se 
asignan por articulado. 


El crecimiento en construcciones, en obras y en compra de terrenos para CAIF y para centros diurnos está 
previsto en el artículo 531. Los fondos previstos en el artículo 531 para compra de terrenos, para 
construcciones y ampliaciones de CAIF y de centros diurnos van a funcionar a través de la CND. En 
consecuencia, quedó esta suma de dinero en la línea de base, que formó parte de los fondos que se 
atribuyeron a INAU y Sirpa, y hubo que darle otro destino. En el artículo 531, que refiere al Sistema 
Nacional Integrado de Cuidados, se prevé la financiación de las inversiones. Por ese motivo, se creó el 
artículo 1% de nuestra propuesta. De lo contrario, no hubiéramos tenido esos $ 100.000.000 en la línea de base 
y los artículos 1* y 2” se habrían unificado. 


Con respecto a la consulta del señor diputado Cardoso debo decir que estos fondos comienzan en 2016 y van 
a seguir en forma permanente. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Voy a complementar esta información porque este ha sido uno de los 
puntos de mayor importancia en el debate, básicamente por los aspectos que se están discutiendo en 
este presupuesto en relación a partidas incrementales para salarios. 


Desde la argumentación programática se habló de la necesidad del fortalecimiento de las capacidades 
institucionales. Los funcionarios y las funcionarias del INAU tienen una responsabilidad que socialmente es 
poco valorada; muchas veces, eso se representa en sus salarios. 


Este es un tema de larga data. En el período anterior, el incremento salarial para los funcionarios de INAU 
fue muy importante, a diferencia de lo que sucedió con otros funcionarios y otras funcionarias públicas. Sin 
embargo, la línea base de retribución para los funcionarios de INAU sigue siendo muy baja. 


Sobre este punto discutimos intensamente con el Ministerio de Economía y Finanzas, sobre todo, porque 
consideramos que en el período se deben incrementar las partidas de retribución. Estamos analizando de qué 
manera podemos aportar a este desafío que tiene que ver con incrementar los niveles de salario a partir de la 
fijación de metas en torno a objetivos. Esto está muy en consonancia con el fortalecimiento de las 
capacidades institucionales y con el incentivo al trabajo de los funcionarios de INAU a través del 
cumplimiento de metas programáticas. 


Estamos discutiendo este punto. Es vital fortalecer los salarios de los trabajadores a través de partidas porque 
la línea de base es realmente muy baja, sobre todo, teniendo en cuenta que la función que desempeñan genera 
desgaste, costos personales y de salud, ya que llevan adelante políticas con sectores de la población -niños, 
niñas y adolescentes- en extrema situación de vulnerabilidad. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- En este artículo aparece el concepto de nocturnidad. ¿Esto surge a partir 
de la nueva normativa que establece un incremento salarial por trabajo nocturno? 


Por otra parte, aparece el concepto relativo a incremento de asistentes del directorio y secretaría general. Me 
gustaría saber si el modo de financiamiento es el previsto en el artículo 532, ya que allí se plantea un 
incremento que pasa de 15 a 20 BPC. 


Voy a hacer una pregunta cuya respuesta tiene que ver con buena parte de los artículos que están aquí. Hoy 
estamos ante un proceso de transformación institucional. El Parlamento discute una iniciativa del Poder 
Ejecutivo para desprender al Sirpa como desconcentrado del INAU y transformarlo en un servicio 
descentralizado independiente, con las mismas características institucionales que hoy tiene el INAU. La 
aprobación de ese proyecto generará una etapa de separación; no digo que será un divorcio, pero en esa 
instancia habrá que separar bienes. Este proceso involucra recursos presupuestales, humanos, materiales y 
también inmuebles y funciones que, sin duda, generará una etapa de transición. El nuevo instituto que 
sustituya al Sirpa, nacerá formalmente después del presupuesto, más allá de los tiempos; hoy ese organismo 
no existe. Quisiera saber si alguno de estos artículos prevé esa circunstancia. Probablemente, algunos 
conceptos abarquen funcionarios, sus salarios y retribuciones. Algunos de ellos los percibirán en el futuro 
Sirpa, pero hay otros vinculados con infraestructura. Supongo que esos recursos serán administrados en el 
futuro por el Sirpa. Algunos, claramente, son funciones del INAU, pero otros están vinculados a los 
establecimientos de privación de libertad y estarán a cargo del Sirpa. Me gustaría saber cómo se está llevando 
a cabo ese proceso que cae en la mitad del presupuesto y va a generar una etapa de división de funciones, 
roles y recursos. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Voy a contestar algunos de los aspectos planteados por el señor 
diputado, y otros serán complementados por mis compañeros. 


Nos parece relevante poder aportar información con respecto a la última pregunta que nos ha formulado 
porque es uno de los desafíos para esta etapa. Estamos trabajando en ese sentido. Si ustedes analizan la 
desagregación presupuestal, podrán ver que hemos hecho un avance. Las funciones otorgadas a la comisión 
delegada del Sirpa en el anterior período, también llevó a que desde el instituto se delegaran funciones. Esto 


hizo que se abrieran algunos programas presupuestales. Podrán ver en la desagregación presupuestal, por 
ejemplo, el artículo 461, vinculado al Sirpa. En este presupuesto se puso énfasis en la generación de aspectos 
que permitieran separar los distintos programas presupuestales para este proceso de transición que comenzó 
en la Administración anterior, a través de la aprobación de una ley y la asignación de responsabilidades 
delegadas al Sirpa. En este presupuesto hemos hecho un esfuerzo para avanzar en ese proceso. A nivel 
institucional también se está en ese proceso, con la conformación de una comisión de trabajo que tendrá 
sobre sus hombros la responsabilidad de ir generando avances en esta descentralización y desconcentración. 
El tema vinculado al rubro cero y, por lo tanto, al personal, es un elemento, así como también los aspectos 
vinculados a gastos y a infraestructura. Hay expresiones en el articulado que ustedes podrán ver desagregados 
por programas tendientes a esto. Se está trabajando sobre el tema más complejo, pero ya tenemos avances 
sustantivos. Tanto desde el Sirpa como desde INAU se viene trabajando en el tema de gastos; algunas de las 
funciones están delegadas. También estamos en proceso de delegación con respecto a esto que se plantea. Por 
lo tanto, este presupuesto y este articulado expresan, de alguna forma, la intencionalidad y el avance que se 
pretende hacia la posibilidad de comenzar a procesar presupuestos diferenciados que nos permitan y faciliten 
la descentralización. 


En cuanto a la pregunta vinculada a la nocturnidad, quiero decir que está sostenida en la normativa vigente; 
consideramos fundamental comenzar a cumplir a partir del 1? de enero la norma que este Parlamento aprobó. 


Ahora me voy a referir al incremento de los asistentes de directorio y secretaría general. Esto está muy 
vinculado a elementos de enorme preocupación relacionados con el fortalecimiento de las capacidades 
institucionales. Si visualizan el organigrama de INAU -estamos abocados a hacer una transformación 
institucional-, podrán ver que la responsabilidad de la Dirección General es gigantesca. Hoy hay 400 
funcionarios que cobran más que la Dirección General. Más allá de que en este articulado no están 
establecidas las remuneraciones del directorio -está asociado al artículo 220; como ustedes saben son 
remuneraciones muy bajas- nosotros privilegiamos el fortalecimiento de la Dirección General a partir de un 
articulado que permita un incremento de su salario. Pero, ni siquiera está vinculado con las responsabilidades 
que tienen. Si bien la ley establece que cada uno de los directores de INAU puede contratar dos asesores, 
ellos cobran 15 BPC. Teniendo en cuenta las responsabilidades que asumen y el asesoramiento técnico que 
deben realizar, es muy difícil exigir calidad técnica con salarios tan sumergidos. Estos elementos apuntan a 
fortalecer la mejora de las capacidades institucionales y técnicas de la institución. Son simbólicas, pero nos 
parecen importantes. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Voy a realizar una consulta con respecto al artículo 524. Me gustaría 
que nos explicaran a qué refiere el concepto "aspecto programático, fortalecimiento, supervisión, 
monitoreo y evaluación” ya que hay una duplicación de las partidas a partir del año 2017 y se 
mantienen hasta el 2019. 


Lo mismo sucede con el concepto "Aspectos programáticos- Derecho a la vida en Familia y Fortalecimiento 
de las Parentalidades" y así sucesivamente, por lo que me gustaría que nos explicaran los motivos por los 
cuales hay esa duplicación de las partidas desde el año 2017 y se da una continuidad hasta el fin del ejercicio. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Una parte del artículo mencionado tiene que ver con el Sirpa; me parece 
que la mayoría tiene que ver con las funciones que permanecerán en el INAU pero me gustaría saber 
qué es lo que corresponde al Sirpa. 


Por otra parte, quisiera hacer una consideración con respecto al concepto "Aspectos programáticos.- 
Regulación Consumo de alcohol". En la presentación se hizo alguna mención al respecto, pero la verdad es 
que este es un tema importante y preocupante. Todos los datos indican que el consumo de alcohol crece entre 
los más jóvenes y entre los menores de edad. En buena medida el contralor corresponde al INAU pero en 
Montevideo es insuficiente y en el interior no solo es más insuficiente sino casi anunciado. Nuestros 
compañeros del interior -aquí hay algunos presentes- nos relatan lo que sucede permanentemente. Uno de 
ellos nos cuenta que cuando los inspectores bajan en la terminal ya en todo el departamento se sabe que 
llegaron y se avisa a la capital departamental siguiente que al otro día van a estar por allí, por lo que los 
esperan peinados para la foto y se modifica el comportamiento de los lugares que expenden alcohol a 
menores. A mí me da la impresión de que hay un gran déficit o debe en el contralor que el INAU tiene que 
hacer en la tarea, no sé si porque no hay inspectores suficientes o porque las políticas no han sido del todo 


incisivas en la materia. Obviamente, no vamos a incidir en la conducta ni en el comportamiento de los 
jóvenes que comienzan cada vez más tempranamente a consumir alcohol por controlarlos más, pero sí vamos 
a poder incidir en aquellos lugares que lo expenden y que facilitan su venta a los menores de edad. Todos 
reconocemos que el control es fundamental. Si alguien dice que los inspectores de tránsito están de huelga 
todos sabemos que la gente estaciona el auto donde no se puede. Lamentablemente, el sistema funciona en 
tanto hay una conciencia de que se está controlando. Cuando esa conciencia se pierde se aflojan las marcas y 
las conductas cambian. 


Por ese motivo, nos gustaría saber cuáles son las políticas que se van a implementar. Cuando uno distribuye 
mensualmente estos recursos no resultan demasiados, por lo que nos gustaría saber dónde se van a aplicar, 
porque creo que ahí hay un tema social, pesado e importante. 


Quisiera hacer una última pregunta con respecto a este tema -casi por curiosidad-, ya que entre paréntesis se 
agrega JND, que supongo debe ser Junta Nacional de Drogas. ¿Por qué figura agregada allí si es otro 
organismo? ¿Se quiere decir que tiene algún vínculo o relación? 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Posteriormente Jorge Camors podrá desarrollar los aspectos 
vinculados al Programa 400 y lo mismo podrán hacer las autoridades del Sirpa, pero quiero hacer 
alguna aclaración en cuanto a los aspectos programáticos vinculados con el planteo realizado por el 
señor diputado Gandini. 


Efectivamente, tal vez en el desarrollo programático no se visualizó este punto específico que tiene que ver 
con la regulación del consumo de alcohol. Sin embargo, nosotros consideramos que tiene una expresión 
fuerte en el punto programático 5, vinculado a la promoción de derechos relacionada con el derecho a la 
ciudad. ¿Por qué? Porque nuestra institución tiene responsabilidad en la regulación y, efectivamente, tiene un 
cuerpo inspectivo debilitado. Actualmente los inspectores son muy pocos y, por lo tanto, como institución 
asumimos un déficit en la cobertura que tiene que ver con el control. Básicamente, hay un Departamento de 
Espectáculos Públicos que ha asumido esta tarea con un elemento que nosotros queremos desarrollar y que 
junto con lo que implica el control tiene que ver también con la promoción y con generar hábitos y aspectos 
que están vinculados con el ejercicio del derecho de los chiquilines. Es decir que junto con lo que implica un 
aspecto que en esta administración se planteó programáticamente, vinculado con el control del consumo de 
alcohol, que tiene como uno de sus referentes y representantes a la Junta Nacional de Drogas -por eso figura 
referenciada de esa forma-, la ejecución presupuestal y el control vinculado a estos aspectos los asume la 
institución por competencia. Es decir que esto está dentro de una política nacional que tiene que ver con el 
consumo problemático de drogas, considerando el alcohol como uno de ellos, que esta administración se ha 
planteado profundizar en este período y en lo que nosotros como INAU tenemos una responsabilidad. En este 
punto particularmente hay un aumento del número de cargos de inspectores que es cierto que necesitamos 
continuar incrementando. 


SEÑOR CAMORS (Jorge).- Quiero aclarar que la gradualidad tiene que ver con que los rubros van a 
estar en pantalla, acreditados, a partir de enero de 2016 en el caso de resultar favorable la propuesta. 
Esto va a implicar un proceso de selección de personal que nos va a permitir -quizás no los doce meses 
del año- contar con los recursos humanos que se están solicitando para el programa 400 en el 
artículo 524. Esto explica la gradualidad y la duplicación de los recursos, en la medida en que para el 
2017 esperamos contar con los equipos durante los doce meses del año. 


Se formuló una pregunta relativa a estos aspectos programáticos y en ese sentido debemos decir que esos 
aspectos requieren personal y mejorar cuantitativamente los niveles de supervisión. Por lo tanto, sugiero a los 
señores diputados consultar dos aspectos. En primer lugar, el artículo 525, en el rubro "Gastos" incrementa 
algunas partidas que requieren personal que haga esa supervisión. El INAU trabaja fuertemente ligado a 
diversas organizaciones de la sociedad civil. Prácticamente un 40% de los recursos que anualmente ejecuta el 
INAU está constituido por transferencias a organizaciones de la sociedad en convenio con el órgano rector y 
esto requiere mecanismos de supervisión y de coordinación. Por lo tanto, en el incremento que está planteado 
en el artículo 525, que va a requerir más trabajo, ampliación de algunos servicios y modificación de otros que 
pasaré a enumerar, en definitiva está prevista la supervisión y la mejora de los niveles de monitoreo y 
evaluación. En ese sentido, consideramos que hay que prestar especial cuidado -en esto estaremos todos de 
acuerdo en esta sala- en ajustar al máximo los mecanismos de eficiencia en el gasto y por ello los temas 


relativos a monitoreo, evaluación de resultados de impacto y la mejor asignación de los escasos recursos 
frente a una problemática que siempre es mayor que la que los recursos nos permiten destinar, requieren 
tonificar estos aspectos. Los recursos solicitados en el artículo 524 tienen ese destino y el incremento de esos 
recursos se explica por la ampliación de la cobertura. 


El señor diputado Gandini formuló una pregunta con respecto a la propuesta del documento del INAU y parte 
de la respuesta figura en las páginas 17 y 18. Si me permiten enumeraré los destinos de los recursos previstos 
en el artículo 525, que explica el incremento de recursos humanos que se pide en el artículo 524. 


En la página 17, entre los distintos aspectos programáticos, se plantea: dotar al departamento de Adopción de 
nuevos profesionales, intentando aumentar la capacidad de valorar núcleos postulantes para el Registro Único 
de Adoptantes; la reconversión de los Hogares tradicionales de 24 horas en los Centros de Acogimiento y 
Fortalecimiento Familiar; crear nuevos centros CAFF y la apertura de centros de discapacitados tanto en 
tiempo parcial como en tiempo completo; la apertura de centros juveniles; la apertura de clubes de niños y la 
creación de nuevos ETAF para el programa Cercanía. 


En la página 18, al final, pueden ver que las propuestas que se financian con el artículo 525, que requieren la 
supervisión, monitoreo y evaluación prevista en el artículo 524, refieren a fortalecer y profundizar los 
dispositivos de detección precoz, de la protección y el ejercicio efectivo de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes en situaciones de maltrato, a través de la creación de dispositivos de atención. Esto tiene que ver 
con la tercera línea estratégica que se expuso inicialmente; por lo tanto, acá también hay un incremento en los 
servicios de atención y de protección para la línea de la violencia. También se habla de crear unidades 
específicas de prevención y atención para situaciones de violencia en todos los CED de los departamentos; de 
continuar fortaleciendo la Línea Azul -mecanismo de captación de situaciones-; de realizar campañas de 
difusión y sensibilización en la temática y de la capacitación de los operadores. 


Los recursos que se piden a través del artículo 525 fundamentan la necesidad de un incremento de recursos 
humanos -algo que aparece en el artículo 524- para la supervisión, monitoreo y evaluación de los programas. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me queda claro que esto está relacionado con créditos presupuestales 
para los servicios personales. Me gustaría saber si estamos hablando de aumento de salarios o de 
ingreso de nuevo personal. Si estamos hablando del ingreso de nuevo personal, me gustaría conocer 
qué piensa el INAU sobre cuánta gente va a ingresar por este concepto, producto de que algunas de 
estas partidas se duplican. Quiero que se explique cuánta gente es la que se necesita y que va a ingresar 
a trabajar en el correr del quinquenio según las partidas previstas. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Comparto las mismas inquietudes del señor diputado Gustavo Penadés. 
Sin embargo, quiero agregar que aquí tenemos créditos presupuestales para pagar remuneraciones 
personales de nuevos funcionarios, según lo que entendí. Quisiera saber dónde están las creaciones, si 
esto es para un llenado de vacantes de cargos ya creados -por lo tanto, si están las vacantes, deberían 
tener el crédito- o si estamos hablando de creaciones de nuevos cargos, para lo cual se requiere una ley. 
Para mí, las creaciones requieren ley. Es la Asamblea General, según la disposición de la Constitución 
de la República, la que debe aprobar las creaciones. Luego, vienen los artículos del presupuesto que 
habilitan las partidas para pagar esos cargos, pero las creaciones requieren ley. Me gustaría saber qué 
norma habilita a esas creaciones. Si estoy equivocado, que se me corrija porque para mí es así. 


Me interesa mucho la respuesta al señor diputado Gustavo Penadés de cuántos porque tenemos el antecedente 
en los últimos tiempos del ingreso de cantidades importantes de funcionarios al INAÚ. Tengo entendido que 
si tomamos todo el INAU -incluido el Sirpa-, el número creció en el entorno de mil nuevos funcionarios en 
los últimos tiempos para las distintas categorías, básicamente, de talleristas o destinados a todos los 
programas de privación de libertad. Ese es un número muy significativo. Quiero saber si se requieren más y 
cómo se va a hacer la selección. Digo esto porque tengo una visión muy crítica sobre cómo se hizo la 
selección anterior; creo que el INAU y las autoridades del Sirpa también la tienen. 


Llegó el momento de discutir no el cuánto sino el para qué y el cómo; en algún momento hay que discutir 
eso. El Parlamento no solo levanta la mano por montos. Acá se nos vienen a pedir recursos con un objetivo. A 
los artículos presupuestales y a los planillados se los acompaña de fundamentos, de metas y de objetivos. Y 
los organismos tienen que responder, no por la rendición de cuentas de cómo gastaron los recursos que el 


Parlamento les aprobó en cuanto a la legalidad del gasto y al apego a las normas contables, sino que, además, 
deben rendir cuentas sobre los resultados obtenidos con los recursos que el Parlamento destinó desde el 
presupuesto público. Da la impresión de que buena parte de ese esfuerzo que se hizo desde los contribuyentes 
y a través del gobierno y del Parlamento no fue provechoso. 


A lo mejor las autoridades no comparten esta valoración -estoy seguro de que la comparten mis colegas, 
especialmente, el señor diputado Gustavo Penadés- y, si es así, que se diga. Si la comparten, me gustaría 
saber cómo la van a corregir porque se piden nuevos ingresos. Creo que allí hay un déficit importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al tema de las distintas opiniones, cuando llegue el momento de la 
discusión las vamos a dar todos; ahora no es el momento. 


SEÑOR EZQUERRA (Wilson).- Quiero saber si tenían previsto hacer llamados dentro de la 
administración como prioridad. Lo digo porque con el aumento de funcionarios en los últimos años, 
me parece que hay que buscar dentro del Estado para no generar más cargos; eso ayudaría a la 
situación financiera que vive el país. 


Sé que se crean cargos porque el INAU tiene que mejorar sus controles y atender mucho más pero, en este 
siglo XXI de la era de la computadora, hay lugares -como la administración- donde antes necesitábamos a 
cinco funcionarios para realizar un trabajo y hoy se puede hacer con una o dos personas. Esa es una realidad 
que cambió en el país y no veo que haya una suspensión de determinados cargos luego de las jubilaciones. 
Consulto si está previsto. 


Estoy de acuerdo con mejorar la parte inspectiva, pero hay un trabajo que hoy se puede realizar con menos de 
la mitad de los funcionarios de antaño. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Quiero hacer una intervención al respecto; luego, podrá profundizar el 
señor Jorge Camors. 


Tenemos en nuestro poder las cifras de los funcionarios. Creo que esto podría ser un elemento de análisis más 
profundo, aunque no creemos que hoy exista el tiempo suficiente. 


Nosotros planteamos que el INAU atiende a más de ochenta mil niños, niñas y adolescentes. Sin duda, hay 
una base muy importante desde el punto de vista de lo que fue el incremento de la cobertura. De alguna 
manera, no se puede plantear el crecimiento en cobertura si no hay personal que pueda llevarlo adelante. Esa 
es una primera apreciación que luego vamos a desarrollar. 


Nosotros no planteamos un incremento de puestos de trabajo para mantener lo mismo sino para generar 
mayor cobertura a problemas que siguen siendo una dificultad en cuanto a las situaciones de vulnerabilidad 
de los derechos de los niños; eso en primer lugar. 


En segundo término, habría que analizar -hay avances en la institución- el ratio y la necesidad de personal 
por niño atendido según los programas. En este sentido, hay avances importantes en la institución pero 
queríamos seguir profundizando. Para eso, necesitamos mejorar las capacidades técnicas. Nosotros tenemos 
que lograr efectivamente que la calidad de las políticas estén dadas por elementos que sostengan las 
posibilidades de llevar a cabo la complejidad de la tarea que implica, por ejemplo, atender a bebes, a niños de 
primera infancia. Por supuesto que el Sirpa hará referencia a lo que implica la cantidad del personal necesario 
para atender cada uno de los centros por número de chiquilines. 


En realidad, esto implicaría una jornada de la que nos gustaría disponer porque el Estado uruguayo se lo 
merece. Creemos que es necesario fortalecer las capacidades institucionales, profesionalizando a los 
funcionarios -para eso tenemos bastante para aportar de lo que ya en estos cinco meses ha hecho este 
directorio en ese sentido-, y para ello nos proponemos lo siguiente. Ustedes están viendo las cifras de la 
cantidad de personal desagregado entre INAU y Sirpa. En la Administración anterior hubo un elemento que 
estuvo en la discusión parlamentaria, que tuvo que ver con la apelación a un mecanismo de contratos que son 
básicamente precarios. Esto ha sido de público conocimiento; hoy está de alguna manera en debate en nuestra 
institución. Entonces, nos proponemos regularizar esta forma contractual a través del llamado a concurso. 


Esto no implica aumento de personal, sino que nos proponemos, en un período corto de tiempo -porque ya 
hemos tomado varias resoluciones al respecto que pueden ser de consulta por este ámbito parlamentario, 
porque son resoluciones del directorio-, regularizar situaciones contractuales que también tienen que ver con 
las características de la población con la cual trabajamos. 


Ustedes saben que hay un desgaste muy importante en las personas que trabajan en las situaciones de más 
extrema vulnerabilidad. En esta semana, seguramente, firmaremos un convenio de trabajo con la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, porque queremos analizar y discutir sobre los aspectos funcionales de nuestra 
institución. En este período, en base a ese eje, también hay que ir viendo formas que habiliten elementos que 
permitan el cuidado del personal que trabaja, generando mecanismos -que la institución tiene, pero que hay 
que revisar- en relación a los procesos de la carrera funcional. Acá hay un énfasis muy importante en esto; no 
me voy a detener, pero gustosamente estaríamos dispuestos a discutirlo en este ámbito. 


SEÑOR CAMORS (Jorge).- Con respecto a la evaluación y a los resultados que se obtienen, los 
impactos, debo decir que parte de estos recursos que se solicitan son para incrementar los dispositivos 
y mejorar la calidad. Quienes trabajamos hace mucho tiempo en el INAU estamos deseosos de dar ese 
debate y de discutir, informar e ilustrar al conjunto de la sociedad sobre las dificultades que tiene este 
trabajo, así como sobre las dificultades para alcanzar ciertos logros, ya que al hablar con la población 
en general o con algún medio de prensa, a veces vemos con preocupación el nivel de simplicidad con 
que se anotan algunas situaciones sociales. 


Así que, de esta forma, el INAU se quiere preparar mejor para incidir en el conjunto de la sociedad y para 
poder tener un personal especializado, acorde a la problemática y a los cometidos y responsabilidades que 
tiene el Estado. 


Con respecto a la pregunta sobre estos incrementos, cabe señalar que lo que está acá financiado son 
creaciones. 


Con relación a la pregunta del diputado Ezquerra sobre si esto implicará convocatorias hacia adentro o hacia 
afuera, debo decir que esto tiene que ver con la política de desarrollo humano que está manejando el actual 
directorio, en el sentido de que estos recursos permitirán oxigenar los niveles actuales, contribuyendo a una 
política de promoción y ascensos, porque parte de estos recursos se puede destinar a compensaciones y a 
mejoras, pero otra parte tiene que ver con creaciones a los efectos de que la gente pueda hacer una carrera. 
No me refiero a una carrera en el sentido administrativo clásico, sino a una carrera de promoción, donde la 
capacitación, la especialización, la sistematización de las prácticas, permita la mayor profesionalización. 


Por lo tanto, desde el punto de vista de creaciones, estamos hablando de 110 cargos para el año 2016, con la 
posibilidad de incrementarlos hasta 220 -es decir, 110 y 110 más- en 2017. Pero no escapamos a responder en 
el sentido de que lo que queremos acá es oxigenar y darle mayor densidad cualitativa a una política de 
recursos humanos para que la sociedad perciba en el INAU un instituto especializado y confiable para dar 
respuesta y hacer propuestas a los niños, niñas y adolescentes. 


En cuanto a la pregunta del señor diputado Gandini, sobre si esto implica creaciones de cargos, cabe señalar 
que de acuerdo con la información que manejamos en el instituto -esto no es de ahora, sino de todas las 
administraciones anteriores-, la Ley N* 15.977, de 1988, de creación del Iname, habilita al INAU a hacer esto 
y no necesariamente como la Administración Central, que sí está obligada a que sea por ley de presupuesto. 
En esto nos amparamos en nuestro carácter de servicio descentralizado y en la mencionada ley. 


Por último, con respecto a la pregunta sobre la selección, debo decir que tenemos reglas de juego internas: 
tenemos un reglamento de funcionarios, mecanismos de concurso, la figura del contrato eventual. El llamado 
a concurso el año que viene para el ingreso de personal no supone el incremento de funcionarios públicos en 
forma inmediata, sino el ingreso de personal en carácter de contrato eventual, por un año con opción a dos, 
que después de haber sido evaluado en su desempeño, podría pasar a contrato permanente, según la 
normativa que el INAU coordina con la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


Por lo tanto, hay un conjunto de medidas que el INAU realiza en forma coordinada y conjunta con las 
políticas de Servicio Civil que no implican incrementos absolutos en la dotación de personal presupuestado, 
sino que tienen que ver con la captación de recursos nuevos, con la mejora del personal existente 


experimentado y con que haya perspectivas de mejora, a los efectos de dar cuenta de una política de 
desarrollo humano que potencia la profesionalidad del Instituto. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Con muchísimo gusto estamos a la invitación que el INAU quiera 
cursar, para conocer, debatir y analizar los temas. Hoy aquí estamos analizando los temas desde la 
frialdad de los números y desde las finanzas, pero tomamos la invitación y quedamos a la espera de que 
el INAU nos convoque, cuando lo entienda oportuno, para conversar sobre un tema que nos interesa 
mucho. 


El licenciado Camors dijo que estaba previsto el ingreso de 110 funcionarios para el 2016 y 110 más para el 
2017. ¿Se mantendrá un ingreso equivalente en los años subsiguientes? 


SEÑOR CAMORS (Jorge).- No; serían 220 en total. 
SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Perfecto. 


Me gustaría que el INAU nos especificara -no es necesario que sea respondido ahora- cuál va a ser el perfil 
de estas personas, qué tipo de técnicos son y qué condiciones reunirán. 


También aprovecho a pedir que se nos haga llegar la información sobre la actual plantilla de funcionarios que 
el INAU tiene, con su desagregación según las tareas que cumplen, de manera que podamos concluir cuántos 
funcionarios están directamente relacionados con la atención de los niños, las niñas y los adolescentes, 
cuántos cumplen tareas administrativas, etcétera. No es necesario que esto se conteste ahora, pero saber hacia 
dónde el actual Directorio del INAU pretende direccionar ese capital humano forma parte del debate sobre el 
perfil que se debe tener en cuanto a la optimización de los siempre escasos recursos de que el Estado dispone 
para estos temas. 


Por último, quiero saber cuántos de estos ingresos está previsto que queden en el INAU y cuántos serán 
direccionados hacia el Sirpa, en el caso de que el cálculo del artículo 524 sea para estos dos organismos y, 
fundamentalmente, atendiendo al futuro destino de lo que hoy se conoce como Sirpa. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Con mucho gusto vamos a aportar a este ámbito la información que 
sea necesaria. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Estos recursos humanos son exclusivamente para el INAU; los del Sirpa 
son otros; habrá otro incremento en recursos humanos que se destinarán al Sirpa. Los doscientos 
veinte funcionarios son estrictamente para el INAU. 


En cuanto al Sirpa, debemos responder cuántos, cómo, cuándo y para qué. En principio, a partir de julio de 
2016, serían ciento setenta funcionarios, y a partir de enero de 2017 ciento ochenta funcionarios -con esto 
respondo cuántos y cuándo-; de ahí el incremento presupuestal en el rubro retribuciones asignado al Sirpa, 
que no tiene que ver con los doscientos veinte funcionarios mencionados recientemente por el licenciado 
Camorts. 


En el artículo 524, lo que dice 461 está vinculado estrictamente al Sirpa. Digo esto porque si no iba a quedar 
la idea de que se trataba de doscientos veinte funcionarios para distribuir entre el Sirpa y el INAU. En 
realidad son doscientos veinte funcionarios solo para el INAU. Yo estoy hablando de los funcionarios para el 
Sirpa: ciento setenta a partir de julio de 2016 y ciento ochenta a partir de enero de 2017, que no se suman a 
los anteriores. Es decir que, en total, serían ciento ochenta. 


En cuanto al cómo, vamos a realizar llamados para estas contrataciones. Queremos ser muy cuidadosos con 
la definición de los perfiles porque estamos teniendo una mirada crítica con respecto a los actuales perfiles. 
Vamos a utilizar lo que nos ofrece el Programa Unión Europea -que está colaborando con nosotros- para 
generarlos. Queremos seleccionar cada perfil acorde a cada cargo y evitar tener un cúmulo de personal que, a 
la postre, resulte ineficiente, generando gastos y requiriendo recursos del Estado que, en definitiva, pagamos 
todos. 


Con relación al para qué, en el Sirpa pensamos volcar estos recursos mayoritariamente para la atención 
directa. No tenemos idea de hipertrofiar estructuras administrativas. Suscribimos la opinión -como 
mencionaba el señor diputado Ezquerra- de que hoy, con las computadoras, se puede hacer una 
racionalización de los recursos humanos. Lo que nos preocupa y ocupa es el trato y la atención directa. 


Dentro de lo que es el trato y la atención directa, tenemos bien diferenciado que necesitamos reforzar algunos 
puntos clave, en principio los de seguridad, con los perfiles adecuados. Como he dicho, la Unión Europea nos 
asesora y acompaña en todo esto para evitar todo tipo de insucesos. 


Además de los aspectos de seguridad, tenemos a los educadores, que permiten acompañar el día a día de los 
chicos que están privados de libertad. No se trata solo de que los jóvenes estén, realicen actividades 
recreativas y se alimenten, sino que también hay que proporcionarles medicación, deben contar con espacios 
recreativos, interactuar con sus familias y realizar otro tipo de actividades para las cuales vamos a contratar 
técnicos. 


Estos técnicos, a la vez, podrán capacitar a los educadores, que son quienes están en la primera base de la 
pirámide, a efectos de generar el proceso de rehabilitación. ¿En qué consiste? Consiste en que en lo cotidiano 
puedan reaprender -o aprender si es que no lo aprendieron- las formas de comportamiento, los límites, la 
forma de interactuar con sus semejantes pensando, desde el día que ingresan, en el momento en que egresen; 
de lo contrario, el pasaje por el Sirpa no será más que un trampolín hacia el INR, de adultos, que es lo que no 
queremos y que creo no quiere nadie. 


Estos son los motivos respecto al incremento de funcionarios en el Sirpa. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Me gustaría que rápidamente nos expliquen del Programa 461 por qué 
las partidas variables, de $ 29.000.000 previsto para este año pasará a $ 71.000.000 en los años 
subsiguientes hasta 2019. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Pido disculpas, pero no logré retener exactamente la distribución de los 
cargos entre el INAU y el Sirpa. 


Me pareció entender que en el artículo 524, todas las referencias al Programa 400 corresponden al INAU y 
las del Programa 461 al Sirpa, y que el monto total, que los suma a todos, incluye a doscientos veinte 
funcionarios para el INAU en el año 2017 y otro ciento ochenta que corresponderían al Sirpa. 


Por lo tanto, para todo lo que hoy es INAU estaríamos previendo el ingreso de cuatrocientos funcionarios al 
año 2017. 


Quisiera tener estos números claros porque es un tema que nos importa manejar. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Las partidas variables refieren estrictamente al aumento del número de 
funcionarios. Quiere decir que habrá un incremento de ciento setenta funcionarios a partir de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión el artículo 525. 
Si no se hace uso de la palabra, en discusión el artículo 526. 
SEÑOR GANDINLI.- Veo que en el artículo 525 se prevén recursos para el Sirpa y para el INAU. 


Con respecto al artículo 526 tengo una curiosidad: hay previsiones de partidas en unidades reajustables, lo 
que no es común en el presupuesto nacional, donde se hace referencia a pesos, unidades indexadas o BPC; 
muy pocas veces he visto unidades reajustables en estos últimos presupuestos. Además, en el último artículo 
de este inciso, se hace una referencia a cómo se ajustan estas unidades reajustables y se derogan una cantidad 
de normas. Da la impresión de que han tomado a la unidad reajustable como la moneda de ajuste; me gustaría 
saber por qué. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Si no recuerdo mal, es por el artículo 217 de la Ley_N* 16.226. Esa fue una 
propuesta que hicieron las OSC y, a partir de esa fecha, los pagos a los que tienen convenio con el 
INAU se comenzaron a hacer en unidades reajustables. 


Voy a aprovechar para comentar este artículo 526, y lo voy a complementar con los artículos 536 y 537, que 
refieren a lo mismo. Las partidas con las que se abonan hoy -porque todavía no comenzó a regir la nueva ley- 
son en base a un crédito estimativo. Esto tiene dos consecuencias: que no está previsto en forma permanente 
para los ejercicios siguientes y que año a año teníamos que llevar al Ministerio de Economía y Finanzas y a la 
Contaduría General de la Nación los montos necesarios para ese año, de acuerdo con la proyección de los 
convenios. El Ministerio de Economía y Finanzas nos planteó que a partir del año 2016 estas partidas dejen 
de ser estimativas y estén previstas en el presupuesto en forma permanente. Desde el punto de vista técnico, 
eso implica que de tipo de crédito 4 -estimativo- pase a ser tipo de crédito 0 y, a su vez, que se impute en 
distintos objetos del gasto según las modalidades de atención o las modalidades de convenios, algo que nos 
parece bien en aras de la trasparencia de la acción pública. 


A modo de ejemplo, los convenios CAIF se van a imputar al objeto del gasto 289.001, los convenios de 
tiempo completo van a ir a otro objeto del gasto, los convenios que tienen que ver con clubes de niños a otro 
objeto del gasto, etcétera. Según las modalidades, va a haber objetos del gasto del 289.001 al 289.011, y 
como se viene abonando en unidades reajustables, estos fondos van a estar en unidades reajustables, con la 
limitación de que no se pueden trasponer estas unidades reajustables a otros gastos. Tampoco se pueden 
destinar fondos que están previstos para otros gastos a estos objetos que tienen que ver con los convenios que 
INAU tiene con las distintas OSC. 


Las unidades reajustables previstas en el artículo 526 básicamente tienen que ver con convenios, que no 
necesariamente son los previstos en el Sistema Nacional Integrado de Cuidados que tiene que ver con 
primera infancia y con CAIF, sino que son para otras modalidades de convenio. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Le pido que me repita la referencia a la ley que hizo al comienzo. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Es el artículo 217 de la Ley_N” 16.226, pero si hay dudas puedo chequearlo 
y luego lo confirmo. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Entonces, vamos a solicitar que se nos remita el número de la ley, porque 
la buscamos y no es esa 


La segunda pregunta es una confesión de ignorancia. El contador Cairo hizo referencia a las OSC y no sé qué 
son. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Son organizaciones de la sociedad civil, que comprenden una variedad 
importante de organizaciones de distintos ámbitos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- En cuanto al artículo 527, como estas partidas tienen como objetivo 
gastos de inversión, nos gustaría que se nos explicara, fundamentalmente en el Programa 461, a qué 
inversiones se hace referencia. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Los artículos 527 y 528 incrementan los recursos para infraestructura e 
inmuebles de modo importante: algo cercano a US$ 1.000.000 por año en el artículo 527, y 
$ 200.000.000 -que son otros US$ 8.000.000- para los años 2016 y 2017 en un rubro similar. Quisiera 
conocer un poco más si esto es para obra nueva, para compra de inmuebles o para reparaciones, y 
ponerlo en contexto. 


En la legislatura pasada formé parte de una comisión de seguimiento bicameral que varias veces recibió al 
organismo y en la cual se nos presentó la necesidad imperiosa de generar nuevos espacios acordes para la 
privación de libertad. Recibimos aquí la propuesta de la construcción de un centro único en el mismo predio 
de la Colonia Berro, donde se iba a hacer una gran instalación, con capacidad importante para recluir allí a la 
mayoría de los privados de libertad. Inclusive, tuve una reunión en el INAU con sus autoridades -recuerdo 


que en ese momento estaba el director Dardo Rodríguez-, donde nos presentaron los planos. Luego eso 
cambió, y se llegó a la conclusión de que había que reformar lo que hoy es el Ceprili. Además, se incluyeron 
otras reformas como la de La Casona, la del Hogar Ser y ni qué hablar de todas las gestiones que se hicieron 
y lo difícil que fue la transferencia del predio perteneciente al Ministerio de Defensa Nacional, el del ex 
Batallón de Caballería N* 9, ubicado en Belloni y Aparicio Saravia, para que también fuera una dependencia 
del INAU. Toda esa historia es muy compleja. Tenemos información de que el predio del ex Batallón de 
Caballería N* 9 fue vaciado y que, entre que se vació y se ocupó, algunos otros lo siguieron vaciando; hubo 
una enorme depredación en ese ínterin. Además, tanto ese lugar como el Ceprili insumieron recursos 
importantes: se habla de US$ 20.000.000. Las autoridades que nos visitan han denunciado pública y 
penalmente la calidad de esas construcciones. Esto no solo significa un mal uso de recursos públicos, sino un 
problema grave de gestión. Hubo una transición para que los jóvenes pasaran allí y ahora que están allí y se 
cerraron otros hogares, no hay dónde llevarlos mientras se reparan los lugares; esto genera problemas graves. 
En ese sentido, me gustaría saber qué está pasando, porque se nos pide más dinero. ¿El dinero es para 
corregir lo que se hizo mal o se está hablando de más plazas? 


Antes de asignar los US$ 20.000.000 llegó a haber seiscientos cincuenta menores privados de libertad y 
alrededor de trescientas plazas. El dinero que se nos pidió era para llegar a setecientas plazas. Hoy hay 
quinientos treinta menores privados de libertad y seguimos teniendo problemas graves en cuanto a dónde 
alojarlos. Es decir que hay un desencuentro fenomenal con lo que se nos dijo hace un tiempo. En el marco de 
un gran debate nacional sobre rebajar la edad de imputabilidad, en el que todos tomamos posición, hubo un 
compromiso de todo el sistema político -Gobierno y oposición- para otorgar recursos de todo tipo, desde 
intelectuales hasta económicos y humanos, para superar una situación que era compleja; incluso cambiamos 
normas penales. 


Sin embargo, pasado el tiempo, tenemos problemas que están vinculados a la gestión, al respeto a los 
derechos humanos, a la calidad de la construcción, a la calidad y capacitación de los funcionarios que 
ingresaron y ni qué hablar de la calidad de los resultados. No obstante, se nos viene a pedir más plata. No 
digo que esté mal, pero quiero que se entienda que cada vez que le decimos "Sí" a alguien, le estamos 
diciendo "No" a otros, porque vienen delegaciones de la sociedad civil y otros organismos que no fueron 
contemplados como correspondía y que piden recursos que no vinieron en el presupuesto; por ejemplo, 
dentro de un rato vamos a recibir a las autoridades del Instituto Clemente Estable porque no están 
contemplados en el presupuesto. 


En ese sentido, nos preguntamos si es conveniente dar US$ 10.000.000 más al INAU para que siga gastando 
en inmuebles y no otorgar $ 500.000 más a la Escuela "Roosevelt". Nuestra tarea es decir que sí y decir que 
no. 


Por lo tanto, creo que la pregunta que hizo el diputado Penadés, que yo complementé, es absolutamente 
pertinente. Se trata de un tema clave del debate presupuestal con el INAU y el Sirpa. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Ya que estamos hablando de inversiones, a pesar de que no está en el 
articulado pero sí en el planillado, me gustaría que tanto las autoridades del INAU como del Sirpa 
explicaran lo que está establecido en el Cuadro 25, que figura en la página 41 de 46, del Tomo Il, que 
tiene que ver con inversiones. Para el fondo de infraestructura educativa del INAU no hay partidas 
previstas para el presente ejercicio presupuestal. Me gustaría saber a qué se debe. 


Con relación al Programa 831, CAIF primera infancia, están previstos $ 284.000.000 para 2016, 

$ 364.000.000 para 2017, $ 364.000.000 para 2018 y $ 364.000.000 para 2019. Me gustaría saber por qué los 
centros diurnos de primera infancia tienen solamente dos partidas para 2016 y 2017 y no para el resto del 
ejercicio. 


Además, me gustaría conocer la inversión en inmuebles -quizás la información pueda ser remitida en otro 
momento- que está previsto en el Programa 973 que es de $ 141.582.000 para los ejercicios 2016 y 2017, de 
$ 125.000.000 para el ejercicio 2018 y de $ 121.000.000 para el ejercicio 2019. 


En el Programa Gestión de privación de libertad, se asignan las siguientes partidas a inmuebles para centros 
con medidas especiales: $ 211.645.000 para el año que viene, $ 216.067.000 para 2017, $ 116.000.000 para 
2018 y $ 116.000.000 para 2019. 


Si la información es demasiado extensa, quizás nos puedan remitir el plan de inversiones para conocer 
detalladamente adónde se pretende destinar esas partidas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Dardo).- No quiero dejar pasar lo que manifestó el diputado Gandini, porque 
la alusión fue directa y es correcto, ya que participé en el Directorio en el período 2010-2015, con 
excepción de un mes. Es decir que fui protagonista de todo el proceso. 


Creo que hay que hacer un debate a fondo sobre estas situaciones. He tratado de ser extremadamente 
prudente en este tiempo complejo y difícil para la institución, y especialmente para el Sirpa, porque entiendo 
que cualquier incursión en estas condiciones es echar nafta al fuego. En ese sentido, me parece que mi actitud 
-lo fue en el período pasado y lo está siendo ahora hasta que se decida lo contrario o de manera diferente- es 
tratar de facilitar y colaborar en un proceso que de por sí es complejo. No quiero eludir responsabilidades, 
pero sí tengo diferencias con la evaluación que se hace del período pasado y el planteo que se hizo en los 
medios de comunicación de asuntos vinculados al pasado que no comparto. No obstante, no me parece el 
momento adecuado para hacer un debate a fondo. Esto no quiere decir que no lo tengamos que dar, pero hay 
momentos para cada cosa. Hoy el sistema está en un nivel de inestabilidad tal que me parece que cualquier 
intervención imprudente puede agravar la situación y mi objetivo es llegar a la estabilidad. 


Por otra parte, no me gusta discutir sobre subjetividades porque no estoy en el Parlamento ni hago política de 
otra naturaleza, sino que estoy en la institución como un componente técnico. De todas maneras, no eludo la 
responsabilidad política. En ese sentido, cada vez que hay un debate de esta naturaleza, como corresponsable 
de un organismo tengo que fundar las decisiones formales que tomamos. Me parece que los jerarcas nos 
expresamos a través de las resoluciones y los fundamentos que las sostienen, y sobre esa base hay que 
discutir. 


Hace muy pocas semanas, escuché por primera vez a las autoridades actuales del Sirpa hacer una crítica muy 
fuerte a la calidad de la construcción, pero no salí a la prensa a contestar, sino que fui al Directorio del INAU 
a plantear la necesidad de hacer una auditoría seria que nos permitiera saber si lo que se pidió a las empresas 
que hicieran se hizo o no de esa manera. Tiene que haber garantías para todos: para el Estado que puso la 
plata y para la empresa que construyó. ¿Por qué voy a decir a priori que la empresa no cumplió, si no tengo 
ningún elemento objetivo que me lo diga? Para eso están las auditorías. Inmediatamente el Directorio del 
INAU pidió asesoramiento al Ministerio de Transporte y Obras Públicas porque se tuvo cuidado de no 
involucrar a las áreas de arquitectura del Sirpa o del INAU para evitar cualquier suspicacia. Se nos han 
mandado unos informes preliminares, a mi juicio, están muy lejos de ser una auditoría; aún así, teniendo esos 
informes, hemos resuelto en el Directorio crear una auditoría con jurídica, con el Ministerio para que dé las 
garantías, con arquitectura, con los servicios generales y de auditoría de INAU para hacer una auditoría 
integral, que abarque no solamente los aspectos constructivos, sino también los económicos, la forma en que 
se pagó, lo que queda por pagar, cómo se ejecutan las garantías que están previstas. Una vez que eso ocurra, 
voy a opinar si lo que se hizo estuvo bien, regular o mal, porque me parece que así se hacen las cosas. 


Además, quiero hacer algunas precisiones. Yo estuve encantado de la vida con el centro -el señor diputado 
Jorge Gandini lo sabe perfectamente- porque fui el promotor de hacer aquella reunión para mostrar su diseño. 
Sin ser un experto en estos temas, me pareció que era una de las mejores alternativas que yo había visto. 
Consulté con gente que sabía al respecto y me dijo que esta era una buena propuesta y me pareció digno 
compartirla con quienes habían participado del proceso de negociación, previo al gobierno pasado. 
Recordarán que, cuando se trató el tema de seguridad, en esta cuestión hubo un consenso político muy 
amplio y nosotros lo queríamos honrar. Por eso fue que convocamos, informamos y tratamos de ser lo más 
transparentes posibles. Nos pareció que esta solución era muy buena para el sistema. En el medio hubo un 
conjunto de decisiones, pero no pude participar de todas ellas. Luego, pedí las explicaciones de por qué no 
llegamos a ese centro y terminamos con estas propuestas fraccionadas. En principio, el argumento que se me 
dio era de recibo y el Parlamento sabe, porque hemos comparecido aquí muchas veces y no solo en la 
Comisión de Presupuesto, que teníamos una presión brutal sobre el sistema. Es verdad lo que dice el señor 
diputado Jorge Gandini en cuanto a que había seiscientos adolescentes privados de libertad y teníamos plaza 
para trescientos, trescientos cincuenta, siendo generosos. Hay que tener en cuenta que el objetivo no era 
construir setecientas, sino trescientas cincuenta; esa fue la intención. El megacentro llevaba mucho tiempo y 
no nos permitía dar respuesta a esa demanda brutal que teníamos. Esa fue la razón por la que se hizo el 
procedimiento que se hizo: adjudicación directa. Yo también me hago corresponsable, porque una de las 
protagonistas de esa iniciativa -estas cuestiones no las hago públicas nunca- fue la de pedir al Presidente de la 


República que nos facilitara una herramienta rápida para evitar los mecanismos contenidos en las normas del 
Tocaf, a efectos de hacer una contratación rápida porque no teníamos tiempo, la demanda y la presión eran 
muy grandes y las condiciones en las que estaban los adolescentes eran insostenibles. Recorrí todas las 
bancadas y cada uno de los sectores, porque el Presidente de la República nos hizo saber desde el primer 
momento que si había uno que no estaba de acuerdo, no estaba dispuesto a firmar un decreto que autorizara a 
esto. Todo el sistema político nos dijo que sí y ese fue el instrumento, a partir de ese decreto, que habilitó esa 
contratación directa. Se hizo de esa manera porque ya se había hecho un llamado previo a esta decisión para 
la construcción del primer centro. No recuerdo bien si se presentaron cuatro o cinco empresas. Una de ellas 
quedó por el camino porque no cumplía con algunos requisitos formales y otra porque no puso la garantía de 
compromiso. Quedaron tres empresas ranquedas, en primer, segundo y tercer lugar. 


Lo que se propuso como criterio para la adjudicación directa era decir a las empresas que ya habían 
participado y que tenían experiencia en la construcción de centro similares -habían construido con el 
Ministerio del Interior-, que la primera eligiera las obras que tenía previstas, la segunda en segundo lugar y la 
tercera en tercer lugar. Esa fue la idea que se propuso y que después terminó en lo que terminó, en 
adjudicaciones directas. 


En cuanto a los recursos humanos, yo no creo que haya nadie que tenga vocación de carcelero, y conseguir 
dos mil, tres mil personas para trabajar en un sistema complejo como este es difícil porque nadie los forma. 
¿Quién forma gente para esto? En el INAU, para la inmensa mayoría de los servicios que desarrollamos, no 
tenemos gente formada en las universidades; se forman en la institución, se forman con otros funcionarios 
con más experiencia. La formación de base universitaria no habilita eficientemente a ejercer un cargo 
profesional o técnico en un centro diurno, en un hogar de tiempo completo y mucho menos para esto otro. 
Por lo tanto, es de Perogrullo decir que los funcionarios que están destinados a esta tarea tienen una 
capacitación insuficiente. Además, ¿de qué manera se pueden conseguir recursos humanos calificados por un 
sueldo de algo más de $ 20.000 para trabajar con estos niveles de riesgo? 


Cuando damos la discusión acerca de la necesidad de recursos humanos y sobre lo que se requiere para 
desarrollar una tarea de esta naturaleza, hay que poner todo en el medio para evaluar los resultados. No es 
verdad que no se hizo capacitación. Se capacitó mucho, se recorrió la región y se utilizó buena parte de esas 
experiencias exitosas para aprender de ellas. Nadie dice que aquello era una panacea. Ese es el problema que 
tenemos en el debate que se da hoy, porque va de polo a polo: todo era un desastre, no hay nada rescatable 
del pasado o todo era maravilloso y éramos unos fenómenos. Ninguna de las dos versiones es correcta. 
Además, un debate así no sirve para avanzar en estos temas. 


Quería hacer estas precisiones a cuenta de un debate más profundo, pero me pareció pertinente realizarlas 
ahora porque en la versión taquigráfica quedan registrados comentarios y alusiones al período anterior. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Con respecto a las inversiones que se asignan o que se pretende que se 
asignen para obras vinculadas al Sirpa y otro tipo de inversiones, quiero hacer una diferenciación. 


Como podrán apreciar, en el artículo 527, Programa 461, se establecen una serie de inversiones que van 
desde 2016 hasta 2019, que no tienen que ver con los cientos de millones a que se referían los legisladores 
anteriormente. Lo digo para que no haya confusiones. Se trata de dos géneros de inversiones diferentes, que 
me gustaría explicar. Quizás, no las vieron, pero las van a ver después y, entonces, van a surgir las dudas. Por 
tanto, me parece mejor ir agotando cada artículo. 


Este tipo de inversiones, las del artículo 527, están referidas estrictamente a flota vehicular, que es muy 
importante para nosotros. Hoy por hoy, por responsabilidad estrictamente del paso del tiempo y porque los 
caminos en la Colonia Berro son realmente precarios, la flota está en un estado de desgaste muy importante. 
Recordemos que para poder ejercer las medidas privativas de libertad, cumpliendo con la normativa vigente, 
estamos facilitando mediante nuestra flota la concurrencia de la visita y que los jóvenes vayan a los juzgados 
cuando son citados y a los lugares donde hay plazas laborales. Aspiramos a que sean cada vez más aquellos 
que vengan solo a dormir y no que estén recluidos dentro de los centros de privación de libertad. Eso requiere 
de un sustento y de ahí es que justifico la renovación y si se pudiera -lo estuvimos estudiando a fondo-, la 
ampliación de la flota. 


Hay otros gastos, todos incluidos en el mismo artículo 527; que no se confunda con la inversión a la que voy 
a hacer referencia posteriormente, que son esos cientos de millones de pesos. Hay otros gastos vinculados 
que se incluyen previendo la separación de ambos institutos -como preguntaban los diputados-, tal como 
seguramente indicará la ley. Por eso, se van a generar gastos, por cuanto vamos a necesitar infraestructura en 
lo que tiene que ver con los sistemas de computación, software, computadoras, en función de que vamos a 
asumir responsabilidades que hoy no tenemos, como la liquidación de sueldos y demás; todas actividades 
administrativas. Si bien consideramos que no se requerirán muchos recursos humanos, porque, como 
expresamos, las computadoras facilitan las tareas, sí vamos a necesitar un sostén informático. En ese sentido, 
nuestra visión es la de informatizar todo el sistema y no solo lo que tiene que ver con la administración; nos 
referimos también a la parte de gestión y a la elaboración de la ficha única del adolescente en conflicto con la 
ley a efectos de que esté informatizada, como sucede, por ejemplo, en el lugar de donde provengo, el INR, 
sistema de privación de libertad de adultos. Esto tiene costos elevados. 


Asimismo, solicitamos recursos para algunos elementos que consideramos una inversión, como los chalecos 
anticortes. Nosotros tenemos que cuidar a los adolescentes privados de libertad, pero también tenemos 
responsabilidad sobre el cuidado de nuestros funcionarios, que hoy por hoy están trabajando como pueden. 


También necesitamos escáneres, porque es de público conocimiento que la revisoría es algo bien complejo. 
No solo es bien complejo, sino que, además, la entrada es la puerta de entrada -valga la redundancia- de 
determinado tipo de sustancias y de otros elementos que no son deseables. Deseamos evitar eso, de alguna 
manera. Por eso, es necesario realizar la compra de escáneres. Estos aparatos realmente tienen costos 
elevados, pero, a su vez, disminuye y racionaliza el número de funcionarios. 


En apoyo a la seguridad, además de los chalecos y de los escáneres, necesitamos un sistema de cámaras de 
seguridad, lo que tiene costos interesantes. Ello nos permitirá monitorear todas las instancias e, inclusive, dar 
algún tipo de respaldo jurídico a las actuaciones de los funcionarios y a los adolescentes de los que somos 
responsables a efectos de que se cumpla la normativa. El monitoreo con cámaras, hoy por hoy, con la 
tecnología que tenemos, permitirá que se hagan más y mejores cosas con menos funcionarios. 


Esto que manifesté corresponde al artículo 527. 


Con relación al artículo 528, al que se hizo referencia, yo no puedo hablar sobre la gestión anterior. No me 
corresponde; no estaba. Asimismo, considero que tampoco sería constructivo hacerlo en este ámbito. Mi 
visión es que uno tiene que construir. De todas formas, nada se empieza de cero; todo se empieza de algo. La 
visión que tenemos nosotros es un proceso de mejora continua. Para poder hacer una mejora continua, de 
algo estamos partiendo, porque nosotros encontramos una institución; no se trata de que no había nada. 
Habrían muchos aciertos y algunos desaciertos; no me corresponde evaluarlo. 


No obstante, en lo que tiene que ver específicamente con las construcciones, entiendo que en otro momento 
se vino a solicitar dinero para estas construcciones y se les dijo que sí. Pero esas construcciones no resultaron 
y, hoy por hoy, nosotros tenemos que volver a pedir dinero, porque nos encontramos con un sistema en el que 
deben ser reemplazadas determinadas estructuras edilicias ya que no están en condiciones de dar garantías 
suficientes para la rehabilitación, para la integridad física de los adolescentes privados de libertad, para evitar 
las fugas de los adolescentes ni para el trabajo de los funcionarios. Por ese motivo, si venimos a pedir cientos 
de millones de pesos es porque queremos construir un centro en el que podamos albergar a todos estos chicos 
que tienen grandes dificultades, cumpliendo con toda la normativa, y a su vez, generar la progresividad del 
sistema. ¿Qué quiere decir esto? ¿Que las otras obras no sirven? No. Vamos a utilizar las otras obras, porque 
debemos ser muy cuidadosos con el gasto público. ¿Cómo las vamos a utilizar? Si las otras obras hoy no nos 
dan las garantías suficientes para que se alojen los chicos que están en la etapa más conflictiva, porque ha 
habido fugas o rupturas, las vamos a reacondicionar para que se alojen allí los chicos que salen a trabajar 
todos los días y vuelven a dormir, porque en un lugar en el que el chico tiene todo el día para fugarse, no lo 
va a hacer de noche, a la hora de ir a dormir. Tratamos de aprovechar todas esas estructuras de la mejor forma 
posible. 


Considero que, con mucha prudencia, hemos hecho este planteo, entendiendo -en mi caso, lo hago 
estrictamente desde el punto de vista profesional y técnico; la parte política, no digo que eludo ninguna 
responsabilidad de ahora al futuro, porque estoy asumiendo hoy, pero no me corresponde hablar de ella- que 
necesitamos una estructura sólida que pueda albergar a los chicos que tienen el máximo grado de 
complejidad, y haciendo un relevamiento de lo que tenemos y de lo que se invirtió en la gestión anterior, para 


aprovecharlo y reacondicionarlo para aquellos chicos que no requieren de tanta seguridad. A su vez, 
queremos lograr que el sistema tenga el margen de movilidad para la progresividad a la que apuntamos, 
porque en la medida en que el chico o la chica, el adolescente en conflicto con la ley, funcione bien dentro 
del sistema, nosotros podremos ir haciendo la movilidad y la relocalización de un lado hacia otro. Eso lo 
vamos a hacer generando instancias llamadas "Juntas de tratamiento y traslado", que hemos probado y ha 
dado excelentes resultados en el Instituto Nacional de Rehabilitación en el sistema de adultos. 


Tenemos otra necesidad. Nosotros tenemos a veintiséis chicas adolescentes que están privadas de libertad. Si 
bien son pocas, el sistema que se necesita es bien complejo; el tratamiento desde el punto de vista edilicio no 
es el mismo que para el de los del género masculino, ya que aquí se alojan, muchas veces, con sus niños. 
Entonces, se necesita otro tipo de infraestructura, que debemos resolver; tenemos la responsabilidad de 
hacerlo y de dar cuenta de ello. 


De esta forma justificamos el planteo económico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se han hecho consideraciones que constan en la versión taquigráfica y 
también se ha dado respuesta, creo que con total claridad, con relación a los artículos 527 y 528. Esa es 
mi percepción. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Creo que logré comprender lo dicho y dado a entender por el director 
Dardo Rodríguez, a quien conozco y estimo -él lo sabe; tenemos un antiguo vínculo-; me parece que 
entendí el punto en el que estamos. Todos sabemos que la situación institucional del organismo es 
compleja, por lo menos, y quizás delicada en algunos terrenos, por el tema que maneja. 


Probablemente, lo más conveniente y prudente sea postergar un debate a fondo -como se sugiere-, pero nos lo 
debemos. En algún momento, lo dimos y tuvimos muchas expectativas, pero algunas no se cumplieron. 


Seguramente, vamos a ingresar en una etapa institucional nueva en la que volveremos a fundar esperanzas y 
expectativas con el nuevo organismo, que esperamos que el Parlamento resuelva crear rápidamente. Pero 
ninguna de estas cosas evitará que en algún momento discutamos con profundidad esto, porque existe la 
necesidad de rehabilitar y de encontrar un sistema que finalmente sea eficiente en la rehabilitación de estos 
menores que están en infracción con la ley. De todos modos, quisiera preguntar algo referido a lo que 
establecía el señor Katz. 


Aquí hay $ 200.000.000 para el año 2016 más $ 200.000.000 para el año 2017, más $ 200.000.000 que se 
dividen entre los años 2018 y 2019. Se trata de partidas que no se repiten, pero son estas. O sea: hay 
$ 600.000.000 que si los llevamos a dólares serían, al valor de hoy, US$ 23.000.000 o US$ 24.000.000. 


Quisiera saber si entendimos bien. Parte de este dinero se va a destinar a reparar, reconstruir o mejorar lo que 
hoy existe y que hay que intervenir sobre ello para poder reacondicionarlo, y parte a un centro nuevo, es 
decir, a una nueva construcción que reúna las condiciones que entienden que son necesarias en materia de 
seguridad, que no es reconstruir los actuales, sino crear un nuevo centro. Si es así, quisiera que se nos diga 
aproximadamente cuánto dinero es para cada cosa, porque estas son partidas de inversión y, por lo tanto, se 
dividen en cuatro ejercicios. Seguramente, está planificado cuánto poner de cada uno de ellos en estos 
cometidos. Entonces, ¿cuánto se va a dedicar a construir un nuevo centro?, si es que entendí bien. El resto 
será para reparar. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Sí, se entendió correctamente. 


Cuando nos presentamos al Ministerio de Economía y Finanzas pedimos una cifra más elevada -esta fue la 
que se nos otorgó- considerando que calculamos que un porcentaje de aproximadamente 15% se va a utilizar 
en reacondicionar los centros que ya tenemos y el resto -acá está incluido todo- va a ser para construir un 
centro de seguridad, para la reparación y restauración o reemplazo del centro de privación de libertad de las 
adolescentes del sexo femenino que están con sus bebés, y pretendemos generar una estructura en el interior, 
donde realmente hoy no existe. No olvidemos que toda la gente del interior que tiene algún tipo de conflicto 
con la ley viene a parar a Montevideo, lo que lleva a un desarraigo familiar y demás. 


No podemos dar cuenta ahora exactamente de los costos, porque vamos a tener que pedir los presupuestos, 
llamar a licitación y de acuerdo con eso ir adaptando, conforme al presupuesto que tenemos, las 
construcciones que vamos a realizar con una calidad que nos garantice que lo que nosotros queremos se va a 
hacer. 


Para eso, la visión que tenemos es trabajar auditados, desde el primer ladrillo. No es que no querramos 
asumir la responsabilidad, sino que no somos arquitectos, no queremos que nuestro departamento de 
arquitectura sea el que pueda decir si le parece adecuado o no. Desde el vamos, queremos que nos 
acompañen y estar auditados, no solamente en la forma de elección de la empresa constructora, sino en cómo 
la empresa va a ir manejando cada instancia y que, cuando podamos decir que recibimos la obra, esta esté de 
conformidad al pliego, se ajuste a lo que solicitamos y podamos entonces desgravitar las garantías con la 
debida tranquilidad de que hicimos lo correcto. Espero haber respondido la pregunta. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Mi duda es por qué -capaz que se usa, pero no se desprende de lo que se 
dijo- no se usa el fondo de infraestructura INAU, que se ha creado con la corporación. Yo supongo que 
a quienes ocupan hoy estos lugares, tanto en INAU como en Sirpa, se les designa por su idoneidad, al 
menos, en los temas que son cometidos principales del organismo y su preocupación, su tiempo y su 
formación está dirigida al tema de la minoridad y a todo lo que la rodea. 


Pero, ¡claro!, cuando los ponen a dirigir obras se les debe complicar como a cualquiera de nosotros y tienen 
que meterse en esto y hacerse responsables -y terminan siéndolo- de los problemas que tienen. 


La creación de los fondos que administra la corporación tienen la virtud de que traslada la responsabilidad a 
un organismo con personas más especializadas en la materia y dedicadas. Entonces, quisiera preguntarles si 
estas obras también las van a hacer directamente o piensan en la posibilidad de trasladar estos recursos a ese 
fondo -si es que tienen marco legal y, si no lo tienen si es lo necesitan- para que haya un tercero que, con 
llave en mano, se haga cargo y les diga: "Acá está el centro de privación de libertad", como le dicen a 
Primaria: "Acá está la escuela". Esa es mi pregunta. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Dardo).- Agradezco al señor diputado Gandini, porque al principio hizo una 
pregunta que, entre tantas que se hicieron, pasó inadvertida. Me refiero a la evaluación relativa a cómo 
había funcionado el fideicomiso que tenemos con la Corporación Nacional para el Desarrollo. 


Nosotros informamos a la Comisión de Presupuesto del período pasado que en la primera etapa fue difícil la 
implementación y la negociación con la Corporación, pero una vez que acordamos el fondo funcionó muy 
bien y logramos para los CAIF, en un corto tiempo, cumplir con las metas que nos habíamos propuesto. En 
realidad, teníamos dos años y medio para poder construir cerca de cien centros nuevos; algunos de ellos 
todavía se están terminando, pero básicamente para la velocidad con la que se construye en el país y para la 
velocidad con que construye el Estado, tenemos una buena evaluación de cómo funcionó ese fondo. 


Mi duda es si tenemos marco legal. Primero, no sé si la ley que creó el fondo lo hizo en forma abierta para 
todo INAU o está acotado a eso. Segundo, habría que definir con las nuevas autoridades del Sirpa si prefieren 
este mecanismo u otro. Acá hay aspectos que todavía es necesario precisar y no es una respuesta que 
podamos dar en el marco de la Comisión. 


Si evaluamos que hay procedimientos que son lentos, costosos y que, además, luego de ejecutados, son 
cuestionados, más vale ir por aquellos que son más rápidos, menos cuestionados y están técnicamente más 
sólidos. Poder explorar este camino me parece de sentido común. 


Por lo tanto, es razonable pensar esto o ampliar las competencias, pero estamos en una dificultad que también 
se planteó hoy; estamos en un período prácticamente de transición, diría de incertidumbre todavía porque el 
Parlamento no ha terminado de votar la ley de descentralización del sistema. Pero supongamos que se 
procese debido a que hay una amplia voluntad política de hacerlo y ahí, obviamente, hay una nueva 
institucionalidad que va a tener que decidir sobre estas cosas y gestionar su propio presupuesto pero, además, 
va a haber un conjunto de tareas que vamos a tener que seguir haciendo en conjunto. La aprobación de la ley 
no separa definitivamente, entre otras cosas, porque hay tareas que desarrollan funcionarios de INAU 
vinculadas al Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente. Me refiero, por ejemplo, a la aplicación de 
medidas no privativas de libertad en buena parte del interior del país. Si bien hoy el Sirpa aplica este tipo de 


medidas en Montevideo y en algún otro departamento, en el resto del país las ejecutan funcionarios de INAUÚ. 
Cabe aclarar que estos trabajadores desempeñan, además, otras tareas; no se dedican exclusivamente a esto. 
En consecuencia, no podemos decir que determinada cantidad de funcionarios a partir de mañana pasa al 
sistema y el resto, queda. Por tanto, durante un período va a haber un conjunto tareas que se va a realizar de 
manera compartida. 


Como dijo la presidenta, un grupo de trabajo presidido por el director Katz y la directora general e integrado 
por recursos humanos especializados en diversas áreas, está afinando el lápiz para determinar qué es lo que se 
va a transferir en forma directa. Obviamente, hay algunas cuestiones de trabajo grueso como, por ejemplo, las 
relativas a los inmuebles que hoy ocupa el Sirpa y que son de propiedad del INAUÚ. Es fácil decir que estos se 
trasladarán a la nueva institucionalidad. Pero los recursos humanos y de servicios —compras, suministros, 
etcétera-, por un tiempo, hasta que queden definidas las áreas específicas, van a tener que compartirse. 
Buscaremos la forma de dar a esto un curso formal, legal pero, reitero, por un período ventana se van a tener 
que compartir. 


SEÑOR KATZ (Eduardo).- Comparto en todos sus términos lo que dijo el director Dardo Rodríguez. 


También quiero agradecer las opciones que nos han dado; las vamos a evaluar. Tal como dijo el director, 
vamos a tratar de optar por la más breve y que dé mejor resultado, siempre dentro del marco de la 
transparencia. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Después de escuchar la respuesta, con toda humildad quiero hacer una 
sugerencia. 


La Cámara todavía tiene treinta y seis días para analizar este proyecto y esta comisión debe tener por delante 
alrededor de veinticinco días de trabajo. Entonces, sugiero al organismo que analice si necesita una norma. Si 
fuera así, no precisan iniciativa; perfectamente podemos incorporar la propuesta por decisión del Parlamento. 
Es más: ni siquiera tendría que ser una norma imperativa. El texto podría decir algo así como: "Otorgar la 
facultad al INAU para...". Y ahí ustedes nos dicen qué necesitan para integrar este tipo de inversiones e 
infraestructura en el fideicomiso que tienen con la corporación. Eso es una facultad. Ustedes terminarán de 
analizarlo, la corporación les hará una nueva propuesta, verán los tiempos y se pondrán de acuerdo o no, pero 
si no tienen esa facultad, a lo mejor no lo pueden proceder. 


Simplemente, ofrezco esa posibilidad. A lo mejor, a los servicios jurídicos y a los técnicos se les ocurre 
hacernos llegar una idea; la comisión la analizará en su momento, sin necesidad de que vuelvan a 
comparecer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la comisión está de acuerdo, podríamos analizar los artículos que nos 
quedan divididos en grupos. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Propongo hacer dos paquetes: uno, relacionado con las inversiones y, 
otro, con los tres artículos relativos al Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


Entonces, primero tendría que contestarse todo lo que tiene que ver con las inversiones y, luego, el diputado 
Abdala haría una serie de consideraciones sobre el Sistema Nacional Integrado de Cuidados para conocer la 
opinión de la delegación que nos visita. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Si la comisión resuelve seguir el camino que acaba de plantear el señor 
diputado Penadés, sería provechoso hacer un paquete con los artículos 529, 530 y 531, que tienen que 
ver con el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Como estamos hablando de inversiones, me parece mejor que primero 
terminemos de analizar este tema y, después, pasemos al siguiente. Formulé una serie de preguntas 
relativas a asuntos que no están en el articulado pero sí en el planillado, que tienen relación con 
inversiones. Una vez terminado este asunto, con mucho gusto trataremos el otro grupo de artículos. 
Adelanto que si sobre las preguntas que hice el INAU prefiere remitir la información por escrito, no 


tengo inconveniente en que así se realice en el plazo de los próximos veinte días que nos quedan para el 
tratamiento en comisión del presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si todos están de acuerdo procedemos tal como ha propuesto el señor 
diputado Penadés. 


(Apoyados) 
SEÑORA LINDNER (Marisa).- Ampliaremos en este ámbito toda la información que sea necesaria. 


Me gustaría referirme a aspectos vinculados a inversiones para el resto del INAU. 


Todos los que están en esta sala —muchos diputados por sus propios departamentos- conocen el patrimonio 
de la institución. Si bien los bienes son muy importantes, hay elementos sumamente complejos dado que la 
mayoría de los inmuebles tienen muchos años. Recuerdo algunos como, por ejemplo, el que está en Salto en 
un casco de estancia —maravilloso— y la colonia Martirené. En este sentido, Uruguay tiene un patrimonio 
valiosísimo. Esto hace que INAU tenga una serie de dificultades para realizar la adecuación necesaria desde 
el punto de vista de su infraestructura que, por otra parte, es muy costosa. Algunos de estos inmuebles son de 
valor patrimonial histórico, y hoy están destinados a hogares de chiquilines. 


En los últimos años —sería interesante poder analizar esto con más profundidad— se han hecho inversiones 
importantes, pero que siguen siendo insuficientes. A nosotros este elemento nos ocupa porque queremos 
hacer una buena administración de los recursos destinados a inversiones para el sistema de protección. El 
área de arquitectura de INAU ha hecho todo un relevamiento a nivel nacional. En períodos anteriores hubo 
otras prioridades. También se realizaron inversiones y se mejoraron sustantivamente algunos centros; este 
tema se trató durante la interpelación en el Parlamento. Sin duda, los procesos van más lentamente de lo que 
quisiéramos, pero están cambiando la calidad de la vida de los niños que hoy están en nuestra institución. 
Para este período tenemos desafíos muy importantes. Con el presupuesto asignado para inversiones en esta 
etapa hemos priorizado algunos centros que consideramos fundamentales. Todos conocen los informes de la 
institución de derechos humanos con respecto a situaciones vinculadas al sistema de protección que han 
señalado la calidad de la infraestructura existente que, sin dudas, deberemos ir mejorando. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Antes que nada quiero aclarar un error que cometí al mencionar el número 
de una ley que pasaba los pagos a los convenios en UR: es el artículo 217 de la Ley N” 16.462. 


Se planteó la posibilidad de tratar por separado las inversiones y el sistema nacional de cuidados. Pero, en 
realidad, uno de los artículos del sistema nacional de cuidados está vinculado con inversiones. El dinero 
previsto en el artículo 531 para el Sistema Nacional Integrado de Cuidados viene a sustituir el fondo que 
había antes en el Programa 344 proyecto 888. Dentro del sistema nacional de cuidados se creó un programa 
nuevo para las inversiones. Por lo tanto, lo que antes se hacía con ese programa, ahora se hará con este 
nuevo. Los fondos van a estar en INAU pero vinculados al sistema nacional de cuidados. La otra partida de 
inversiones para INAU —de 174 millones- está vinculada con los servicios oficiales de INAU y el destino es 
el que recién explicó la señora presidenta. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Agradezco la información. Me gustaría que el INAU nos enviara el 
plan de inversiones. Este cálculo de dinero debe depender de un análisis para decidir qué instituciones 
serán recuperadas y mejoradas. Por lo tanto, agradeceríamos que nos enviaran las cifras del plan de 
inversiones con el cual pretenden atender el quinquenio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la solicitud será atendida. 
Se pasa a considerar los artículos 529 a 531. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Estos tres artículos refieren a una de las importantes novedades que 
contiene este proyecto de presupuesto como es el Sistema Nacional Integrado de Cuidados; se vinculan 
-como lo establecen las disposiciones- a la implementación de las líneas de acción, particularmente, en 


el área de la infancia, sobre todo, de la primera infancia. Nos consta —así nos lo adelantó quien será el 
futuro secretario del sistema, sociólogo Julio Bango- que en el plan de cuidados, particularmente, en el 
primer año de implementación, es decir, el 2016 -en los otros también-, el componente referido a la 
primera infancia será de enorme significación. Obviamente, eso está en consonancia con el refuerzo 
presupuestal que nosotros celebramos. Todos sabemos la importancia del plan Caif, y también la 
importancia que tiene para la sociedad el hecho de destinar recursos para ese segmento de la vida que 
va de los 0 a los 3 años. 


Voy a plantear dos consultas. De acuerdo con estos recursos adicionales y estos incrementos que se 
establecen aquí, ¿cuál será el resultado en la extensión de la cobertura? Se nos decía que se pretendía ampliar 
la cobertura de los días de funcionamiento de los centros Caif y también su extensión horaria. Esto va a 
permitir una mejora de la cobertura y de la cantidad de los niños que dentro de esas edades podremos atender 
en el curso del quinquenio. Creo que esta es una buena noticia. Me parece importante que se nos pueda 
explicar qué resultados podemos esperar. 


Mi segunda consulta está referida a un aspecto de la ejecución presupuestal, que no es menor. Si bien estos 
recursos se asignan al INAU —dentro del marco establecido en estos artículos—, también es cierto que ahora 
está la novedad del sistema de cuidados, y hay un rediseño institucional. El sistema de cuidados —cuya ley 
está en ciernes; ya fue aprobada en el Senado y ahora la está analizando la Cámara de Diputados, pero 
seguramente en pocos días será ley— establece una institucionalidad nueva, que no es meramente de 
supervisión o coordinación. La Secretaría Nacional de Cuidados que se crea como un órgano del Ministerio 
de Desarrollo Social tendrá potestades muy importantes. Esas potestades permitirán no solo coordinar los 
distintos esfuerzos y programas presupuestales o extra presupuestales, porque el secretario de cuidados podrá 
implementar los programas. La ley le está acordando facultades vinculadas con la ejecución de los propios 
programas. Ahí se plantea el riesgo de la duplicidad en cuanto a la ejecución presupuestal, porque la 
secretaría de cuidados, como órgano del Ministerio de Desarrollo Social es diferente al INAU; es otro 
órgano. Más allá de la vinculación institucional que puede existir entre el INAU y el Ministerio de Desarrollo 
Social, desde el punto de vista jurídico y de la gestión, son personas jurídicas distintas; son personas públicas 
diferentes. Quisiera saber hacia dónde vamos en ese aspecto, cuando empiece el 2016 y, por lo tanto, cobre 
vigor la ley de presupuesto y estos créditos estén disponibles y comiencen a implementarse. Se me podrá 
decir que no va a cambiar nada, que la dirección del plan Caif se va a hacer cargo de esto y que será 
competencia exclusiva del INAUÚ. Pero eso no es lo que dice la ley proyectada o, por lo menos, no es todo lo 
que va a decir la normativa vigente una vez que la ley del sistema de cuidados esté vigente. 


Reitero: me preocupa que se produzca una suerte de duplicidad en función -no nos vamos a detener en eso- 
de que las potestades y atribuciones que se asignan al secretario del sistema de cuidados son de enorme 
importancia. El secretario de la junta de cuidados va a tener iniciativa presupuestal; por supuesto, no frente al 
Parlamento, pero sí hacia la interna del Poder Ejecutivo. Podrá intervenir en los rubros presupuestales, por 
ejemplo, en estos que se aprueban para el INAU, en cuanto a autorizar o no trasposiciones de rubros, 
establecer límites o asesorar al Poder Ejecutivo en materia presupuestal con relación a estos programas en la 
ley de presupuesto y también en las sucesivas normas de rendición de cuentas. Esas eran las dos preguntas 
que queríamos formular, una en cuanto al efecto, alcance y resultado que se pueda esperar de todo esto —que 
desde ya descuento y sé que es muy favorable, pero me parece bueno que se diga-, y otra que en tal caso me 
parece que implica un desafío institucional importante, relativa a qué podemos esperar de la ejecución de 
todo esto y cómo se va a interrelacionar un sistema con el otro, es decir, el sistema clásico del INAU con sus 
competencias a partir de la dirección del Plan CAIF y, por otra parte, el Sistema Nacional de Cuidados y el 
secretario de Cuidados, con las potestades jurídicas que la ley está estableciendo. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Sin duda este tema para el INAU tiene una enorme trascendencia. En 
este período hay un desafío muy grande para el Estado uruguayo que tiene que ver con todo su sistema 
de protección del que se están sentando pilares que se expresan en una ley que no solo establece la 
Secretaría sino también la Junta Nacional de Cuidados. Es decir que hay un ámbito político integrado 
por los distintos ministerios involucrados y también por el INAU que junto con la ANEP tiene un lugar 
muy importante en el sistema de protección vinculado a la primera infancia. 


El articulado del proyecto de presupuesto que se presenta resulta muy elocuente en cuanto a la 
responsabilidad que implica la ejecución de la ampliación de la cobertura para la primera infancia, 


mayoritariamente centrada en los centros CAIF, pero que para nosotros como institución también tiene una 
expresión importante en los centros diurnos. Además —como podrán observar-, el artículo 535 crea una 
figura que tenía una expresión pero nosotros quisimos clarificarla y es la del secretario General de Primera 
Infancia. Esto intenta ser coherente con nuestros principios orientadores y con el desarrollo del primer eje 
programático en la medida en que apuntamos a unificar las políticas de primera infancia en nuestra 
institución. Desde que comenzamos a analizar y profundizar las metas de este período, tanto el directorio 
como los equipos estuvimos convencidos de que el tema programático debe estar centrado en la primera 
infancia y en el Sistema Nacional de Cuidados, porque nos planteamos una unificación programática de la 
cual somos responsables. 


En el Sistema Nacional de Cuidados el INAU tiene una responsabilidad -al menos en este período- asociada a 
dos grandes poblaciones. Una de ellas es la población entre cero y dos años, no porque nos vayamos a 
desentender del resto de la población de primera infancia, pero hay un énfasis muy fuerte en ese sector en el 
que va a estar concentrada toda la cobertura de los centros CAIF y los centros diurnos. Eso no quiere decir 
que los CAIF vayan a dejar de atender la población de tres años, pero esto está fuertemente articulado con la 
ANEP y en este sentido hay elementos que apuntan a la optimización de los recursos en el territorio. En este 
tema también estamos trabajando conjuntamente con el Mides, georreferenciando población para contemplar 
el crecimiento. Inclusive, estos temas son analizados desde el punto de vista crítico en torno al propio 
desarrollo del plan CAIF y no porque se trate de cuestionamientos sino porque son aspectos a repensar que 
están planteados en las distintas investigaciones que se han hecho y, particularmente, figuran en el libro 
relativo a los veinticinco años del plan CAIF. 


En este período tenemos que mejorar la focalización en determinados sectores, por la realidad demográfica 
en el área metropolitana. Eso no quiere decir que no se vaya a incrementar la cobertura en el resto del país, 
pero queremos que toda la inversión que el Estado y la sociedad uruguaya van a hacer en este quinquenio 
tengan mejores resultados en cuanto a calidad y llegada a aquellos sectores para los cuales están destinados 
los esfuerzos en esta etapa —no porque vaya a ser la matriz del sistema integral de protección-, es decir, en el 
primer quintil de ingresos. 


Con estas cifras globales, en las que hemos trabajado en conjunto con toda la institucionalidad, que tienen 
que ver con la Junta Nacional de Cuidados pero, en particular, con la Secretaría Nacional de Cuidados, en el 
desarrollo presupuestal nos estamos planteando un incremento histórico para el país. En la actualidad la 
cobertura general de la sociedad uruguaya en la población de cero a tres años es del 47%, y nos estamos 
planteando que en este quinquenio en la cobertura de esta población vamos a crecer hasta el 64%. Eso 
implica un salto en cobertura sumamente importante y nos desafía, nos ocupa y también nos preocupa porque 
debemos mejorar nuestras capacidades institucionales para mejorar los niveles de ejecución. Esto también 
tiene una expresión presupuestal en lo asignado al Sistema Nacional de Cuidados, de acuerdo con esta 
ampliación de cobertura. 


Además, como ustedes saben —lo ha dicho el equipo económico y queremos reafirmarlo-, el incremento 
presupuestal de este período fundamentalmente se centra en los años 2016 y 2017 y, tal como lo planteó el 
equipo económico, se va a avanzar en los incrementos presupuestales de acuerdo con la evolución y 
desarrollo de la economía. Por lo tanto, hemos trabajado en las metas globales para el período y tenemos un 
desafío muy importante en la creación de nuevos centros CAIF, 


A la vez, los centros diurnos —esto tiene que ver con una pregunta realizada por el diputado Penadés- 
también aparecen como un incremento presupuestal. Son dos modalidades que queremos desarrollar. La 
diferencia está en que los centros diurnos dan cobertura a la etapa de cero y, fundamentalmente, responden a 
la propuesta y modalidad metodológica de intervención que para el Sistema Nacional de Cuidados es muy 
importante. Por ello nos proponemos el incremento de cinco centros diurnos en el período. Esto puede 
parecer poco, pero desde el punto de vista del incremento en los últimos años, lo que nos estamos 
proponiendo resulta absolutamente importante. 


También se formularon algunas otras preguntas que nos parecen relevantes, porque se habló de los procesos 
de formación. El hecho de llevar adelante las metas que nos estamos planteando implica que se deberá 
capacitar aproximadamente a tres mil funcionarios y funcionarias en los temas de primera infancia. Es decir 
que cuando hablamos de ampliación de cobertura y nos planteamos metas tan importantes hay elementos que, 
por un lado, están vinculados con la inversión y, por otro, están asociados con gastos. En este sentido, el 


incremento presupuestal en gastos está vinculado con la ampliación de los convenios con las organizaciones 
de la sociedad civil pero también con el hecho de avanzar e indagar en nuevas modalidades -en lo que se está 
trabajando desde el Sistema Nacional de Cuidados- relacionadas con los acuerdos con las empresas y los 
sindicatos. Es decir que en este desarrollo que consideramos fundamental también hay líneas nuevas y 
metodológicamente diferenciales que hacen incursionar en aspectos que nos parecen muy importantes en 
cuanto a la responsabilidad dentro del Sistema Nacional de Cuidados, que no es solamente del Estado, ya que 
esta propuesta también tiene que ver con un cambio y una transformación cultural de la sociedad uruguaya a 
la que nos adherimos desde el INAUÚ, porque consideramos que debemos ir hacia una sociedad del cuidado. 
Esto implica nuevas modalidades y que las familias modifiquen algunos aspectos que están más que 
sustentados en los análisis e investigaciones en relación con la distribución del cuidado entre hombres y 
mujeres. Debemos fortalecer las capacidades parentales y el hecho de que los varones -como padres- asuman 
responsabilidades en la distribución del cuidado. Además, hay aspectos sustentados en la responsabilidad de 
los actores privados, ya sea asociados con las empresas o con la sociedad civil. 


Por lo tanto, hay una apuesta muy grande a los procesos de cambio cultural en la sociedad uruguaya. Si 
desagregamos nuestro presupuesto, vemos que hay niveles de fortalecimiento para el funcionamiento del 
INAU con el incremento de los puestos de trabajo. Nosotros necesitamos fortalecer nuestra capacidad 
institucional para la evaluación y monitoreo y para los niveles de supervisión. Hay que tender a que, más allá 
de las modalidades de intervención, la política en primera infancia sea única, sustentada en aspectos en los 
cuales podamos coincidir y monitorear para obtener resultados de impacto que modifiquen las oportunidades 
de un sector tan importante de la población. Fundamentalmente, nos centramos en las personas con mayor 
vulnerabilidad, es decir, las que se encuentran en el primer quintil de ingresos. 


En tal sentido, nos proponemos una ampliación de cobertura muy importante a través de dos aspectos. Uno, 
refiere a la creación de nuevos centros. Para ello, hay un importante incremento presupuestal para inversiones 
e infraestructura. Al respecto, hay una modalidad que fue muy bien evaluada en cuanto a la ejecución -como 
decía el señor diputado Gustavo Penadés- que involucra a la Corporación Nacional para el Desarrollo y al 
fideicomiso. También se están indagando otras modalidades de manera de poder generar mayor agilidad en 
los procesos y en los niveles de ejecución. 


Esta es una enorme oportunidad para el INAU porque, de alguna manera, vamos a estar desafiando nuevas 
metodologías de trabajo. También estamos discutiendo nuevas modalidades constructivas. El modelo que 
tenemos hoy es una maravilla. Todos los que están acá conocen la apertura de los centros CAIF y nos 
enorgullece como sociedad uruguaya ver las prestaciones que se realizan. 


En cuanto a nuestro presupuesto, tenemos un incremento importante para atender la primera infancia; es casi 
el 38% de toda la inversión prevista para el Sistema Nacional Integrado de Cuidados. Este incremento 
presupuestal es muy importante a lo largo de los cinco años. Además, creemos que está en consonancia con 
algo que fue expresado por el señor diputado Pablo Abdala. Me refiero a la importancia de esta población en 
el marco del Sistema Nacional Integrado de Cuidados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Fernando).- Quiero sumar algún concepto más a la exposición de la señora 
presidenta. 


En principio, debemos tener en cuenta que hay una priorización para la primera infancia. En nuestra 
presentación de las líneas estratégicas decíamos que esa era una de las cinco líneas estratégicas para la 
gestión de este directorio. Eso marca la prioridad en los esfuerzos presupuestales, de formación y para llevar 
adelante esta línea que todos coincidimos que es absolutamente prioritaria en el país. Además, tenemos 
experiencias que nos afirman por dónde transitar con esta prioridad: centros diurnos, CAIF y otros 
dispositivos que se están desarrollando para la atención de la primera infancia. 


El foco está dado en la franja etaria de la primera infancia. También se busca atender el quintil con menores 
ingresos de la población; eso representa el 20% de la ciudadanía a nivel nacional con menos ingresos 
familiares. 


Según los estudios, el niño que ingresa a primaria y que proviene de un centro CAIF, tiene mayores 
posibilidades. Su situación a los efectos de incorporar la socialización y los componentes de integración a 


primaria es muy favorable. Las experiencias de las maestras de primer año de primaria dan cuenta del nivel 
de desarrollo y de capacidad de integración de los niños cuando provienen de un CATF. 


Ese nuevo 20% del quintil de la población con menores ingresos que va a llegar a primaria implicará que lo 
hagan en buenas condiciones y que tengan un mejor nivel de inserción en el ciclo primario. Este es un trabajo 
que se viene haciendo con primaria para que el pasaje desde los CAIF sea fluido; se busca que haya un 
tránsito educativo entre la primera infancia y la infancia. A nivel de primaria y secundaria, también hay que 
trabajar con los clubes de niños y con los centros juveniles. 


Este énfasis en la población de menor edad, en la primera infancia, en el quintil con menores ingresos de la 
población implica un esfuerzo especial, que el instituto se prepare para atender esta población, que requiere 
una atención especializada. Por eso el esfuerzo de la formación y capacitación de un número muy importante 
de población. 


El hecho de hacer énfasis en el sistema de primera infancia, a nosotros no solo nos implica asumir las metas 
en articulación con el Sistema Nacional Integrado de Cuidados sino que nos impone analizar la dinámica y la 
dimensión de la institución para poder cumplir con todas las metas. Por eso aparece el tema de reforzar la 
secretaría de primera infancia como un ámbito que no solamente gestione los CAIF sino que articule la 
cobertura de la primera infancia. El centro CAIF aparece como el dispositivo que atiende el porcentaje mayor 
de niños en la primera infancia, pero también están los centros diurnos con una ampliación en su cobertura. 
Todo lo que tiene que ver con las adopciones también estará en el área de primera infancia. También se 
contemplará lo relativo al acogimiento familiar con experiencias que se puedan desarrollar con familias de 
acogida en la franja de niños de la que estamos hablando en este momento. 


Dentro de los dispositivos de CATF, todos los niños van a tener la cobertura necesaria en función de la 
dinámica familiar. Habrá salas con educadores para atender a los niños que requieran cuatro u ocho horas de 
atención, siempre con un vínculo familiar de por medio. Acá hay un doble objetivo: la atención integral del 
niño y facilitar la dinámica familiar para la incorporación al mercado de empleo; este es un tema bien 
interesante. Si nosotros articulamos la atención del niño, estará atendido en un centro de educación integral. 
Hago énfasis en esto porque el incremento de cobertura no debe implicar volver al sistema de guarderías -se 
ha hecho un esfuerzo en ese sentido-; seguirá siendo un sistema de educación integral, que tiene intervención 
comunitaria y familiar. Es decir, el niño estará atendido en términos de educación y desarrollo integral. La 
familia también tendrá elementos para facilitar la inserción laboral. Ambos componentes, articulados, 
determinarán que esa familia pueda ampliar sus capacidades de criar a ese niño en mejores condiciones. 


En esta intervención estamos incorporando el enfoque de otra línea estratégica: reforzar los cuidados 
parentales, la capacidad de la familia para cuidar a ese niño, entendiendo a la familia como el ámbito 
adecuado y más propicio para el desarrollo integral de los niños y las niñas, fundamentalmente, en esta franja 
etarla. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Creo que es muy importante todo lo que se nos ha dicho; son buenas 
noticias y objetivos ambiciosos que, obviamente, todos compartimos y respecto a los cuales todos 
tenemos que comprometernos en su consecución. 


Con ese espíritu, a mí me subsiste una sola duda que tiene que ver con lo institucional, precisamente, con los 
aspectos más concretos que hacen a la gestión y ejecución presupuestal. Aquí se han definido metas 
absolutamente compartibles y se asignaron recursos que todo vamos a votar, pero de lo que se trata es de ser 
eficientes y eficaces en la ejecución de los recursos para alcanzar los objetivos. 


Ahora se plantea -tiene que ser para bien; lo vamos a votar- un sistema nuevo que, en tal caso, define 
autoridades y competencias nuevas sobre la misma materia. 


Entonces, ¿cuál es la pregunta que reformularía o, en todo caso, solicitaría una aclaración adicional? Quisiera 
saber cómo va a ser la articulación en todo el contexto que aquí se ha definido y en el de estos recursos y 
objetivos presupuestales entre el INAU, quienes estén a cargo de Primera Infancia del INAU, y las 
autoridades del Sistema de Cuidados, la Junta Nacional de Cuidados -el INAU es una doceava parte porque 
allí hay una docena de organismos públicos, inclusive tres o cuatro ministerios- y, particularmente, la 
Secretaría Nacional de Cuidados. 


Como bien decía la señora presidenta, esto demanda políticas públicas y unidad en la ejecución. 


Esta es la pregunta que reiteraría para poder imaginarme o por lo menos proyectar de qué manera todo esto 
comenzará a implementarse a partir del 1” de enero, teniendo en cuenta que cada día que pasa con relación a 
esto vale mucho, tal vez más que el propio el valor económico de los recursos. 


SEÑOR LINDNER (Marisa).- En estos casi cinco meses desde que asumió este directorio hemos vivido 
intensamente todo el proceso de elaboración del presupuesto quinquenal; tenemos buenas noticias 
porque hemos trabajado en forma articulada, complementaria, y con algo que consideramos 
fundamental en el desarrollo de las políticas públicas, que hace a estos ámbitos de articulación. 


Todos quienes estamos acá sabemos de las dificultades que muchas veces se presentan en las sinergias 
institucionales para atender a las poblaciones. Las personas, en particular los niños, son uno, y muchas veces 
confluye una serie de institucionalidades por salud, educación, protección integral, etcétera. 


Un elemento que ha estado en el proceso de discusión, que abona en este sentido y que es una preocupación 
muy grande para este quinquenio para poder avanzar en torno a lo que ha sido una prioridad de anteriores 
Administraciones vinculadas a las poblaciones de mayor vulnerabilidad social, es la articulación. Por lo 
tanto, los programas prioritarios y esto que estamos tratando de desarrollar está vinculado a las situaciones de 
mayor vulnerabilidad, y a cómo conjugarlas y vincularlas con los sistemas universales. Acá, la participación 
del sistema de educación a través de la ANEP y del Ministerio de Salud Pública en todos estos niveles, que a 
su vez articulan otro conglomerado como el Consejo Nacional de Políticas Sociales, es realmente importante. 


Sin duda que es un desafío. Creemos que para lograr la optimización de los recursos y, fundamentalmente los 
resultados en la población, necesariamente debe existir mucha más sinergia entre las distintas 
interinstitucionalidades. 


Entendemos que la Junta Nacional de Cuidados, de acuerdo con su estructura e integración, es un ámbito 
privilegiado para esto 


Creemos que hay convicción en que estas inversiones que le estamos exigiendo a la sociedad uruguaya -creo 
que esto lo compartimos todos quienes estamos acá- deben tener los resultados e impactos necesarios. 


Durante estos cinco meses hemos trabajado en forma articulada con mucha sinergia y complementariedad 
con el Mides, particularmente con el Programa Uruguay Crece Contigo. En todo este proceso, con los 
recursos escasos que siempre tienen la sociedad y el Estado, es necesario desafiarnos para mejorar nuestras 
intervenciones. Tenemos mucha confianza en esto. 


A su vez, el Sistema Nacional de Cuidados va a implicar algunos elementos con relación a la regulación de 
los servicios, temas que estarán en la agenda en los próximos meses. Este es un aspecto que puede aportar la 
Secretaría Nacional de Cuidados, inclusive como ámbito de articulación y coordinación 


Tenemos muy buenas señales de ANEP en torno a cómo conjugar y utilizar recursos con relación a ese pasaje 
de dos a tres años, en esas instancias que a veces son quiebres en el proceso vital de un niño. Esto también 
requiere un ámbito de coordinación y articulación. 


También estamos trabajando con el Mides en la georreferenciación, porque estamos analizando la 
infraestructura que existe en el país a efectos de complementarla. Hay lugares en el interior del país en que se 
han abierto escuelas de tiempo completo y hemos tenido que pasar los clubes de niños a centros juveniles 
para que el programa gane en complementariedad. 


Este directorio está entusiasmado -más allá de la responsabilidad de la institución en la implementación- en 


que podamos lograr la conjunción, porque los procesos de desarrollo de un niño nos hacen responsables a 
muchos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que se han respondido las preguntas del señor diputado Abdala. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- En los artículos 532 al 537 estamos planteando algunos aspectos que 
están en consonancia con lo que consideramos como fortalecimiento institucional. Se apunta al 
fortalecimiento de la Secretaría General y del salario de los asistentes de directorio. Básicamente, el 
artículo 532 expresa algo a lo que ya habíamos hecho referencia. Hay un aumento de 5 BPC que 
consideramos necesario, así como elementos vinculados con la creación de la figura del secretario 
general de Primera Infancia; el mayor incremento es para el salario de la Secretaría General. 


El cuanto a las modificaciones programáticas previstas para el caso de los centros bailables, estas tienen que 
ver con partidas pendientes y consideramos que teníamos para mejorar este aspecto de regulación. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Me voy a referir a los artículo 533 y 534 en función de que abordan la 
misma temática. 


En el año 1946, según los literales B) y C) del artículo 8” de la Ley N* 10.853, se crea un impuesto a las 
entradas a los bailes. El literal B) plantea que durante la semana de carnaval el impuesto será del 10%, 
mientras que para el resto del año, será del 1%. Asimismo, establece que lo recaudarán las intendencias -algo 
que en etapas anteriores se hacía cuando se troquelaban las entradas- y que lo recaudado será destinado al 
INAU. 


Con el tiempo se ha cambiado todo el sistema de troquelados, se ha realizado otro tipo de procedimientos y lo 
cierto es que la mayoría de las intendencias no cobran el impuesto y, por ende, no lo vierten. El Tribunal de 
Cuentas audita los balances del INAU y desde hace varios años los observa, y le ha pedido al INAU que 
instrumente algún mecanismo para que se aplique la normativa, se recaude ese impuesto y se vierta al INAU, 
tal como está previsto en la ley. Para eso se entendió necesario modificar la normativa. En ese sentido, se 
creó una comisión que estuvo coordinada básicamente por la División Jurídica del INAU, que establece un 
nuevo mecanismo que, fundamentalmente, prevé procedimientos para que el impuesto se cobre y sea vertido 
al Instituto. 


SEÑOR MIER (Sergio).- En cuanto a estos dos artículos que mencionaba el contador Cairo, estoy de 
acuerdo con el fundamento expresado. 


Soy del interior y me consta que estos beneficios previstos por la ley generalmente no son cumplidos ni 
fiscalizados. Sin embargo, tengo alguna duda con respecto a la redacción del artículo 534, no así del 
artículo 533 que me quedó muy clara. 


La duda es que el literal C) del artículo 534 dice: "Con el 1% (uno por ciento) que deberán pagar las 
entidades mencionadas en el literal anterior para los bailes realizados fuera de las fechas preindicadas aunque 
la entrada al baile sea por invitación. Esa cantidad deberá ser pagada al solicitar permiso [...]'"; eso quiere 
decir con antelación al baile. Entonces, no me queda claro en referencia a qué es ese 1%. No puede ser, como 
en el artículo anterior, con relación al producido bruto, porque se va a cobrar al pedir permiso para hacer el 
baile 


Quizás, como el artículo que se deroga tenía una cantidad fija de $ 50, se haya producido algún error. 
SEÑOR CAIRO (Walter).- Me parece buena la inquietud. 


No sé si es porque muchas veces uno tramita la realización de un baile y especifica la cantidad de asistentes. 
De todas maneras, voy a consultar esto con los abogados que trabajaron en el tema. 


SEÑOR MIER (Sergio).- ¿Quedó claro cuál es la duda? Pienso que debe haber habido un error, 
porque antes uno pedía la autorización y tenía que pagar una cantidad fija, y con la modificación se 
establece un porcentaje del 1%, pero no queda en referencia a qué. Sin embargo, el artículo anterior es 
claro cuando habla del 10% que se cobra después sobre el producto bruto. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Creo que lo que el señor diputado expresa es correcto. Esa es la intención, 
pero me queda la duda en la redacción. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Mi pregunta está referida a los artículos relacionados con la facultad 
de contratar asistentes para los señores directores del INAU. En ese sentido, queda claro cuántos son, 
pero me gustaría que quedara sentado en la versión taquigráfica cuál es el monto que va a cobrar por 
todo concepto cada uno de estos posibles asistentes. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Eso figura en el artículo 532. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- Entiendo que está en el artículo 532, por eso lo estoy preguntando; 
quiero saber cuánto es en moneda nacional 20 BPC. 


A su vez, me gustaría saber cuántos son los funcionarios de particular confianza -excluidos, obviamente, los 
tres directores- que el INAU y el Sirpa, tienen hoy, por todo concepto, trabajando en el organismo. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Me voy a referir al INAU. 


Como está establecido por ley, el Instituto tiene dos asistentes técnicos por cada director. En este presupuesto 
planteamos que la Dirección General pueda tener dos asistentes técnicos. Esos son básicamente los cargos de 
confianza que tiene INAU, ya que ni siquiera la Secretaría General es un cargo Q). 


Además INAU es un pulmón de pases en comisión para este ámbito y para los ministerios; es como una 
cantera de técnicos que emigran, fundamentalmente porque el Instituto es una escuela de formación en los 


aspectos sociales y es muy valorado. 


(Ocupa la presidencia el señor representantes Mario Ayala) 


También nos manejamos con algunas contrataciones específicas avaladas por la ley para determinadas 
situaciones. Se trata de contratar particulares para determinada tarea por determinado período, de forma 
acotada. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Cuántas son esas personas? 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Cada director va a tener dos, es decir que son ocho, más la Dirección 
General. En total son nueve. 


SEÑOR GONZÁLEZ (Fernando).- El salario nominal mensual actualmente es de $ 45.780 y se 
propone que a partir del 1” de enero de 2016, sea de $ 61.040. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- Se propone que cada director tenga dos asesores con el máximo 
salario que se puede pagar, pero me gustaría saber si hay pases en comisión y cuántos son. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Fernando).- En mi caso tengo un pase en comisión de ANEP y los dos 
asistentes técnicos. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- La institución tiene más pases en comisión y podemos enviar la 
información. Por ejemplo, el director departamental de San José es un pase en comisión y hay pases en 
comisión solicitados a ANEP de técnicos que están cumpliendo tareas. 

SEÑOR RODRÍGUEZ (Conrado).- ¿Cada director tiene uno? 

SEÑORA LINDNER (Marisa).- Exactamente. 


SEÑORA FULCO (Gabriela).- En nuestro caso, la presidenta y los dos directores tenemos dos asesores 
cada uno, que son cargos de particular confianza. 


SEÑOR PENADÉS (Gustavo).- ¿Y la institución? 


SEÑORA FULCO (Gabriela).- Hay dos pases en comisión que corresponden a la secretaría de la 
presidencia, que provienen del Ministerio del Interior y dos pases en comisión del Mides. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quiero cumplir con un compromiso que tiene la Comisión de 
Presupuestos de hacer una consulta sobre las cuidadoras de hogares de acogimiento. En el mes de junio 
la Comisión de Presupuestos las recibió y nos comprometimos a que en esta instancia íbamos a recabar 
la opinión de la dirección de INAU con respecto a la situación laboral de esas trabajadoras. 


En su momento, ellas plantearon que si bien tienen un contrato, también tienen liquidación mensual con 
recibo de sueldo y liquidaciones de aguinaldo y salario vacacional, y nos mostraron las copias de los recibos 
que están guardadas en las carpetas de la Comisión, pero no son funcionarias. Fue muy difícil de entender lo 
que nos explicaban porque nos mostraron la documentación, pero no tienen número de funcionario ni los 
beneficios. Es más, si se consulta al Instituto ni siquiera están registradas como funcionarias. 


Por lo tanto, en su momento y por decisión unánime de la Comisión, asumimos el compromiso de consultar a 
las autoridades en esta instancia, porque también es un asunto de materia presupuestal. En ese sentido, 
nosotros esperábamos la comprensión de su situación en cuanto a que estuvieran incluidas en esta instancia, 
para ser presupuestadas, para que se crearan los cargos o se hiciera una mención en el plan de acogimiento 
familiar para regularizar su situación, más allá de los $ 180 por día que reciben y todas las insatisfacciones 
que tienen, ya que no es materia de discusión en el día de hoy. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (Dardo).- Es un tema que se viene arrastrando desde hace bastante tiempo. 


La definición de qué tipo de vínculo tienen las cuidadoras con la institución viene siendo discutido desde 
hace mucho tiempo. Lo que sucede es que en el período pasado las cuidadoras iniciaron un juicio a INAU 
para reclamar que no eran reconocidas como funcionarias y pidiendo créditos laborales. Se presentaron en 
diversos juzgados y en todos los casos salvo uno, en primera instancia se falló a favor de la interpretación que 
hizo INAU en cuanto a que no son funcionarias públicas y no tienen sus derechos. Se argumentó que había 
una transferencia hacia el niño y no hacia quien lo cuida. Es decir que los recursos que transfiere la 
institución están destinados al cuidado del niño y no son para beneficio de la persona que lo cuida. Ese 
concepto fue el que primó inclusive en las apelaciones subsiguientes, hasta que la Suprema Corte de Justicia 
falló en todos los casos a favor de la institución. 


Por lo tanto, para nosotros está claro el vínculo laboral actual que tienen estas personas con la institución. 


Hay diversas modalidades de cuidado y distintas relaciones con la institución. En ese sentido, a las 
cuidadoras de la institución que están nucleadas en el sindicato -tenemos instalado un ámbito bipartito y estos 
temas están en la agenda- les planteamos que estamos dispuestos a discutir su situación, trabajar en conjunto 
y hacer propuestas cuando tengamos algo que plantear de común acuerdo. 


El problema es que las personas que recibió la Comisión de Presupuestos están por fuera del sindicato. 
Después que la Suprema Corte de Justicia falló, la inmensa mayoría de las cuidadoras -por llamarlas de una 
manera determinada- se afilió al sindicato que las representa en las negociaciones. Sin embargo, un conjunto 
muy pequeño prefirió continuar con el asunto e hicieron reclamos a OIT, etcétera, y siguen reclamando algo 
que a nivel nacional no tiene mayor discusión porque la Suprema Corte de Justicia emitió un fallo. Hemos 
tratado de explicarles esto y de que la vía correspondiente, una vez que la Suprema Corte de Justicia tomó esa 
decisión, es sentarnos en una mesa de negociación para ver si nos ponemos de acuerdo para elaborar una 
propuesta de cambio legislativo. Nosotros nos reunimos periódicamente con el sindicato y con las 
cuidadoras, porque tenemos una agenda en común que va mucho más allá del tipo de vínculo que tiene la 
institución con ellas. Este tema, particularmente, todavía esta siendo objeto de análisis. Pero, hoy no tenemos 
pronta una propuesta para presentar al Parlamento, pero supongo que vamos a poder hacerla en algún 
momento. Además, entendemos que es un tema suficientemente delicado como para incluirlo en la ley de 
presupuesto y, quizás, requiera de un análisis mucho más específico en una comisión vinculada a los temas 
laborales; naturalmente, esto va a llevar tiempo porque afecta a muchas personas que están cumpliendo tareas 
similares en esta y en otras instituciones. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Reafirmamos todos los ejes que están planteados para el quinquenio y 
que están vinculados con los cuidados familiares, porque es un tema fundamental. No se puede avanzar 
hacia un sistema de acogimiento familiar si no existen modalidades como las que generó la institución 
en el período anterior de familias dispuestas a cuidar de manera transitoria. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Óscar Groba) 


En esto hay elementos muy significativos en torno a la figura de la familia amiga, de la familia extensa; 
es decir, a modalidades que no son contractuales, en las que el eje es el proceso de cuidado. Para llevar 
adelante esto hay que apelar a las reservas de la sociedad. Aquí hay elementos sumamente delicados, como 
decía el Director Rodríguez, que requieren mucho cuidado cuando se analizan y discuten. Precisamente, 
queremos transformar el sistema de internados hacia estas modalidades, en las que las formas contractuales 
tienen que ser otras y primar otros vínculos. El cuidado de aquellos que cuidan requiere elementos que 
queremos poner en agenda, así como también normativas y, para ello, tenemos que seguir generando 
propuestas, aprendiendo y yendo a un modelo único. Hoy conviven varios modelos y algunos tenemos que ir 
dejando de lado porque están muy asociados a modelos tutelares, que no son los que la sociedad uruguaya se 
desafía tener. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quisiera hacer una consulta sobre el artículo 535, porque no lo entiendo 
mucho. 


Aquí se da la facultad al instituto para designar directamente a los titulares de estos dos cargos. ¿Cómo se 
designan ahora? ¿Existen estos dos cargos? ¿Están ocupados? ¿Se eligen directamente? ¿Son de carrera? Me 
gustaría saber un poco más acerca de esto, porque me parece un artículo en el vacío, que no nos da muchos 
elementos, salvo que, obviamente, haya normas que yo no conozca. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- La Secretaría General históricamente siempre fue cubierta por 
funcionarios de carrera, pero existe la potestad legal de una designación directa. Voy a pedir al 
contador Cairo que nos explique la figura legal en relación a esto. 


La Directora General que hoy nos acompaña fue designada en forma directa, de acuerdo con lo que establece 
y habilita la normativa existente. 


La Secretaría General de Primera Infancia está vinculada a lo que antes era la Secretaría del Plan CATF. 
Básicamente, le cambiamos el nombre y la regularizamos. Esta figura ya existía en el anterior período y fue 
ocupada por la maestra Susana Mara, por designación directa. Queremos que tenga un rol de ejecución muy 
importante, porque nos estamos planteando atender alrededor de setenta mil niños en el período. 
Consideramos que, sin sustituir las áreas específicas de primera infancia que son cargos de carrera, la persona 
que ocupe esa Secretaría debe apoyar al Directorio para coordinar un gran número de población y una 
estrategia institucional importante. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Entiendo la necesidad del cambio. 


La redacción de este artículo lo que hace es facultar a designar. Me parece que hay que crear algunos de estos 
cargos. Inclusive, en la fundamentación me pareció leer que había que crearlo. Dice que por lo expresado 
precedentemente se propone la creación de los cargos de Secretario General del INAU y de Secretario 
General de Primera Infancia del INAÚ. Acá no crea nada. Además, cuando dice "designar directamente a los 
titulares", no tiene marco. No dice que hay que designar entre los funcionarios del organismo o entre 
personas que cumplan tales requisitos con idoneidad. Siempre se pone un marco, porque no son cargos 
políticos. Si lo fueran, tendrían que ser cargos de particular confianza. Si no son cargos de particular 
confianza, tienen que reunir otros requisitos para ocuparlos y acá no lo establece. Me parece que al 
organismo le falta algo. Tampoco puede ser una facultad; es de un modo o es de otro. No me parece que el 
organismo pueda decidir cómo lo hace; es decir, si lo hace por concurso, si lo elige directamente. No me 
parece que podamos otorgar una facultad; debemos definir cómo es. O lo hace el organismo o el directorio. 
Normalmente, estas cosas se resuelven por el directorio por unanimidad o por cuatro en cinco -cuando está 
integrado por cinco- de entre los funcionarios con tales características o que reúnan idoneidad debidamente 
fundamentada. Es decir, se pone un contenido, un contexto que limita la posible discrecionalidad del jerarca 


en la calidad y en la procedencia de la persona, hasta para proteger la carrera funcional. Ni qué hablar que 
este es un cargo del final de la carrera administrativa y cuando esta se interrumpe por un cargo político o por 
un cargo de otro modo de designación, tiene que tener un fundamento que no desaliente a los funcionarios 
que vienen desempeñando su carrera administrativa. Me parece que acá está faltando algún otro elemento. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Tomamos nota, señor diputado Gandini. Tal vez falte mejorar la 
redacción. Precisamente, nuestra institución tiene muy pocos cargos de designación directa. Vamos a 
analizar su propuesta. Insistimos en que nuestra institución no se caracteriza por tener designaciones 
directas. Es muy pequeño el equipo que acompaña la gestión de un directorio. 


SEÑOR CAIRO (Walter).- Como expresó el señor diputado Gandini, podemos estudiar esa situación. 


En el caso de la Secretaría General de la Primera Infancia, ocurrió lo siguiente. No olvidemos que los CAIF 
fueron creados en la Presidencia de la República, existiendo una Secretaría Ejecutiva del Plan CATF. Cuando 
el Plan CAIF pasó al INAU, en el año 1997 o 1998, la Secretaría Ejecutiva también pasó. En la ley de 
creación de ese cargo se estableció el procedimiento de su llenado, que era a través de un concurso, pero esa 
ley se derogó. Por lo tanto, nos quedó la Secretaría Ejecutiva del Plan CATF, pero sin un procedimiento para 
su llenado. Aquí se pretendía subsanar esa situación. 


De todas maneras, me parece que lo que plantea el señor diputado puede estudiarse en aras de mejorarlo. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Con respecto al cargo de secretario general, de acuerdo con la 
fundamentación que nos alcanzaron las autoridades del INAU, se trata de la transformación del 
director general en secretario general. Eso debería estar expresado en el articulado y no solo en la 
fundamentación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha sido un gusto recibir a la delegación presente. Son imprescindibles los 
insumos que nos han dado para que esta comisión trabaje. 


Queremos agradecerles. Quedamos a las órdenes. 


SEÑORA LINDNER (Marisa).- Aportaremos la información que se ha requerido, quedando a total 
disposición. Estamos totalmente abiertos a revisar la redacción y a realizar aportes que puedan 
enriquecer la discusión presupuestal, que es muy corta; quedan solo treinta y seis días. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias por su concurrencia. 


(Se retira de sala la delegación del INAU y del Sirpa) 
(Ingresa a sala una delegación de la Junta de Transparencia y Ética Pública) 


—La Comisión de Presupuestos integrada con Hacienda tiene el gusto de recibir a una delegación de la Junta 
de Transparencia y Etica Pública, integrada por su presidente, doctor José Pedro Montero; por su 
vicepresidente, doctor Luis Yarzábal y por su vocal, doctor Carlos Soares De Lima. 


Ya lo hice personalmente, pero en nombre de la Comisión quiero pedirles disculpas por el retraso. Las 
discusiones y la democracia hacen que a veces se nos vaya el tiempo, ya que todos tienen derecho a 
preguntar. Además, queda otra delegación a la que creo que llegamos a tiempo de pedirle que viniera más 
tarde. 


SEÑOR MONTERO (José Pedro).- Antes que nada, queremos agradecerles que nos hayan recibido tan 
rápidamente, ya que lo solicitamos ayer o anteayer, y ya hoy estamos acá. Creo que esto es un 
privilegio, una oportunidad que tuvimos y que no vamos a desperdiciar. 


Como ustedes saben, la Junta de Transparencia y Ética Pública fue creada en el año 1998 por la Ley. 
N? 17.060, que le dio origen y, en ese momento, no se sabía qué se iba a hacer con ella. Se había pensado 


incluirnos dentro de la Fiscalía, el Poder Ejecutivo; luego, dentro de la Fiscalía y, finalmente, por una ley de 
presupuestos del año 1991 fue incluida como una Unidad Ejecutora 022 del Inciso 11, "Ministerio de 
Educación y Cultura". 


Por la Ley_N” 17.060 se creó la Junta Asesora en Materia Económico Financiera del Estado que luego, en el 
año 2011, cambió su nombre por el de Junta de Transparencia y Etica Pública. 


La visión que los primeros integrantes de la Junta tuvieron desde el primer momento era la de lograr la 
independencia administrativa porque la técnica ya la tenían por medio de la ley. O sea que nos demoró tres 
Juntas, casi 15 años, poder finalmente cumplir ese sueño. 


Cuando entramos a la Junta hicimos nuestro primer acto público el día 9 de diciembre de 2011, que es la 
fecha en que se conmemora el Día Mundial contra la Corrupción. En ese momento, uno de los planteos 
fundamentales que hicimos fue el de pasar a una situación de libertad, porque no era lógico que estuviéramos 
dentro del Poder Ejecutivo, cuando teníamos que controlar su funcionamiento ético. Con muy buena voluntad 
esto se aprobó en ambas Cámaras por unanimidad y rápidamente, lo que mucho agradecemos 


Entonces, nos convertimos en un Servicio Descentralizado con todos los problemas que hemos tenido. El 
principal problema, por el cual venimos a conversar con ustedes, fue que nosotros presentamos nuestro 
presupuesto el 21 de agosto, cumpliendo con el mandato constitucional, ante el Ministerio de Educación y 
Cultura para que lo llevara al Poder Ejecutivo y, como dice la Constitución, acompañara. Si estaban de 
acuerdo, lo incluían como presupuesto del Poder Ejecutivo; si no lo estaban, debían mandarlo paralelo al 
presupuesto general del Poder Ejecutivo. 


Por circunstancias de fecha o no sabemos por qué, ese presupuesto no se mandó. A pesar de que la Junta ya 
tiene número de Inciso asignado por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, no aparece en el Presupuesto; 
inclusive, no aparece en el articulado; los Incisos terminan en el 033, que corresponde a la Fiscalía. Entonces, 
no tenemos presupuesto, no tenemos absolutamente nada. Sería el presupuesto de la Unidad Ejecutora 022 
del Inciso 11 "Ministerio de Educación y Cultura". 


Ya no hay tiempo; había tiempo. Cuando presentamos el presupuesto todavía no éramos un servicio 
descentralizado, porque si bien la ley estaba promulgada, todavía no se había publicado, pero se publicó el 28 
de agosto y el lunes 31 era fecha hábil para presentar nuestro presupuesto, pero no se hizo. 


Entonces, estamos acá desnudos, con independencia técnico-administrativa, pero sin ningún recurso para 
poder comprar ropa y vestirnos; así hemos quedado. Por eso, recurrimos al presupuesto. Agradecemos al 
señor presidente en representación de los miembros de esta comisión por habernos recibido tan rápidamente 
y darnos tranquilidad espiritual de que a lo mejor algo podemos lograr. 


Si se me permite, cedo el uso de la palabra al señor Yarzábal para que exponga respecto a la propuesta que 
hemos traído. 


SEÑOR YARZÁBAL (Luis).- Nuestro planteo consta de dos partes: en la primera, queremos 
recordarles los cometidos fundamentales que ratifica la ley de creación del servicio descentralizado y, 
en la segunda, nos referiremos a las propuestas que hemos traído para que sean consideradas por la 
comisión. 


Los cometidos fundamentales del servicio descentralizado Jutep son seis: brindar asesoría cuando sea 
solicitada por la administración, a escala nacional, en lo que tiene que ver con delitos que afecten la hacienda 
pública y la economía del país; asistir al Poder Judicial cuando lo solicite por delitos en la misma materia; 
asumir la custodia y la administración de las declaraciones juradas de los funcionarios públicos; ejercer el 
control de la publicidad que deben realizar los entes públicos sobre los actos de adjudicación de licitaciones y 
de contrataciones directas; promover normativas, programas y actividades de capacitación de los 
funcionarios públicos y atender los compromisos internacionales asumidos por el país en convenciones y 
convenios en la materia. 


Por otra parte, la propuesta que traemos a la comisión contiene cuatro artículos: dos sin costo y, dos, con un 
costo de $ 7.000.000 anuales. 


Presentamos dos artículos sin costo porque el Poder Ejecutivo, al enviar su presupuesto, incorporó fondos 
para dos rubros que no van a poder ser utilizados por la junta. Me refiero, en primer lugar, a $ 800.000.000 
para pagar la contratación de un funcionario de alta prioridad, que fue eliminada de la administración pública 
en el presupuesto 2005-2010 y, en segundo término, al pago de funcionarios de alto nivel, que también fue 
eliminado por el presupuesto 2010-2015. Entonces, tenemos esas partidas, pero no las vamos a poder utilizar. 


Este problema podría ser resuelto con dos artículos. Uno de ellos debería decir: "Facúltase al Inciso 34 'Junta 
de Transparencia y Ética Pública' a disponer las trasposiciones de créditos presupuestales necesarias para la 
mejor prestación del servicio, con la sola limitación de no trasponer partidas de gastos de funcionamiento o 
de inversiones a retribuciones personales". 


El otro, tendría que establecer: "Autorízase al Inciso 34 'Junta de Transparencia y Ética Pública' a realizar las 
transformaciones de cargos que requiera el servicio, siempre que ello no implique aumento de crédito 
presupuestal, lo que será comunicado a la Contaduría General de la Nación, dando cuenta a la Asamblea 
General y al Tribunal de Cuentas". 


Como dije, también proponemos dos artículos con costo. En uno de ellos solicitamos la asignación de 
$ 6.000.000 con destino a la implementación de los compromisos de gestión que, como novedad, este 
presupuesto instala en la administración pública. Vale decir: como el servicio descentralizado Junta de 
Transparencia y Ética Pública va a tener que suscribir compromisos de gestión, pedimos estos recursos. 


El segundo artículo habilitaría a la junta a remunerar con sus créditos presupuestales, a través de horas 
docentes, las actividades educativas que se realicen de acuerdo a lo establecido en el numeral 4) del 
artículo 4” de la Ley N? 19,340. 


Quiero hacer un comentario con respecto al último artículo propuesto. 


La junta ha evaluado la actividad que ha desarrollado durante sus quince años de existencia, y ha llegado a la 
conclusión de que una de las más importantes y de mayor impacto en el país ha sido la capacitación de los 
funcionarios públicos, entre los cuales están incluidos, por supuesto, los del Poder Legislativo. La 
capacitación -financiada con programas internacionales- ha permitido mejorar los conocimientos de los 
funcionarios sobre la normativa anticorrupción y la ética de la función pública. En lo posible, queremos 
extenderla a todos los funcionarios del país. Como la junta no tiene un rubro destinado a horas docentes, lo 
solicita a través de este artículo así como pide disponer de una cantidad de $ 1.000.000. 


Esto es cuanto queríamos decir. 


SEÑOR MONTERO (José Pedro).- Quiero aclarar que los dos artículos sin costo -que refieren a la 
trasposición de créditos presupuestales y a la transformación de cargos- están copiados textualmente 
de los que tiene la fiscalía. Como no tuvimos oportunidad de reunirnos con el Ministerio de Economía 
y Finanzas para arreglar nuestro presupuesto, los copiamos. 


Por otra parte, quiero explicar el artículo relativo a la creación de cargos. Actualmente, la junta tiene dos 
contadoras y una bibliotecaria. Las tres funcionarias están en edad de jubilarse y posiblemente lo hagan una 
vez que esté aprobado el presupuesto. En ese caso, en nuestro padrón quedarían dos contadores y una 
bibliotecaria; no tenemos abogado ni informático. Si pudiéramos trasformar los cargos, podríamos cubrir las 
necesidades que tenemos sin ningún costo, porque quedarían con el mismo sueldo, el mismo nivel 
presupuestal y demás. Simplemente, en vez de un bibliotecario tendríamos, por ejemplo, un abogado, y en 
vez de un contador, un informático. SEÑOR ASTI (Alfredo).- Damos la bienvenida formalmente a los 
integrantes de la Junta de Transparencia y Ética Pública. 


Les solicito que nos dejen los dos artículos que nos acaban de leer para que puedan ser repartidos entre los 
legisladores. 


La situación planteada es muy particular debido a la fecha en que se creó este nuevo servicio descentralizado. 
En el marco de su ley de creación se establece en el artículo 16: "Hasta tanto no se sancione el primer 
presupuesto para el servicio descentralizado que se crea por esta ley, regirá el que a la fecha de su 


promulgación tenía la unidad ejecutora 022 'Junta de Transparencia y Ética Pública' del Inciso 11 'Ministerio 
de Educación y Cultura' incluyendo la totalidad de los créditos presupuestales, cualquiera sea su naturaleza". 


En función de lo que conversamos -tendremos que consultarlo-, podríamos modificar ese artículo 16 
permitiendo la transformación de cargos y la trasposición de rubros, con las características mencionadas por 
los integrantes de la Junta. Habrá que evaluarlo con las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas y 
de la OPP, pero ese podría ser uno de los caminos. Se podría modificar el artículo 16 porque al no tener costo 
no necesitaría iniciativa del organismo ni del Poder Ejecutivo. Esto podría aplicarse en los dos primeros 
artículos, ya que con los otros la situación es diferente. 


Entonces, podrían modificarse los dos primeros artículos, que serían importantes para que ellos pudieran 
funcionar. Quizá, a través de la modificación de un artículo de la ley de creación, podríamos obviar el hecho 
de que este caso no se presentara formalmente como un nuevo Inciso en el presupuesto quinquenal, y se 
regularizaría en la próxima Rendición de Cuentas. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Suscribo las expresiones del diputado Asti. Está claro que el presupuesto 
asignado a la Jutep está dentro del ámbito del Ministerio de Educación y Cultura y, por lo tanto, allí 
figuran las partidas correspondientes. Por lo tanto, hay que hacer una transferencia al servicio 
descentralizado creado por la Ley N” 19.340. A partir de allí, deberían incluirse los artículos que 
suponen un cambio en la denominación de los cargos, porque los recursos ya estarían previstos. Me 
parece que esos son los caminos posibles. 


Distinta es la situación de lo que suponga aumento de partidas. En ese caso, se requiere de otro tipo de 
prevención, que se verá en la discusión presupuestal. 


Entiendo que existe un camino claro para resolver lo que se ha planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El espíritu de esta comisión va por el camino marcado por los señores 
diputados Asti y Posada. Independientemente de que el tema aun no ha sido discutido, podemos darles 
esa primera respuesta. Entendemos que ese es el camino posible y lo iremos evaluando en función de la 
información que nos han brindado; lo discutiremos en el momento adecuado. 


Estamos a las órdenes para recibir los planteos que deseen hacernos. 


Agradecemos la visita a la delegación de Jutep y les reiteramos las disculpas por la demora en atenderlos. 


SEÑOR MONTERO (José Pedro).- Desde esta comisión queremos agradecer al Parlamento por la 
dedicación total que siempre han dado a la Junta de Transparencia y Ética Pública. Tanto en el Senado 
-cuando presentamos el proyecto de ley- como en esta comisión han sido muy amables con nosotros, se 
han preocupado por nuestra situación y han comprendido el problema que tiene la Junta en este 
momento. 


(Se retira de sala la delegación de la Jutep) 


(Ingresa a sala una delegación del Instituto de Investigaciones Biológicas "Clemente Estable") 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es un gusto recibir a la delegación del Instituto de Investigaciones Biológica 
"Clemente Estable", integrada por el doctor Pablo Zunino, presidente del Consejo Directivo; el doctor 
Raúl Russo, vicepresidente, y las doctoras Elena Fabiano y Cecilia Scorza, consejeras 


Esta es su casa, al igual que la de todos los ciudadanos. 


Como ustedes saben, estamos analizando el presupuesto nacional. Por lo tanto, todos los insumos que 
recogemos de la sociedad resultan muy importantes. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- Agradecemos mucho la oportunidad de contar con este espacio en la 
comisión para hacer llegar nuestra visión acerca de los incrementos que pensábamos iba a recibir el 


Instituto antes de la entrega del proyecto de ley por parte del Poder Ejecutivo al Parlamento, así como 
la que tenemos ahora, a la vista de las cifras, una vez revisado el proyecto de ley. 


Voy a hacer una pequeña introducción desde del punto de vista institucional y luego mi colega, la doctora 
Elena Fabiano, se referirá a los componentes numéricos. 


Nuestro instituto fue fundado en el año 1927, nada menos que por el maestro Clemente Estable, y tiene como 
fin contribuir al desarrollo científico y cultural del país a través de la generación de conocimiento original y 
la formación de investigadores en todas las ramas de las ciencias biológicas. Es un instituto esencial en el 
sistema institucional de ciencia y tecnología en el país y abarca una gama amplísima de líneas de 
investigación en las ciencias biológicas, incluyendo la neurociencia, las ciencias microbiológicas, la genética, 
la biología molecular, las ciencias ambientales, etcétera. Su papel también es histórico en la generación de 
nuevas tecnologías y su difusión en el medio, así como en la formación de recursos humanos y en la 
generación de conocimiento científico original de relevancia desde el punto de vista académico, pero también 
desde el punto de vista productivo y de la salud, todas contribuciones que hacen al desarrollo del país, 
pensado en su acepción más integral. 


El instituto está formado por un Consejo Directivo, del que hoy hemos asistido cuatro de sus representantes. 
Su actual diseño institucional está dado, desde el punto de vista formal, a partir de un decreto firmado a fines 
de la primera Presidencia del doctor Tabaré Vázquez, en acuerdo con la ministra de Educación y Cultura de 
la época, ingeniera María Simón. 


En este presupuesto teníamos cifradas importantes expectativas con respecto a posibles incrementos en las 
partidas para el Instituto. Ello se debía, en primer lugar, a la referencia que se hizo por parte del Gobierno en 
cuanto a cumplir el compromiso de llegar al final del quinquenio al 1% del producto bruto interno en 
inversión en ciencia y tecnología. Por otra parte, habíamos tenido un retorno de diferentes autoridades, en 
particular del Ministerio de Educación y Cultura, que indicaba que el Instituto "Clemente Estable" iba a ser 
contemplado en esta propuesta presupuestal. 


Quizás en estos meses el proceso de comunicación con las autoridades del Ministerio no fue tan fluido como 
el que hubiéramos querido tener. Recibimos datos ciertos con respecto a números que se estuvieron 
manejando, pero también obtuvimos datos fragmentarios acerca de una propuesta de rediseño institucional en 
la que se estaba pensando desde el Ministerio, que implicaba la incorporación de una dirección política en la 
institución, que iba a suplantar el concepto histórico institucional que plantea que la Dirección está a cargo de 
investigadores. Eso implicaba la incorporación de un director ejecutivo a través de un cargo de confianza 
política y de un Directorio formado por representantes delegados de Ministerios a los cuales -según el texto 
que tuvimos a nuestra disposición promediando el mes de agosto- no se les pedía a priori ningún tipo de 
experiencia en investigación. 


Conocida la propuesta, manifestamos nuestra franca oposición y establecimos los contactos del caso para 
hacer saber nuestra opinión. Creemos que eso hizo -días antes de los plazos legales para enviar el mensaje 
presupuestal- que el Ministerio decidiera quitar -según nos manifestaron oficialmente unos días antes- este 
articulado de la propuesta del proyecto de ley de presupuesto. El problema fue que después, cuando nos 
enfrentamos al proyecto, el 1 de setiembre, notamos que no había ningún artículo referido al "Clemente 
Estable" y, por ende, ningún incremento, contrariando de alguna forma las expectativas que teníamos y los 
datos concretos acerca de propuestas de números que manejamos con el Ministerio. También fue llamativo 
para nosotros que una serie de artículos sin costo que habíamos previsto -referidos a organización, etcétera- 
tampoco fueran incorporados. Por lo tanto, no hay referencia alguna a la institución en el proyecto de ley. 


(A continuación se proyecta una presentación Power Point) 


———Nuestro presupuesto actual asciende a $ 118.000.000; ello implica una línea de base que se mantendría 
durante los años sucesivos, ya que no hay incremento. 


SEÑORA FABIANO (Elena).- Centraremos la presentación en el presupuesto; estamos dispuestos a 
presentar y a detallar en qué consiste el Instituto "Clemente Estable", en qué trabaja y las líneas de 
investigación que sigue en la medida en que se nos pregunte. También nos parece interesante mostrar 


las etapas en torno a nuestra propuesta de solicitud de recursos, es decir, cómo armamos el 
presupuesto; les queremos contar brevemente cómo fue evolucionando a lo largo de los meses. 


Como saben, el Instituto de Investigaciones Biológicas es una unidad ejecutora del Ministerio de Educación y 
Cultura; por lo tanto, nuestro jerarca superior es la señora Ministra de Educación y Cultura. El vínculo se da a 
través del director del Instituto -el doctor Pablo Zunino-, del vicedirector y de la señora ministra o el 
subsecretario. 


Actualmente, el personal del Instituto "Clemente Estable" está formado por cuarenta y siete cargos de 
investigación presupuestados, diecinueve cargos técnicos y diez cargos de personal de apoyo, considerando 
también las vacantes. Algo llamativo del Instituto es que en este momento no cuenta con personal 
administrativo propio. Todo lo relativo a recursos humanos, liquidación de sueldos, difusión y gestión del 
Instituto lo hacemos los investigadores; en nuestro informe final figura que fuimos los que más recursos 
ejecutamos. Inclusive, en este momento, afortunadamente tenemos a una escribana y a una contadora que 
están en pase en comisión, pero cuando se retiren, no vamos a contar más con esos cargos; además, tenemos 
dos técnicos de laboratorio que están trabajando en la administración, uno de los cuales se jubiló 
recientemente. Esto es bastante crítico para un instituto de investigación. 


Además de los cargos presupuestados, tenemos los cargos que se pagan con horas docentes. Me refiero a los 
muchachos que empiezan su carrera de investigación a nivel de estudiantes de grado, de maestría y de 
doctorado y que se los contrata a término. De hecho, los Grado 1 -que es la primera etapa en la carrera de 
investigador- son mayoritariamente estudiantes de maestría, y quienes ascienden a Grado 2 -que es la etapa 
siguiente-, mayoritariamente son estudiantes de doctorado; no hay estudiantes de grado. En cuanto a los 
sueldos, un Grado 1 percibe un sueldo nominal de $ 8.200 y un Grado 2, $ 19.116. 


En base a eso armamos nuestra primera propuesta, que empezamos a trabajar en marzo, que hicimos llegar en 
junio a las autoridades del Ministerio de Educación y Cultura. 


En el presupuesto desglosado se pude apreciar que el gasto principal está mayoritariamente en los cargos. 
Habíamos elaborado un presupuesto con un importante incremento, sobre todo para los cargos de personal 
administrativo y personal de apoyo -esto se pedía para comenzar el año 2016-; en cuanto a los cargos para 
investigación, se comenzaba a solicitar a partir de 2017, 2018 y 2019. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- Es importante ver que en la línea de base del presupuesto actual, 
$ 118.000.000, más del 90% está destinado a retribuciones personales. Ese presupuesto es todo lo que 
gasta la institución en todo tipo de servicios y retribuciones. 


Para las inversiones quedaría, aproximadamente, el 5%, y para el funcionamiento el 3%, lo que entendemos 
es una distorsión importante. 


El rubro de inversiones incluye la eventual compra de equipos de distinto porte, equipamiento informático, 
arreglos edilicios -desde el más sofisticado para albergar un equipo hasta el más precario como puede ser 
reparar la sanitaria-, y acondicionamiento de aire, que va más allá del confort personal pues se requiere para 
algunos equipos que necesitan de determinado rango de temperatura. Para todo esto, para todo un año, al día 
de hoy representaría US$ 180.000. 


El rubro funcionamiento incluye todas las compras, desde las bombitas de luz hasta los contratos de servicio 
de vigilancia, jardinería, seguridad y el retiro de residuos biológicos, que es un requerimiento muy importante 


y oneroso. En esto se gastan aproximadamente US$ 120.000 por mes. 


Estamos en una línea crítica con respecto al funcionamiento. 


SEÑORA FABIANO (Elena).- Para 2016 teníamos previsto un incremento importante en el rubro 
inversiones pues pensábamos comprar un microscopio con focal. 


Las distribuciones estaban planteadas de la siguiente manera: cargos de investigación, cargos para 
plataformas y bioterios -que dan servicios no solo al personal del Instituto, sino también al exterior y a los 


sectores productivo y académico-, cargos para secciones de apoyo, y cargos para apoyo administrativo y de 
gestión. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- Como se puede apreciar, tenemos una base muy débil en recursos humanos 
de apoyo y gestión. Hace más de veinte años que no se crean cargos de investigador consolidado en la 
institución. 


SEÑORA FABIANO (Elena).- Luego de la primera propuesta que presentamos al Ministerio de 
Educación y Cultura, se nos recomendó una disminución drástica de la solicitud para 2016 y 2017, y 
correr ese aumento pedido para los últimos dos años. 


En base a eso, hicimos una disminución importante de lo solicitado para 2016: retiramos el equipo y 
disminuimos el número de cargos solicitados, dejando solo los cargos administrativos y de apoyo, que fue lo 
que consideramos que era la necesidad más acuciante. Los cargos de investigación los corrimos para 2018 y 
2019. 


Teniendo en cuenta la propuesta del Gobierno de aumentar el monto dedicado a ciencia y tecnología, pasando 
de 0,4% al 1% del PBI, sí hiciéramos una estimación lineal del peso que tiene el presupuesto del Instituto en 
ese porcentaje, vemos que nuestra solicitud está bastante por debajo de lo que nos correspondería. 


Cabe señalar que la solicitud de creación se basaba en la transformación de cargos vacantes, algunos de los 
cuales están sin completar desde 2008 por problemas burocráticos varios. 


Hasta ese momento, había un diálogo fluido entre el Ministerio de Educación y Cultura y las autoridades del 
instituto. Nos hacían recomendaciones respecto de dónde había que disminuir el presupuesto, qué podía 
quedar y qué no, cuántos cargos se podían pedir. 


El proyecto salió del Ministerio de Educación y Cultura, pasó por el Ministerio de Economía y Finanzas, y el 
viernes antes de que se hiciera pública la propuesta final, se nos hizo llegar la propuesta con la que nosotros 
acordamos, que consistía en reducir los cargos para investigación, sacar todos los cargos administrativos y de 
apoyo y reducir las horas docentes, porque en ese momento se nos dijo que la Dicyt iba a desaparecer y los 
cargos administrativos que había allí pasarían al Instituto. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- En esta etapa, el panorama trasmitido por el Ministerio cambió totalmente 
con respecto a las recomendaciones que nos hicieron inicialmente, que era atenuar lo solicitado para 
2016 y 2017, pensando que el escenario en la segunda etapa sería mejor, por lo que se podría aumentar 
los últimos años. Esto fue así porque el Poder Ejecutivo cambió la estrategia, y propuso los incrementos 
básicamente para 2016 y 2017, dejándolos estáticos los últimos años, condicionados eventualmente a 
las rendiciones de cuentas. 


Reitero que todo esto fue lo que quedó luego de lo que nos transmitió el Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑORA FABIANO (Elena).- Como ven, al pensar que recibíamos los cargos de la Dicyt para la parte 
de administración y personal de apoyo, lo único que mantuvimos en esta propuesta eran unos pocos 
cargos de investigadores de nivel medio. 


En paralelo nos llegó el otro tema de la reestructura del Instituto Clemente Estable, que fue retirado del 
proyecto de presupuesto a último momento. Pero junto con retirar todos los artículos relacionados con la 
reestructura del Instituto, se retiraron todos los artículos, inclusive, los relacionados con la parte presupuestal 
y los que no llevaban costos. 


Una de las declaraciones del Ministerio fue que había necesidad de recortar los gastos destinados a este tipo 
de tareas. Sin embargo, si nos fijamos en el proyecto de ley de presupuesto hay otras instituciones que 
también están relacionadas con ciencia y tecnología que en los años 2016 y 2017 van a recibir partidas. El 
proyecto Ibirapitá va a recibir $ 500.000.000; la ANIT, $ 500.000.000; el Plan Ceibal, $ 350.000.000; el 
Instituto Pasteur de Montevideo, $ 88.000.000; el Cudim $ 45.000.000; el Pedeciba, que es un programa para 
el desarrollo de las ciencias básicas, $ 25.000.000, y el Instituto Clemente Estable, cero peso. Quiere decir 


que eso está en contraposición con la idea de no invertir en ciencia y tecnología en estos próximos dos años. 
En base a esto, nos estamos acercando a ustedes y estamos planteando este nuevo presupuesto, donde 
volvemos a agregar los cargos administrativos, de apoyo y de gestión, porque consideramos que es vital al 
menos tener un gestor institucional que nos ayude con el funcionamiento institucional. 


Algo que nos critican mucho es que, como Instituto, hacemos muy poca difusión hacia la sociedad. No 
tenemos ningún apoyo a nivel de difusión. Lo que hacemos es la parte de publicaciones, que es en lo que 
sabemos movernos, y es la forma de comunicar nuestros resultados a la comunidad científica y a la 
comunidad nacional a través de reuniones, y de congresos, pero todo el resto de las actividades las hacemos a 
fuerza de pulmón y de voluntad. Consideramos que ya que estos dos cargos no van a venir de otro lado, por 
lo menos, tendrían que venir por el presupuesto. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- Quiero complementar el mensaje de la señora Elena Fabiano con respecto 
a los cargos, y quiero hacer un comentario sobre los otros ítems que componen la propuesta de 
incremento global. 


La abreviatura HD que se ve en la pantalla corresponde a horas docentes. La hora docente es un mecanismo, 
es un pool de dinero que el Ministerio tiene asignado al Instituto Clemente Estable para realizar contratos. A 
partir de ese fondo contratamos a los investigadores Grado 1, Grado 2, pos doctorados y técnicos de 
plataforma. Ese fue un instrumento que se incorporó en el primer período de Gobierno del doctor Tabaré 
Vázquez, y eso significó un salto de calidad importante para la institución, porque el Instituto no tiene en su 
cargos formales las primeras etapas de Grado 1 y Grado 2. Nosotros consideramos que ese fondo para 
contratos tiene que ser fortalecido, porque actualmente hay unos sesenta jóvenes investigadores, muy 
productivos, formándose potenciales investigadores a corto plazo, con un valor muy bueno para el país, no 
solo para la institución, pero están sujetos a contratos muy precarios. Como decíamos, un Grado 1, con una 
carga horaria de 20 horas, gana un sueldo nominal de poco más de $ 8.000, y un Grado 2, con 30 horas, está 
orillando los $ 20.000. 


El rubro de inversiones requería ser ajustado, sobre todo, atendiendo las necesidades de incorporación de 
tecnología en el tema de funcionamiento. 


SEÑORA FABIANO (Elena).- Uno podría pensar que, quizás, consideran que estamos haciendo las 
cosas mal y nos quieren castigar porque no estamos cumpliendo bien los deberes. Sin embargo, si 
revisamos los indicadores manuales que se usan para evaluar nuestro trabajo, vemos que nos ubicamos 
muy bien, y tenemos un reconocimiento no solo a nivel nacional sino también internacional. 


Por ejemplo, si vemos la imagen, podemos observar una base de datos que hace un ranking en cuanto al 
número y calidad de las publicaciones, donde están destacados los cinco primeros lugares en el país. Como 
verán, estamos en el segundo lugar luego de la Universidad de la República. Todos saben que en el país, el 
Instituto Clemente Estable, comparativamente con la Universidad de la República, tiene una masa mucho 
menor y, sin embargo, ocupa el segundo lugar. 


En la imagen se puede observar el número de publicaciones realizadas en el año 2014 en revistas nacionales, 
arbitradas internacionales, capítulos de libros, artículos de divulgación, publicaciones arbitradas nacionales y 
libros editados. 


Como decíamos, dentro del Instituto se trabaja en una amplia gama de áreas dedicadas a la biología, y vemos 
que el monto ejecutado por área en el período 2011-2014 comprende tanto investigación en ciencias agrarias 
como en ciencias naturales, salud humana y animal en biotecnología. 


En cuanto a los montos con los que trabajamos, del Ministerio recibimos lo básico -tampoco es tan básico, 
porque cubre los sueldos de los investigadores-, pero no tenemos fondos específicamente para el trabajo, es 
decir, para la compra de reactivos, de equipamiento. O sea, todo lo que hace a la labor científica, al trabajo en 
el laboratorio, lo hacemos a través de proyectos que tenemos que concursar y competir en general con 
empresas, ya sea con organismos nacionales, u organismos internacionales. En la siguiente imagen se puede 
observar que está discriminado el porcentaje del monto ejecutado en este período, y se puede ver que 
tenemos una fuerte entrada a nivel de proyecto de la ANII, de proyectos de apoyados por el INIA, de 
sistemas de donaciones especiales que el Instituto pueda recibir de la Corporación Nacional para el 


Desarrollo, de ALUR, del PNUD y de otros que muchas veces son asociaciones con alguna empresa o para 
solucionar alguna temática particular. En cuanto a proyectos financiados por la ANII, la mayor parte de 
ingresos se da por los proyectos del Fondo Clemente Estable, después están el fondo sectorial de energía, 
alianza con otras empresas, Fondo María Viñas, que son proyectos tecnológicos como el Innovagro, y 
popularización de la ciencia. 


Es importante destacar que el libce es altamente competitivo en la captación de fondos nacionales para 
investigación, tanto básica como aplicada. Por ejemplo, dentro de los fondos de la ANII, que son proyectos 
concursables, el libce está en segundo lugar luego de la facultad de Ciencias. En cuanto a los Fondos María 
Viñas el Instituto tiene una buena captación, o sea que presentamos buenos proyectos; por algo los financian. 


SEÑORA SCORZA (Cecilia).- Quiero trasmitir una preocupación muy grande que tenemos, que 
refiere a las consecuencias que genera el 0% de aumento en el presupuesto para el libce. Más allá de la 
presentación que hicieron mis colegas en cuanto a quiénes somos, qué hacemos, cómo lo hacemos y la 
productividad del Instituto con relación a otras instituciones del país, es muy importante que se sepa 
que el 0% de aumento en el presupuesto del libce nos va a dejar en una situación muy precaria en 
relación al desarrollo de las líneas de investigación que estamos trabajando en este momento. Hay 
muchas líneas de investigación que intentan contestar preguntas que la sociedad necesita. Por ejemplo, 
yo trabajo en el área de adicción a las drogas, particularmente, en estudiar el mecanismo de acción que 
tiene la pasta base en el cerebro de los consumidores. Esa línea de investigación en mi laboratorio, con 
ese 0%, va a sufrir carencias muy importantes, sobre todo, en la formación de recursos humanos y en 
su continuidad. Este es solo un ejemplo de otra cantidad de líneas de investigación que tienen un fuerte 
impacto en la sociedad, que se sostienen con la gente joven que integra los laboratorios. Los 
investigadores presupuestados dirigimos los laboratorios, pero necesitamos la formación de recursos 
humanos especializados para tener continuidad en las líneas de investigación. 


La formación de recursos humanos es larga y costosa, porque implica formar a una persona desde su nivel de 
grado hasta el de posgrado. Con la falta de recursos y de oportunidades para generar cargos presupuestados o 
contar con mayor cantidad de horas docentes para hacer contratos, a pesar de la inversión que hacemos en la 
formación de recursos humanos, cuando esas personas alcanzan cierto nivel de especialización y de 
independencia -sobre todo, a nivel de maestría y doctorado- no podemos retenerlas. Entonces, hay que volver 
a empezar. Esto se suma a toda la problemática de gestión, administración y funcionamiento que 
mencionaron mis colegas. 


Asimismo, hay otro problema muy importante que tiene que ver con la inversión tecnológica. No es lo 
mismo hacer un experimento con dos palitos, que hacerlo con un equipo de alta tecnología. Habitualmente en 
otros países del mundo los científicos acceden a esos equipos y desarrollan sus investigaciones con un mayor 
nivel de especialización y tecnología. En ese sentido, este 0% de aumento nos va a generar una menor calidad 
de ciencia, un enlentecimiento en el desarrollo de las líneas de investigación y una menor competitividad a 
nivel nacional e internacional. Todos nosotros tenemos relación y colaboraciones con otras instituciones de 
ciencia y tecnología nacionales e internacionales y sabemos que Uruguay va a perder competitividad y 
oportunidades de que otros países quieran colaborar con nosotros. Si no podemos ofrecer una ciencia de 
calidad, perdemos competitividad y colaboraciones. Ni qué hablar de la desvalorización de nuestro tiempo y 
nuestra inversión en estudio y desarrollo de la ciencia. Estamos convencidos de que hay que aportar y 
desarrollar en relación a la ciencia, pero ya no sabemos cómo decirlo ni qué palabras usar para que el 
Gobierno y la sociedad entiendan lo que nosotros hacemos y las consecuencias graves que genera un 0% de 
aumento. 


SEÑOR RUSSO (Raúl).- Quiero complementar lo que señaló mi compañera acerca de las 
consecuencias de la falta de incremento del presupuesto para el Instituto Clemente Estable. 


Nos han llegado noticias de declaraciones de algunos miembros del Gobierno sacando un poco de 
dramatismo a la falta de incremento presupuestal y diciendo que manteníamos el mismo presupuesto, por lo 
que podíamos seguir haciendo lo que estábamos realizando, que para los recursos con que contamos es 
bastante satisfactorio. Sin embargo, es un concepto completamente erróneo. Una institución que se dedica a 
la investigación científica como el Clemente Estable trabaja, por definición, en la frontera del conocimiento 
abordando problemas que no tienen solución, mecanismos que no están claros y que son muy relevantes en 


las distintas áreas de las ciencias de la vida. La frontera del conocimiento no es estática, se mueve y requiere 
desarrollo para resolver los problemas candentes en las distintas áreas de la biología, el desarrollo de nuevas 
tecnologías, la incorporación de instrumental que se va poniendo obsoleto y lo que es más importante, la 
formación de recursos humanos que puedan aplicar las nuevas tecnologías. 


La formación de recursos humanos es algo que no se improvisa ni en un par de meses ni en un año ni en tres, 
sino que es una inversión a largo plazo que tiene que hacer el país. De hecho, por ejemplo se dice que -los 
legisladores deben haber escuchado porque se mencionó cuando se creó el Sistema Nacional de 
Investigadores- una nación que apuesta a tener un desarrollo sostenible debería tener alrededor de 4.000 
investigadores por millón de habitantes, y nosotros actualmente tenemos aproximadamente 600 
investigadores por millón. Es decir que estamos muy lejos de esa meta. 


El Instituto Clemente Estable es parte fundamental del sistema de ciencia y tecnología nacional. Ha sido muy 
importante en la generación de un programa exitoso como es el Pdciba y ha generado numerosísimos 
recursos humanos, muchos de los cuales hoy tienen responsabilidades de dirección en otros institutos que 
forman parte del sistema de ciencia y tecnología nacional. 


Por estas razones que enumeré rápidamente, la desaparición de hecho del Instituto Clemente Estable del 
proyecto de ley presupuestal no representa un mero estancamiento para la institución. Es un franco retroceso 
que va a impactar en forma muy negativa en el futuro de la institución. 


Como decía anteriormente, nuestra institución ha sido ignorada y ha quedado discriminada frente a otras, y 
esto nos pone en una situación de rezago no solo con respecto a la región, sino también a nivel nacional e 
internacional. Creo que esto amerita una revisión de la decisión de otorgar porcentaje cero en el presupuesto 
al Instituto Clemente Estable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos recibido los insumos correspondientes y tenemos copia de la 
presentación para que cada uno de los legisladores pueda estudiarla previo a la concurrencia del 
ministerio competente. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Antes que nada, quiero dar la bienvenida a los Directores del Instituto 
Clemente Estable. 


Yo solicité la comparecencia del Instituto porque me llegó -como seguramente también les habrá llegado a 
otros legisladores- la preocupación de investigadores y de quienes tienen que ver con la institución por la 
situación antes mencionada. Por tanto, creí que lo más conveniente era que comparecieran a esta comisión, 
que recibe autoridades y organismos, como el Clemente Estable, que es una unidad ejecutora, y no en la que 
recibe delegaciones, que sesiona los días viernes, porque se les da un breve plazo para exponer. 


El Poder Ejecutivo comprometió en etapas electorales algo que, aparentemente, está en condiciones de 
cumplir, que es disponer de un incremento en la dedicación presupuestal para la investigación, la ciencia y la 
tecnología, ubicándolo en 1% del producto bruto interno. Pero, ese incremento es dispar. 


La comisión, aunque tenga voluntad, hay cosas que puede hacer y que no. Las limitantes surgen de nuestras 
posibilidades constitucionales. Por más voluntad que tengamos para resolver algunas cuestiones, si no 
tenemos iniciativa del Poder Ejecutivo, no tienen marco legal. No obstante, hay cosas que podemos hacer. 


Quiero hacer una pregunta para complementar la información que nos acaban de dar. 


¿Cuántos son los investigadores que trabajan, de un modo u otro, en el Instituto de Investigaciones 
Biológicas Clemente Estable? 


En la primera transparencia que nos mostraron se puede apreciar que hay un porcentaje importante de 
honorarios, que no sé si son investigadores o estudiantes y tampoco qué tareas hacen. Obviamente, si son 
honorarios hay una cantidad de recursos humanos tipo voluntariado, que es bueno conocer. 


Dentro de la visión de las consecuencias, ¿qué es lo que hace -discúlpeseme la ignorancia- el Instituto 
Clemente Estable que no hacen otros institutos, como Cudim, Pedeciba, Anii o Pasteur? ¿Cuál es el área que 


se resiente si el desarrollo no se puede continuar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como gentileza de toda la Comisión, saludamos a los señores diputados Ope 
Pasquet y Julio Battistoni que hoy nos acompañan en esta reunión. 


SEÑOR POSADA (Iván).- En primer lugar, quiero señalar claramente nuestra preocupación por toda 
esta problemática que ustedes están planteando. Estábamos en conocimiento de la situación que se 
había generado desde el punto de vista de la transformación de la Dirección y, en particular, porque 
nos hizo llegar su inquietud el propio doctor Juan Pablo Cajarville. Sabemos que, por lo menos, no se 
produjo ese cambio que alteraba en forma muy importante el trabajo de investigación que se 
desarrolla en el Instituto Clemente Estable. 


La otra novedad es que el Instituto Clemente Estable no está contemplado en el proyecto de ley presupuestal, 
salvo lo que es la proyección de los recursos que hoy tienen hacia el futuro, que obviamente forma parte del 
presupuesto. 


Me parece que en estas situaciones hay que ser totalmente francos en cuanto a cuáles son nuestras 
posibilidades. El planteo que nos hacen ustedes supone una serie de artículos, algunos directamente son 
transformaciones de cargos y otros tienen que ver con aumentos. Más allá de la voluntad política que haya en 
el ámbito de la Comisión y entre los distintos sectores políticos, tenemos una limitación constitucional, en la 
medida en que no tenemos iniciativa en lo que refiere a la creación de cargos. Y uno de los problemas 
centrales que ustedes plantean tiene que ver con el apoyo administrativo que necesariamente debería tener 
para funcionar. Está claro que no es bueno que horas de investigación se distraigan en una tarea de carácter 
administrativo; me parece que este tema debería ser abordado por la comisión. 


La única solución para la creación de cargos es que exista un mensaje complementario por parte del Poder 
Ejecutivo. Considero que todavía estamos a tiempo en la Cámara de Diputados -quedan once días- para que 
el Poder Ejecutivo envíe un mensaje complementario, planteando directamente la creación de cargos, en 
relación a los planteos realizados por el Instituto Clemente Estable. Esa ventana se abre nuevamente en la 
instancia del Senado, porque también durante los primeros veinte días de ingreso del proyecto de ley, el 
Poder Ejecutivo tiene esa facultad. Estos aspectos exceden nuestra voluntad política y por eso me parecía 
importante dejarlo claro, más allá de que en los otros artículos, en los que no refieren a creación de cargos, 
abordaremos oportunamente la posibilidad de concretarlos en la discusión que se dará en esta comisión. Era 
cuanto quería decir. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- En primer lugar, queremos agradecer las gestiones que hicieron posible que nos 
recibieran hoy; nos parece importante estar aquí para transmitir estos mensajes en este momento. 


El señor diputado Gandini hizo una buena pregunta en el sentido de qué hace el Instituto Clemente Estable 
para creer que es merecedor de este apoyo que estamos reclamando. 


Como dije antes, el Instituto Clemente Estable fue fundado en el año 1927, por Clemente Estable, maestro, 
profesor, investigador; él fue quien introdujo y consolidó la noción de la ciencia moderna y del investigador 
como profesión consolidada en el Uruguay, no solo desde el punto de vista filosófico, sino también 
administrativo. En la década de los cuarenta logra la figura de la dedicación total para los investigadores del 
Instituto en la Administración pública. 


El Instituto Clemente Estable, en sus casi noventa años de vida, se ha consolidado como un actor 
fundamental en el área de las ciencias. Tiene la particularidad de ser un instituto público en el ámbito de la 
Administración central, cuya finalidad principal es la investigación; esa es una particularidad que no tiene 
otra institución. Creo que ese es un patrimonio que debe ser cuidado. 


Con respecto a qué hace el Instituto, a lo largo de todo este tiempo ha generado conocimiento de calidad en 
las ciencias biológicas. No nos vamos a comparar con la Universidad, porque tiene un compromiso de 
docencia y de abordaje de todas las ramas de la docencia en la investigación que los tiempos le van 
imponiendo, pero la gama de líneas y de temas que trata el Instituto Clemente Estable no ocurre en ningún 
otro instituto en este país. Considero que eso es una fortaleza; no obstante, a veces, se torna difícil elegir un 
perfil cuando se nos pregunta qué hace el instituto. Es más fácil para un instituto como el INIA, por ejemplo, 


determinar su finalidad: se dedica al agro. Es muy fácil de explicar. Pero pienso que la fortaleza del Instituto 
Clemente Estable es esa diversidad en la temática que le permite abordar las ciencias biológicas. Si bien estas 
ciencias son inconmensurables, la mayoría de las veces el Instituto responde afirmativamente cuando se lo 
viene a consultar o a pedir que se aborde un problema concreto de las ciencias biológicas; en pocas 
ocasiones, el Instituto expresa que no trabaja sobre cierta línea. 


Las áreas en las que trabaja el Instituto son diversas. En neurociencia, el Instituto construyó una escuela de 
neurociencias en el Uruguay, que sigue siendo de referencia no solo en el país, sino también a nivel 
internacional. El Instituto organiza periódicamente una escuela internacional de neurociencias que es de 
referencia en la enseñanza en esta área en Latinoamérica y, quizás, en el mundo. 


El Instituto también estudia las ciencias microbiológicas. En este caso, me comprenden las generales de la 
ley, porque soy jefe del Departamento de icrobiología del Instituto Clemente Establece. Esto comprende una 
gran gama; abarca el campo de la salud humana, de la salud animal, del agro por motores de crecimiento 
vegetal. Un proceso muy reciente y muy potente que ha tenido el Instituto es el desarrollo de fuentes y vías 
alternativas de energía. 


Por otra parte, también son materia de estudio del Instituto la genética y la biología molecular, abordando 
temas como la caracterización genética a nivel humano -por ejemplo, las patologías de la reproducción-, pero 
también a nivel productivo, como las levaduras asociadas a la producción de vino tannat y el estudio de la 
planta. Tanto es así que en colaboración con investigadores del Instituto se generó la traslación del genoma 
de plantas uruguayas de tannat. 


También se investigan las ciencias ambientales, que en estos últimos años imponen desafíos muy grandes - 
creo que se mantendrán en el futuro-; obviamente, se estudia, en primer lugar, por una cuestión ética de 
respetar el ambiente, pero también porque la intensificación de los sistemas productivos hace que se deban 
estudiar a fondo las cuestiones ambientales, ya que estos sistemas fuerzan, de alguna manera, la naturaleza, 
generando tensiones que se deben resolver. Uno de los casos concretos, uno de los temas principales del 
trabajo que realiza el Instituto es el estudio pionero de la floración de algas nocivas en los cursos de agua del 
Uruguay. Así puedo seguir mencionando otras áreas. 


Otro rol que históricamente ha cumplido el Instituto Clemente Estable es la incorporación de tecnología y su 
difusión a la sociedad, tanto en el ambiente académico como en el público o en el privado. Por ejemplo, 
adquirió el primer microscopio electrónico en el Uruguay. También incorporó el primer microscopio 
confocal, que hoy constituye una herramienta fundamental -no nos vamos a detener en esto- para la biología. 


El Instituto también investiga la citometría de flujo, fundamental en el área de la salud y en otras. En ese 
sentido, el primer estudio de ADN con fines forenses se hizo en el Instituto. 


De la misma forma podemos seguir mencionado áreas de investigación que desarrolla. 


Hoy se tienen varias plataformas tecnológicas basadas en equipamiento de mediano y alto porte que brindan 
servicios tanto a nivel académico a otras instituciones, como a nivel productivo. En la actualidad, las 
empresas vienen a consultar y a pedir respuesta a problemas concretos. 


Este sería un pantallazo sobre lo que hace el Instituto y por qué sería importante contar con su apoyo. 


Con respecto a la pregunta del señor diputado Gandini sobre la población móvil, estimamos que diariamente 
transitan 250 personas por los pasillos y los laboratorios del Instituto Clemente Estable. Tenemos 47 
investigadores presupuestados en la plantilla; 60 contratos de horas docente —como decíamos-, 
homologados a Grado 1 y Grado 2; 8 posdoctorados; 50 honorarios. El señor diputado Gandini preguntó 
sobre los honorarios; muchos de ellos son estudiantes de grado que vienen a hacer su trabajo final, práctico, 
de grado en nuestros laboratorios, pero no solo son estudiantes de grado, porque ahora tenemos el caso de 
estudiantes de doctorado honorarios. Esa es una situación que no queremos consolidar, pero hoy ocurre. 
También contamos con el personal de apoyo, que es una base humana menguada, como dijimos hoy. Hay 18 
o 19 técnicos. En total, tenemos una población de aproximadamente 250 personas. 


Quiero responder también a lo que manifestó el señor diputado Posada, a quien agradezco sus palabras. En 
mi caso, este reclamo de los cargos, tanto el de los cargos de investigadores consolidados como el de los 


técnicos o de apoyo en la gestión, lo venimos haciendo desde hace muchísimo tiempo. Como dije, hace 
décadas que no hay creación de cargos en el Instituto. Entendemos las limitaciones. Una alternativa consiste 
en incrementar los fondos de horas docentes para establecer contratos que nos permitan retener, en 
condiciones decorosas, a nuestros recursos humanos, por lo menos durante un tiempo importante. Esa podría 
ser una alternativa, aunque no es lo mismo; por algo pedimos la creación de cargos. 


SEÑOR RUSSO (Raúl).- Quería complementar un poquito la pregunta referida a en qué se diferencia 
el Instituto, qué es lo que hace que no llevan a cabo otros que se dedican a ciencia y tecnología. 


Para ser franco, las áreas en las que trabaja se desarrollan también en otras instituciones, pero el Instituto 
Clemente Estable tiene fortalezas como mencionó el señor Zunino. Una de ellas es que contiene el núcleo 
más sólido, por ejemplo, a nivel nacional en el área de las neurociencias y esto viene de la tradición de don 
Clemente, que fue discípulo del Premio Nóbel Santiago Ramón y Cajal. 


Las áreas en que se trabaja en neurociencias son muy diversas y eso le da una fortaleza a la institución, en la 
medida en que permite que los grupos colaboren entre sí en trabajos multidisciplinarios, algo fundamental 
para la ciencia que se hace actualmente. 


Eso es algo que nos pone en condiciones de ventaja con respecto a otras instituciones. De hecho, nosotros 
colaboramos en esta disciplina, pero el Instituto tiene esa fortaleza. 


Otro de los temas comentados fue la cuestión de la introducción de la tecnología. El Instituto sigue siendo 
hoy el lugar donde podemos decir que el estudio de la ultraestructura celular a través de la microscopía 
electrónica es un centro de referencia. Fue introductor de esa tecnología, pero aún hoy la institución es la 
referencia en ese tipo de estudios. 


Para irnos a un ejemplo más cercano, podemos decir que el Instituto acaba de introducir una plataforma de 
microscopía de fuerza atómica, tecnología fundamental para estudios que son muy importantes — 
seguramente a ustedes les va a sonar la palabra- de la nanotecnología. Esa es otra ventaja única del Instituto. 
Esa es otra cosa que nos diferencia y nosotros pretendemos que eso siga pasando, es decir, que pueda seguir 
introduciendo nueva tecnología, que luego es brindada al resto de la comunidad científica y a los sectores 
productivos. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Muchas gracias, señor presidente. 


Quería formular una pregunta. 


Los representantes del Instituto Clemente Estable reciben solicitudes de empresas que procuran solución a 
distintos problemas. Querría saber si de esa cooperación con los sectores productivos se obtienen recursos 
extrapresupuestales y cuál sería el monto de ellos, sobre todo como fracción de los recursos presupuestales. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- Agradezco la pregunta. 


Ratifico lo dicho. Tenemos contacto fluido con empresas. Una modalidad es la formulación de proyectos en 
conjunto, de empresas con algún grupo de la institución que, de cumplir con determinadas condiciones, es 
decir, que sea un proyecto bien elaborado, original y contemplando los requerimientos formales, pueda ser 
amparado por la Ley N” 18.834, que permite a esa empresa que pone fondos en la institución recibir 
exoneraciones impositivas en el Ejercicio siguiente. 


Eso ocurre con el Clemente Estable, pero también con la Universidad de la República, el Instituto Pasteur, 
etcétera. En ese sentido, hay proyectos establecidos en el Clemente Estable 


Asimismo, hay otras modalidades que son de proyectos conjuntos de grupos de investigación y empresas a 
agencias financiadoras. Por ejemplo, la ANIT ha promovido ese tipo de proyectos de coparticipación ese tipo 
de proyectos de coparticipación de proyectos con el sector privado, por ejemplo, en forma de alianzas. 


También hay, por ejemplo, como decíamos hoy, empresas que se acercan para obtener respuestas a 
determinados problemas concretos, buscando alguna solución a la que nosotros podemos acercarnos a través 


de las plataformas tecnológicas, es decir, análisis concretos que requieren el uso de una tecnología de 
avanzada. 


Esas plataformas tecnológicas, con las cuales se da respuesta tecnológica, tanto a nivel académico como de 
otras facultades, se dan también respuesta a empresas que no pueden acudir al sector privado a solicitarlas. 
Son tecnologías de punta que solo nuestra institución puede dar. 


Acá estamos hablando de montos bajos. Los más fuertes son los de gestión de proyectos. 


Estos proyectos han dado resultados y las empresas han tomado parte de sus resultados para su desarrollo y 
evolución. En particular, me comprenden las generales de la ley, en el Departamento de Microbiología tienen, 
desde hace muchos años, en el marco de la ley de exoneración impositiva, proyectos con una empresa en el 
área de la salud animal, cuyos resultados se han traducido en rediseño de vacunas o contribuciones para la 
formulación de vacunas nuevas para ser usadas en salud animal. Ese es uno de los casos, pero hay otros. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Quisiera saber si tienen a mano alguna cifra para tener una idea del 
volumen de los fondos que le llegan al Instituto por concepto de colaboración con el sector empresarial. 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- Ese monto es variable, porque la fuente principal son fondos concursables. 
Esto quiere decir que los investigadores del Instituto trabajan cuando hay un llamado a proyectos de 
investigación. A nivel local, la agencia predominante es la ANII. Reitero: es variable, pero según lo que 
estimamos el año pasado, estuvo en el orden de los US$ 700.000. 


SEÑOR PASQUET (Ope).- Muchas gracias. 


SEÑOR AYALA BARRIOS (Mario).- Pido disculpas por la insistencia en querer evacuar esta duda 
pero para nosotros es muy importante la tarea que este instituto lleva adelante. Sabemos que 
desarrolla diferentes tipos de investigaciones, que son utilizadas para diversos fines. ¿En algún caso se 
comercializa el resultado de las investigaciones? Si fuera así, ¿qué monto se recibe por ese concepto? 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- El instituto ha empezado a analizar este aspecto, sobre todo, en los últimos 
tiempos. 


Una modalidad son los proyectos con empresas y, la otra, los proyectos con fondos concursables. 
Eventualmente, en esos casos se establecen mecanismos para determinar, en caso de generar utilidad, cómo 
va a ser el esquema de retorno con respecto a la propiedad intelectual y demás. 


Reitero que es un tema realmente muy nuevo para nosotros, pero lo estamos empezando a considerar. 
Como dije, los servicios representan un monto pequeño. 


Además, se han presentado en la institución algunas patentes; ha habido unas cuantas en los últimos años. El 
tema de las patentes no es fácil. A veces, hay una tendencia a considerar que el principal producto del 
instituto debe ser generar patentes. Debo decir que el empatentamiento en sí no es un proceso engorroso y, 
además, es oneroso. La real medida de la patente es el impacto que tendrá en el futuro. 


También tenemos patentes compartidas con alguna otra institución, pero por ahora los montos en ese sentido 
son pequeños. De todos modos, este es un tema que se va a consolidar en estos años. 


Por otra parte, los fondos del presupuesto MEC y los extrapresupuestales van variando cada año, pero rondan 
los US$ 1.000.000. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Quisiera saber si la unidad ejecutora tiene libre disponibilidad. Los 
ingresos que surgen de la comercialización de las patentes o de los contratos, ¿ingresan a la institución 
o al ministerio? ¿Tienen libre disponibilidad? ¿Tienen algún objeto o destino? 


Lo pregunto porque conocemos alguna institución que tiene límite y destino para los recursos. ¿Cómo se 
manejan ustedes? ¿Deben pasar por el ministerio? 


SEÑOR ZUNINO (Pablo).- Como dije, estos montos son pequeños. Algunos surgen de los proyectos. 
En este caso, no hay retorno en efectivo sino en productos, insumos o equipamiento. 


Los servicios también representan un monto muy pequeño y tenemos posibilidad de utilizarlos. 


Algunos de los proyectos compartidos con empresas han generado utilidad, pero esto se consolida como un 
servicio y se puede usar libremente. 


Reitero que, por ahora, los montos son pequeños. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Saludamos a las autoridades del instituto y les agradecemos la información 
que nos han dado. 


En virtud de la especial situación que se da de haber invitado a participar a una unidad ejecutora de un 
Inciso -cosa que no es habitual-, solicito que todo lo que hemos comentado en el día de hoy se remita al 
Ministerio de Educación y Cultura para que cuando venga pueda darnos su opinión sobre este tema y plantee 
las posibles soluciones. 

(Apoyados) 

SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, así se procederá. 


La comisión les agradece muchísimo los insumos recibidos, que naturalmente van a ser tenidos en cuenta. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 5) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


